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INTRODUCCIÓN 

El presente documento condensa un primer gran esfuerzo analítico sobre los desafíos
de la transición justa en la región amazónica de Brasil, Colombia, Ecuador y Perú. Con
el apoyo de las organizaciones mencionadas en el documento político posterior, se
buscó organizar desde la plataforma Sindicatos por la Democracia Energética (TUED,
por su sigla en inglés) un equipo de trabajo compuesto por investigadores de los cuatro
países. Alan Tiago y Cassia Vieira Cativo estudiaron el caso brasilero; Ana Catalina
Herrera hizo lo propio para Colombia; David Almeida analizó el caso ecuatoriano;
mientras que Nicolás Bernós y Juan Carlos Vargas, hicieron lo propio para el caso
peruano. Asi-mismo, el equipo contó con una coordinación técnica general por parte de
integrantes de la Cooperativa Comuna, de Uruguay.

La investigación pone el foco en las posibilidades reales de tener un sistema energético
más democrático, descarbonizado, ambiental y socialmente sostenible y que garantice
derechos a trabajadoras y trabajadores así como también a las poblaciones. Para ello,
busca construir una caracterización general que dé cuenta de los principales problemas
y desafíos, así como algunas oportunidades que presenta la región para encarar un
proceso de transformación en la generación y usos de la energía y sus implicaciones
más generales para el metabolismo social en su conjunto.

En ese sentido, compartiremos a continuación un conjunto de trabajos que buscan
caracterizar las matrices energéticas y los desafíos de la transición ecológica justa en la
región amazónica en cuatro países: Brasil, Colombia, Ecuador y Perú. Cada uno de los
documentos permite hacerse una buena composición de los desafíos que la transición
energética representa. Además, cada país tiene un segundo informe, donde se capta la
percepción de técnicos, políticos, militantes sindicales y organizaciones territoriales
donde los desafíos de la transición justa se viven en carne propia.

A continuación, compartimos algunos de los resultados más relevantes que podrán
encontrar en el documento. En primer lugar, la región amazónica es una zona petrolera.
De suma relevancia en los cuatro países estudiados y de vital importancia para el caso
ecuatoriano, peruano y colombiano. La importancia de la industria petrolera se
manifiesta en el peso que tiene la actividad económica local, la generación de empleo y
también a nivel macroeconómico por que su exportación permite el ingreso de divisas
en cada uno de los respectivos países. Cualquier estrategia de descarbonización deberá
contemplar os impactos económicos y sociales del desmantelamiento de la industria
petrolera como uno de sus principales puntos de partida.
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En segundo lugar, la región amazónica convive con la minería. Tanto regulada como
ilegal, la minería representa una realidad importante según el país a estudiar. Para el
caso concreto de Ecuador, el crecimiento reciente de la minería aurífera en la región es
una muestra cabal de los desafíos que este sector puede implicar para pensar la
transición energética. Los desafíos se multiplican para el caso colombiano, dada la
relevancia que la minería de carbón todavía tiene en el país.

En tercer lugar, existen en la región un conjunto de desafíos en la matriz eléctrica. La
región amazónica tiene una alta disponibilidad de recursos hídricos, aunque con una
fuerte dependencia de los registros de lluvias. Los sistemas hidroeléctricos son
considerados ‘limpios’  pero a menudo son insostenibles. Con la excepción de Brasil,
la región presenta un rezago muy importante en el desarrollo de proyectos de nuevas
energías renovables (eólica, fotovoltaica y biomasa). A su vez, la región presenta unos
déficits de cobertura eléctrica que son significativamente mayores. La dispersión
territorial y el aislamiento de varias localidades amazónicas plantean un desafío
importante: expandir la red interconectada y, eventualmente, generar procesos de
generación distribuida.
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En cuarto lugar, pero no menos importante, el desarrollo del sector energético en el
Amazonas convive con desafíos socioambientales de enorme cuantía. La
hidroelectricidad con represas de gran porte y el desafío de la autodeterminación de
las comunidades afectadas por los embalses se presenta como un desafío importante,
en particular para el caso brasilero. Para el conjunto de la región, el tratamiento a los
pasivos ambientales de la industria petrolera, el respeto y cuidado de las poblaciones
originarias, la implementación de procesos democráticos y participativos representan
desafíos a corto y mediano plazo que deben ser abordados y resueltos.

Por otra parte, las entrevistas sugieren que la transición energética en la Amazonia se
percibe como un proceso desigual y conflictivo, donde el discurso de la sostenibilidad
y las realidades territoriales no siempre dialogan de forma armónica. Las tensiones
pre-sentes se evidencian en distintos aspectos donde es necesario destacar el temor a
la pérdida masiva de empleos en sectores fósiles sin la debida reparación a la vez que
predomina el escepticismo respecto a la capacidad del Estado para conducir una
transición justa y participativa.

En ese sentido, existe una preocupación generalizada sobre la falta de información en
el territorio y las comunidades sobre los cambios que se anuncian a nivel global o
incluso nacional, llevando a que muchas veces la transición justa sea percibida como
una agenda lejana. Es por esto que, mu-chas organizaciones reafirmaron la necesidad
de una pedagogía sindical y social para divulgar y construir la idea y la potencialidad
de la transición justa.

1 Las matrices eléctricas de buena parte de América del Sur se consideran limpias por la gran importancia 
relativa que tiene la generación hidroeléctrica en el continente. Por “limpia” se refiere a que se trata de una 
forma de generación que emite menos gases de efecto invernadero que otras que utilizan minerales o 
hidrocarburos. No obstante, debe tenerse presente que los embalses afectan a ecosistemas, perjudican a 

poblaciones en territorio y contribuyen con la contaminación de cursos de agua. 

2



Para finalizar, cabe destacar que el análisis que prosigue a esta introducción todavía
cuenta con una limitación importante para comprender los desafíos de la transición
justa en el Amazonas. En particular, es que observa a cada país como un caso
específico y no como un componente de una región más amplia. De esta forma,
algunos desafíos que trascienden las fronteras nacionales deberán ser abordados en
trabajos futuros, destacando problemas tales como: ¿qué posibilidades y
potencialidades tiene la interconexión eléctrica entre distintos países amazónicos para
mejorar la cobertura y la seguridad en el suministro en la región? En un mismo orden
de cosas, cabe preguntarse: ¿Qué antecedentes existen de comercio intrarregional en
cuánto a los energéticos y la electricidad? ¿Hay acuerdos preferenciales? ¿Existe
margen para su desarrollo? Y por último, dado que la transición justa requerirá de
políticas industriales específicas, ¿Qué margen hay para el desarrollo de cadenas de
valor regionales en el Amazonas? ¿Qué desafíos y potencialidades nos plantea la
integración productiva regional?
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Declaracion politica de Foro 
Sindical Panantazonico a la COP 30 

El Foro Sind' cal Panamaz6nico, organo de coordinad6n de las confederaciones 
sindicales de la Regi6n Panamaz6nica, reunido con motivo de la 30~ Conferencia de las 
Partes de la Convenci6n Marco de las Naciones Unidas sobre el Cambio Climatico (COP 
30), que se celebra en Brasil, en Belém do Para, del 10 al 21 de noviembre de 2025, reitera 
su compromiso de defender los intereses de la clase trabajadora, los seres vivos y la 
naturaleza, promover la democraci.a y los derechos humanos y hacer frente al cambio 
climatico. 

La regi6n panamaz6nica, con unos 50 millones de habitantes, s estratégica para el 
equilibr·o climatico global, pero sigue caracterizandose por la explotaci6n depredadora, 
las des • gualdades hist6ricas y las amenazas a la integridad de sus erritorios y 
comunidades. Preservar la Amazonia también significa valorizar los derechos de los 
trabajadores y las trabajadoras y situar el munda del trabajo en el centro de las soluciones, 
condici6n fundamental para garantizar el desarrollo sostenible y la justicia social. 

El presente documento es el resultado de los analisis y propuestas acordados en el marco 
del proyecto del Foro Sindical Panamaz6nico sobre los retos de una transici6n energética 
justa en la regi6n amaz6nica en relaciém con Brasil, Colombia, Ecuador y Pe:ru. El estudio 
inclu ye un trabajo conjunto entre TUED, CGIL Italia, CUT Brasil1 CUT Colombia, 
CEDOCUT Ecuador y CATP Peru. El estu.dio fue realizado con el apoyo organizativo 
y financiero de Nexus Solidaridad lnternacional. 

El estudio y las entrevistas han confumado la necesidad de acelerar una transici6n 
ecologica justa para contrarrestar el cambio climatico y la devastaci6n medioambiental, 
pero también considerandola corno una enorme oportunidad de cambio. Al mismo 
ti.empo, han surgido fuertes preocupaci.ones en relaci6n con los efectos potencialmente 
peligrosos de una transici6n no gobemada desde abajo, sino delegada a decisiones 
centralizadas y guiadas por las reglas del mercado, las élites, los paises del norte global 
en detrimento del sur global y la maximizaci6n de los beneficios. Las principales 
preocupaciones respecto a una transid6n sin una gobemanza democratica participativa 
se refieren a la equidad1 al trabajo, al extracti.vismo v rde1 al colonialismo, a la 

militarizaci6n y al respeto de los derechos humanos: 

equidad: se teme que la transici6n se produzca a expensas de los mas vulnerables1 con 
repercusiones en las comunidades indigenas,. las mujeres y la naturaleza, los campesmos y 
los afrodescendientes; 
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ernpleo; la. preocupaci6n por el empleo esta relacionada con el peligro de declive y 
desinversi6n, la falta de creaci6n de nuevos puestos de ttabajo dignos, la falta de 
sustituci6n productiva en los rnismos territorios, la falta de recualificaci6n de los 
rrabajadores y la persistencia de las actuales brechas de empleo, que podrian dejar a los 
trabajadores actuales y futuros, y a las cornunidades afectadas, en una sìtuaci6n de 
desempleo y desesperaci6n. 

extractivismo verde: el temor es pasar del extractivismo f6sil a un nuevo extractivismo 
verde (cobre, litio, oro, etc.) que confirma las v·ejas 16gicas de explotaci6n, concentraci6n 
de poder, exc usi6n de terr·torìos, desigua dades y degradac·on medìoamb·en·al; riesgo 
de pasar del extractivismo f6sil al extractivismo verde, nueva ola de proyectos extractivos, 
ahora centrados en minerales criticos corno el cobre, el litio o el niquel, asi corno en el 
desarrollo de monoctùtivos energéticos y megaproyectos de hidr6geno verde. En lugar de 
romper con las 16gicas coloniales y depredadoras del modelo fosil, podria perpetuar 
forrnas similares de expoliaci6n, ahora bajo el discurso de la sostenibilidad. El 
«extractivismo verde», aunque mas aceptable desde el punto de vista climatico, sigue 
teniendo graves repercusiones socioambientales, especialmente en los territorios 
ind:igenas, campesinos y afrodescendientes. 

colonialismo: los monocultivos energéticos y los megaproyectos de hidr6geno verde 
presentan la misma logica colonia] y depredadora del modelo f6sil y corren el riesgo de 
excluir a las comunidades locales del acceso a la energia limpia y de los benefidos 

I • econormcos; 

militarizaci6n y respeto de los derechos humanos: los grandes proyectos, incluso los 
verdes, se imponen mediante el contro! territorial de grupos armados, la violencia y las 
amenazas a los lideres sociales y ecologistas que defienden el respeto de los derechos 
humanos y la protecci6n de la vida, en un contexto caracterizado por el abandono 
institucional. 

El estudio con.firma la necesidad y la urgencia de la lucha por una transici6n justa que se 
configura corno un cambio radical del sistema, en clave anticapitalista. De hecho, la JT 
parte de la necesidad de acelerar la salida de un sistema energético f6sil y detener la 
deforestaci6n para cumplir el objetivo de contener el aumento de la temperatura media 
global por debajo de 1,5 °C, aplicando politicas para anticipar y evitar impactos socia.les y 
laborales negativos. Sin embargo, esboza un nuevo sistema economico y social centrado 
en el bìenestar de los seres vivos y la naturaleza, la paz y el desarrne, el pleno empleo, el 
trabajo digno, el liderazgo sindical, la partidpaci6n democratica, el fin de toda forma de 
colonialismo, supremacismo, patriarcado, explotaci6n, opresion., discriminaci6n y 
expropiaci6n, la equidad de género, generacional, racial y territorial, los derechos 
humanos, el respeto de todos los ODS, el desarrollo del sur del mundo, el respeto de los 
limites del plan ta, la energia como der cho y bien comi.'.tn, la protecct6n d los bienes 
comunes. Reorganizar el concepto de transici:6n justa para incluir los tres pilares: (i} 
desarrollo del Sur del mundo; (ii) fa energia corno derecho y bien comun; (iii) trabajo 
digno, con liderazgo sindical. 
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Por estas razones, el Foro Sindical Panamazonico presenta sus propuestas y 
reivindicaciones: 

• Paz y desanne: no habra. una transici6n justa en contextos de guerra y 
autoritarismo. La defensa de la paz, la democracia y la soberania son una 
condici6n esencial para una agenda climatica justa e inclusiva. Reafirmamos la 
Amazonia corno zona de paz, libre de bases militares extranjeras y de cualquier 
forma de intervenci6n. Denunciamos la escalada de acciones de Estados Unidos 
contra Venezuela y Colombia - con operaciones rnilitares, amenazas y medidas 
coercitivas del Gobierno de Trump- que constituyen un grave afrenta a la 
soberania de los pueblos de la regi6n. Esta ofensìva imperialista amenaza la paz, 
agrava las tensiones geopoliticas y vtola los principios de autodeterminaci6n y 
soberania nacionaL El alto el fuego de todas las guenas, el fin del genocidio en 
Palestina y la derrota de todos los fascismos y supremacismos son el primer paso 
indispensable para una transici6n justa. Nos oponemos a toda logica de rearme y 
economia de guerra. 

• Un cambio radical de sistema: no podemos perseguir un crecimiento infinito en 
un planeta con recursos limitados y distribuidos de manera desigual. Muchos de 
los limites ecol6gicos ya se han superado. Es urgente una transformaci6n radical 
d I sistema dominante, a nivel politico, economico y social, que garantice la paz, la 
colaboraci6n, b ·enestar a nivei globaJ, superando todas las brechas - entre el norte 
y el sur g obal, de géne:ro y generacionales - , justicia social, distribuci6n equitativa 
de los recursos y la riqueza, protecci6n de los bienes comunes, garantia de 
servicios publicos de calidad y respeto de los derechos universales a nivei globaL 
Es necesario superar la supremacia de las reglas del mercado y los intereses de 
unos pocos en favor del bien comun, con un papel fuerte de los Estados en la 
economia y la participaci6n de Ias comunidades, los interlocutores sociales y la 
sociedad civil n la planificac'6n de las decisiones. 

• Participaci6n y gobernanza: deben activarse procesos participativos r ales, 
democraticos, vinculantes y respetuosos con los derechos colectivos. La transici6n 
carece de legitimidad social y corre el riesgo de convertirse en un proceso 
impuesto desde arriba, sin raices ni sostenibilidad en los territorios. Se necesita 
una consulta previa real,. libre e informada que también pueda cuestionar los 
planes y proyectos de reconversì6n y pr sentar propuestas alternativas. os 
trabajadores y las comunidades indigenas, hìst6ricamente excluidos de las 
decisiones macroecon6micas, deben ser sujetos activos del cambio y no simples 
beneficiarios pasivos de medidas disefiadas sin su participaci6n. 

• Inclusi6n: la crisis climatica no es neutra en términos de género, orientaci6n 
sexual, etnia, generaciones o personas con discapacidad. La transici6n justa debe 
incorporar de manera efectiva la dimensi6n laboral de los impactos climaticos 
sobre las muj res, las nifias y os cu rpos no normativos y margìnados. Deben 
reforzarse la p otecd6n so 'al, la formacion y 1- educaci6n y el sector asistendal 
corno elementos estratégicos de la transici6n justa, promovìendo la formalizaciém 
del trabajo informai y ampliando la protecci6n socia! universal, garantizando el 
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pleno empleo1 condiciones de trabajo dignas y la inclusi6n social para todos. En 
este contexto, pedimos la aprobaciém del GAP (Plan de Acd6n de Género) en la 
COP30. 

DESARROLLO DEL SUR GLOBAL 

• Lucha contra el colonialìsmo: los proyectos destinados a los mercados extranjeros, 
corno el hidr6geno, y los grandes proyectos de energias renovables, corno las centrales 
hidroeléctricas, los parques solares y e6licos, deben evaluarse a la luz de los ìmpactos 
ambientales y los beneficìos econ6micos para los territorios. No es aceptable que los 
territorios y las comunidades sigan sufriendo la devastaci6n ambientai y taritas mas 
elevadas por la energia que generan. La prioridad debe ser la vida, los derechos y el 
cuidado del territorio, dando prioridad al consumo intem.o y al bienestar de las 
comunidades locales y alejandola de la rentabilidad y la log·ca de la exportaci6n y la 
apropiaci6n de energia y materias primas energéticas. La consulta previa es un 
mecanismo de defensa que permite rechazar proyectos extractivos que ponen en riesgo 
el territorio, dando prioridad al futuro y a la protecci6n de lo que les han legado sus 
antepasados. 

• Finanzas climaticas: hace un ano, la COP29 estableci6 el objetivo de movilizar al menos 
300 000 millones de d6lares al a:fio para 2035 para los paises del sur global, con los paises 
del norte global a la vanguardia, y luego invito a alcanzar 1,3 billones de financiad6n 
anual con la «Hoja de ruta de Baku a Belém hacia 1,3 billones». Estos recursos no son 
suficientes y deben incrementarse, con compromisos que deben asumirse en la COP30, 
se necesìtan al menos 5 billones. Se necesita una financiaci6n reparadora con recursos 
adicionales, pùblicos, donaciones y no préstamos1 gestionados de forma transparente y 
participativa. Los compromisos deben traducirse en flujos financieros concretos, 
previsibles y accesibles para los pafses en situaciém de vulnerabilidad, reforzando los 
vinculos entre la financiacion climatica y sectores relacionados corno la biodiversidad, la 

degradaci6n d su lo y los sist mas alimentarios. 

LA ENERGIA COMO DERECHO Y BIEN COMUN 

• La energia como bien comun: debe garantizarse un acceso inclusivo a la energia. 
La gesti6n de las ìnfraestructuras y las instalaciones energéticas debe ser publica y 
estar orientada al bienestar colectivo y, en cualquier caso., sustraida a la logica del 
mercado y a la especulaci6n para la iijaci6n de precios. 

• Empresas estatales: las grandes empresas energéticas estatales deben asumir un 
papel de liderazgo para acelerar la eliminaci6n graduai d las fuentes f6siles y 
asumir un papel comunitario y estratégico, abandonando el enfoque de mercado, 
orientado a la rentabilidad y los beneficios. Deben actuar corno actores publicos al 
servicio del interés colectivo1 liderando proyectos de energia renovable, en dialogo 
con los territorios, dando prioridad al acceso equitativo y respetando los derechos 

sociales y medioambìentales. 

PLENO EMPLEO, TRABAJO DIGNO, LIDERAZGO SINDICAL 
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• Trabajo y justicia sodai: deben aplicarse politicas de transici6n justa para 
proteger el ernpleo, crear nuevos puestos de trabajo dignos, evitar la precariedad, 
garantizar la protecciém social universal y la reconversi6n profesional, evitar 
impactos sociales y aumentos de los precios de la energia y el transporte. Deben 
elirninarse las exclusiones hist6ricas que han marginado a las mujeres, los j6venes, 
los trabajadores informales y otras personas rnargmadas del acceso a puestos de 
trabajo de calidad en sectores estratégicos. La transici6n ecologica es una gran 
oportunidad para rnodernizar el sistema productivo, crear puestos de trabajo de 
calidad, garantizar la soberania energét:ica de los pa:ises y reducir los costes 
energéticos de forma inclusiva. Debe gestionarse con politicas pubhcas 
industriales, fonnaci6n técnica, inversiones, politicas fiscales y laborales, pero 
también con ìnversiones en infraestructuras y en la producci6n de energias 
renovables, la mejora del transporte publico colectivo y la movilidad sostenible, el 
apoyo a las intervenciones de eficiencia energética y la autoproducci6n a partir de 
fuentes renovables en el patrimonio inrnobiliario de las personas rnas vulnerables 
y en las zonas con rnayores dificultades econ6micas, asi corno a las ernpresas en 
dificultades. Los Estados, mediante procesos de gobernanza participativa, deben 
asumir el 1-derazgo de la transicion con la planificacion, la • nvestigaci6n publica 
para la innovaci6n tecnologica sostenìble, las inversiones directas y las ayudas 
especificas a las ernpresas, la creaci6n directa de puest:os de trabajo en sectores 
estratégicos para la descarbonizaci6n,. en los servicios pùblicos y en la protecci6n 
de los bienes comunes. El proceso también debe involucrar a los trabajadores a 
través de un dialogo tripartito con el Estado y las empresas, para promover 
medidas de transici6n JUsta, adecuadamente financiadas: creacion de nuevos 
puestos de trabajo, formacion t 'cnica, recualilicaci6n profesional, protecci6n 
social y defensa de los derechos. La planificacion y las decisiones de sustitucion 
economica y productiva deben tener corno protagonistas a los trabajadores y las 
cornunidades, no deben dejar a nadie atras y deben generar nuevas fuentes de 
ingresos y ernpleo, respetuosas con el medio ambiente y la salud, y garantizar el 
bienestar en los territ01ios que actualmente dependen de las actividades 
extractivas. 

• Relaciém entre el Estado y la comunidad: debe reconstruìrse garantizando 
condiciones de seguridad, democracia, participaci6n, acceso real a la energia 
lirnpia, fortalecimiento del tejido sociaL protecci6n del bien colectivo, implicaci6n 
de las autoridades territoriales, fos trabajadores y las comunidades. Querernos una 
profunda transformaci6n del rnodelo economico y del papel del Estado, asi corno 
de las r lacion s entre los territorios y 1 centro politico y economico del pais, que 
d fina un sist ma productivo sost nibl , la agroecologia y los conocimientos 
locales. 

• COP 30: la COP de la implementaci6n de la Transicion Justa - el Mecanismo 
de Accion de Belém (BAM) - El Foro Sindical Panamaz6nico invita a las Partes a 
hacer de la COP 30, la COP de la irnplernentaci6n de la Transici6n Justa. Pedimos, 
dentro del JTWP (Programa de Trabajo para una Transici6n Justa), la activaci6n 

de un 
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nuevo mecanismo multilateral para orientar todo el sistema intemacional haci.a 
transiciones centradas en las perso:nas a nivel local y nacional, en las que los 
trabajadores y las comunidades sean responsables de las decisiones que afectan a 
sus vidas y a sus medios de subsistencia. El BA.M: debe facilitar el acceso a 
la financiaci6n y el apoyo técnico; coordinar fos esfuerzos para una transici6n 
justa dentro y fuera de la CMNUCC; abordar las normas globales que 
obstaculizan una transici6n justa; construir una red global de puntos focales para 
el aprendizaje y la colaboraci6n compartidos; garantizar la representaci6n formal 
de los titulares de derechos y los gntpos vulnerables, la transferencia de 
te01ologia y los recursos basados en subvenciones (no en deuda) y 
posicionarse corno un polo de cooperaci6n. Basado en los principios de 
equidad y en las responsabilidades comunes pero diferenciadas y capacidades 
respectivas (CBDR-RC), el BAM situaria los derechos, la equidad, el apoyo y la 
inclusi6n en el centro de la cooperaci6n climatica. 
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1. INTRODUÇÃO

A discussão sobre a transição energética na Amazônia Brasileira exige uma 
abordagem ampla e integrada. Vale destacar que a análise da transição energética na 
Amazônia não pode se restringir apenas ao setor energético. As dinâmicas 
econômicas e sociais que caracterizam a região Norte do Brasil são igualmente 
determinantes para compreender os desafios e oportunidades desse processo. A 
economia da Amazônia Legal é marcada pela forte presença de setores extrativistas, 
como a mineração, a exploração florestal e a agricultura, atividades que, embora 
impulsionem o desenvolvimento regional, também geram impactos socioambientais 
significativos (Loureiro, 2012). Além disso, a elevada desigualdade social e os baixos 
índices de desenvolvimento humano evidenciam a necessidade de políticas que 
articulem a transição energética com a promoção de emprego, inclusão social e redução 
das desigualdades. 

A presença de grandes centros urbanos, como Manaus e Belém, convive com exten-
sas áreas rurais e comunidades tradicionais que enfrentam dificuldades no acesso a 
infraestrutura, saúde e educação. A elevada taxa de desemprego em alguns estados e 
a precarização das condições de trabalho no setor energético e em outras atividades 
econômicas reforçam a necessidade de um planejamento que considere o desenvolvi-
mento sustentável em sua totalidade (Becker,2010). Dessa forma, a transição energética 
na Amazônia precisa estar integrada a um modelo de desenvolvimento regional que leve 
em conta não apenas a diversificação da matriz energética, mas também a distribuição 
equitativa dos benefícios econômicos e sociais para toda a população. 

1.1. Procedimentos Metodológicos 

Este trabalho foi desenvolvido com base em uma abordagem metodológica quantitati-
va, fundamentada na análise de dados primários e secundários. O objetivo principal é 
caracterizar a matriz energética da Amazônia Legal e os padrões de emprego vincula-
dos às suas principais fontes de energia, especialmente a eletricidade e os combustíveis 
fósseis, com destaque para o petróleo e gás natural. 

A metodologia adotada privilegia o uso de dados estatísticos disponíveis em bases de 
dados públicas, reconhecidas nacionalmente por sua credibilidade e cobertura. As fon-
tes secundárias utilizadas na pesquisa incluíram: o Sistema de Informações de Geração 
da ANEEL (SIGA), os Balanços Energéticos Nacionais (BEN), os relatórios da Empresa 
de Pesquisa Energética (EPE) e da Agência Nacional do Petróleo, Gás Natural e Biocom- 
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bustíveis (ANP). Esses documentos forneceram informações sobre a capacidade instala-
da, produção, consumo e tipos de fontes energéticas utilizadas na Amazônia Legal. 

Complementarmente, foram utilizados dados da Relação Anual de Informações Sociais 
(RAIS), disponibilizadas pelo Ministério do Trabalho e Emprego, para analisar o perfil 
ocupacional dos trabalhadores empregados nas atividades econômicas ligadas ao setor 
energético. A RAIS foi a principal base para caracterização do emprego formal na região. 

Foram considerados os estados que integram a Amazônia Legal (Figura 1), conforme 
a definição institucional vigente, que inclui Acre, Amapá, Amazonas, Maranhão, Mato 
Grosso, Pará, Rondônia, Roraima e Tocantins. A escolha deste recorte regional justifi-
case pela relevância estratégica da região no fornecimento de energia ao país e pelas 
especificidades socioambientais que exigem um olhar territorializado. 

Figura 1 – Mapa de Localização da Amazônia Legal 

Fonte: IBGE (2022). 

A análise empírica da pesquisa teve como base os dados referentes ao ano de 2024, adotado como 

19 



recorte temporal único e atual da investigação. As atividades econômicas analisadas 
foram classificadas conforme a Classificação Nacional de Atividades Econômicas – CNAE 
2.0, em nível de subclasse. 

Quadro 1 - Classificação Nacional de Atividades Econômicas – CNAE 2.0, em nível de subclasse dos 
setores de energia, petróleo e mineração. 

Fonte: IBGE (2007). 
Elaboração: Elaborado pelo autor (2025). 

A análise do emprego concentrou-se nos vínculos formais ativos até 31 de dezembro de 
2024, extraídos da base RAIS (Relação Anual de Informações Sociais). Foram extraídos 
e tratados dados sobre tipo de contratação, sexo, cor/raça, faixa etária, nível de esco-
laridade, horas contratuais semanais, tempo de permanência no vínculo atual e faixa 
de remuneração mensal, possibilitando um diagnóstico detalhado das características do 
trabalho formal nesses setores. 

Além disso, a pesquisa também considerou informações sobre o mercado de trabalho 
informal, por meio da Pesquisa Nacional por Amostra de Domicílios Contínua 
Trimestral (PNADC/T), que permitiu complementar a análise com dados sobre 
ocupações fora do regime celetista, ampliando a compreensão das dinâmicas de 
trabalho nos setores energéticos da região. 
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Embora exista uma versão mais recente da Classificação Nacional de Atividades Econômi-
cas (CNAE 2.3), é importante destacar que a base RAIS ainda adota a versão CNAE 2.0. 
Dessa forma, todas as análises realizadas nesta pesquisa seguem essa classificação, uma 
vez que ainda não houve atualização da codificação na base de dados utilizada. 

2. CARACTERÍSTICAS GERAIS DA AMAZÔNIA BRASILEIRA

O bioma amazônico, que se estende por nove países da América do Sul, tem a maior 
parte de sua extensão localizada no Brasil. Reconhecendo sua relevância ambiental e 
política, o governo brasileiro criou, na década de 1950, uma delimitação geográfica de-
nominada Amazônia Legal. Esse recorte foi estabelecido com o objetivo de promover o 
desenvolvimento e a integração da região da bacia amazônica por meio de incentivos 
fiscais e políticas públicas específicas, conforme dados do Instituto Brasileiro de 
Geografia e Estatística (IBGE). 

A Amazônia Legal1 ocupa uma área de aproximadamente 5 milhões de quilômetros 
quadrados, o que equivale a 59% do território brasileiro, sua população foi estimada em 
aproximadamente 27,7 milhões de habitantes em 2023. Segundo o IBGE, essa região ad-
ministrativa abrange nove estados e 772 municípios, distribuídos da seguinte forma: Acre 
(22 municípios), Amapá (16), Amazonas (62), Mato Grosso (141), Pará (144), Rondônia 
(52), Roraima (15), Tocantins (139) e parte do Maranhão (181). Vale destacar que, no caso 
do Maranhão, apenas os municípios localizados a oeste do Meridiano 44º são 
considerados parte da Amazônia Legal. 

Em 2022 a Amazônia Legal concentrava, 51,25% da população indígena do Brasil, 
totalizando 867,9 mil pessoas (IBGE, 2022). Se considerar apenas os estados da Região 
Norte excluindo Maranhão e Mato Grosso, esse percentual chega a 44,48% do total 
nacional (753,3 mil indígenas), sendo o Amazonas o estado com maior número de 
indígenas, somando 490,9 mil. Além das terras indígenas, as grandes cidades também 
apresentavam significativa representatividade, com Manaus liderando em número de 
indígenas auto-declarados (71,7 mil), seguida por São Gabriel da Cachoeira (48,3 mil) e 
Tabatinga (34,5 mil). 

1 A Amazônia Legal para efeitos da lei Nº 5.173 DE 27.10.196, abrange a região compreendida pelos Estados do 
Acre, Pará e Amazonas, pelos Territórios Federais do Amapá, Roraima e Rondônia, e ainda pelas áreas do Estado de 
Mato Grosso a norte do paralelo 16º, do Estado de Goiás a norte do paralelo 13º e do Estado do Maranhão a oeste do 
meridiano de 44º 
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Em termos de biodiversidade, a região é de extrema importância, pois, além de abrigar 
a maior parte da Floresta Amazônica, inclui 37% do bioma Cerrado, 40% do Pantanal 
e pequenas porções de outras formações vegetais. Essa diversidade ecológica reforça o 
papel crucial da Amazônia não apenas para o Brasil, mas para o equilíbrio ambiental do 
planeta. 

O Índice de Desenvolvimento Humano (IDH) é uma métrica amplamente utilizada para 
avaliar e comparar o nível de desenvolvimento humano entre diferentes regiões. De 
acordo com o último relatório do Programa das Nações Unidas para o Desenvolvimento 
(PNUD), o IDH é calculado com base em três dimensões fundamentais: renda, acesso 
à educação e saúde de qualidade. Sua pontuação varia de 0 a 1, sendo que valores mais 
próximos de 1 indicam melhores condições de vida. Para facilitar a análise comparativa, 
o PNUD classifica os resultados em quatro categorias: muito alto (acima de 0,800), alto
(entre 0,700 e 0,799), médio (entre 0,500 e 0,699) e baixo (até 0,499).

No Brasil, alguns estados apresentam os maiores índices de desenvolvimento humano, 
refletindo avanços na qualidade de vida e infraestrutura. Conforme dados do Atlas Bra-
sil, o Distrito Federal lidera com um IDH de 0,814, seguido por São Paulo (0,806), Santa 
Catarina (0,792), Minas Gerais (0,774), Rio Grande do Sul (0,771) e Espírito Santo (0,771). 

Quantos aos estados que compõem os estados da região norte o Quadro 2, apresenta sua 
posição nacional e seus principais setores econômicos. 

Quadro 2 - IDH dos estados da Amazônia, 2022. 

Fonte: PNUD, 2024. 
Elaboração: Elaborado pelo autor (2025). 
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A comparação entre os estados da Amazônia Legal e aqueles com os maiores Índices 
de Desenvolvimento Humano (IDH) do Brasil revela profundas desigualdades regionais 
que refletem não apenas diferenças econômicas, mas também disparidades históricas 
na distribuição de investimentos e infraestrutura. Enquanto o Distrito Federal lidera o 
ranking nacional com um IDH de 0,814, seguido por estados como São Paulo (0,806) e 
Santa Catarina (0,792), estados da região Norte, como Amapá (0,688), Pará (0,690) e Ro-
raima (0,699), ocupam as últimas posições. Essa discrepância evidencia a concentração 
do desenvolvimento socioeconômico no Sul e Sudeste, em contraste com os desafios en-
frentados pelo Norte, onde predominam dificuldades no acesso à educação, saúde e in-
fraestrutura básica. 

Os estados com os maiores IDHs se beneficiam de economias diversificadas, elevados 
investimentos em tecnologia e infraestrutura e melhor distribuição de renda. São Pau-
lo, por exemplo, tem um setor industrial robusto, um mercado de serviços altamente 
desenvolvido e grandes centros de ensino e pesquisa. Em contrapartida, estados como 
Amazonas e Pará, apesar de possuírem setores estratégicos – como a Zona Franca de 
Manaus e a mineração em Carajás – não conseguem converter essa riqueza em melhoria 
significativa da qualidade de vida da população. Para Maciel, Piza e Penoff (2009), uma 
das características do Brasil é a desigualdade econômica, que se manifesta tanto entre 
as pessoas quanto entre as diferentes regiões do país. Sob uma ótica regional, observa-se 
uma concentração significativa da produção e da geração de renda nas regiões Sul e 
Sudeste, enquanto as regiões Norte e Nordeste apresentam índices mais elevados de 
pobre-za. Para reduzir essa disparidade, é essencial que políticas públicas promovam 
maior equilíbrio na distribuição de investimentos, incentivem a diversificação 
econômica e ga-rantam infraestrutura e serviços básicos adequados à população da 
Amazônia, permitin-do que esses estados alcancem um desenvolvimento mais 
sustentável e inclusivo. 

2.1. O trabalho na Amazônia Legal 

A Figura 2 retrata a distribuição da força de trabalho no Brasil e na Amazônia Legal, 
destacando os contingentes de pessoas ocupadas e desocupadas no 4º trimestre de 2024. 
No cenário nacional, o total de pessoas na força de trabalho foi de 110,64 milhões, das 
quais 103,82 milhões estavam ocupadas e 6,82 milhões estavam desocupadas. Na 
Amazônia Legal, o total foi de 13,97 milhões de pessoas na força de trabalho, sendo 
13,10 milhões ocupadas e 870 mil desocupadas. Isso significa que a Amazônia 
representa 12,6% da força de trabalho nacional, o que está próximo da sua proporção 
populacional. 
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Figura 2 – Total de pessoas na força de trabalho, ocupadas e desocupadas no 
Brasil e Amazônia Legal (4º Trimestre de 2024 – Mil pessoas) 

Fonte: PNADCT/IBGE (2025) – elaboração própria 

A Tabela 1 aprofunda a análise ao revelar a realidade do trabalho informal nos estados da 
Amazônia Legal. A taxa média de informalidade da região é de 47,7%, valor expressiva-
mente superior à taxa nacional de 38,6%. Isso significa que, de cada 10 trabalhadores na 
Amazônia Legal, quase 5 estão na informalidade, ou seja, sem acesso a direitos trabalhis-
tas, previdência ou estabilidade no emprego. A informalidade afeta 6.245.415 pessoas na 
Amazônia Legal, contra 40.051.958 no Brasil. 

Entre os estados da Amazônia Legal, os com maiores taxas de informalidade são o Pará 
(57,6%) e o Maranhão (56,8%), ambos superando em quase 20 pontos percentuais a média 
brasileira. O Pará, com quase 4 milhões de pessoas ocupadas, tem aproximadamente 2,3 
milhões de informais — um número alarmante que evidencia a precarização do trabalho 
mesmo nos centros mais populosos da região. O Amazonas também se destaca negativa-
mente, com 52,1% de informalidade. 

Em contraste, o estado com a menor taxa de informalidade da região é o Mato Grosso, 
com 34,8%, inferior inclusive à média brasileira. Esse dado revela um padrão específico: 
Mato Grosso, cuja economia está fortemente vinculada ao agronegócio industrializado, 
parece gerar mais empregos formais em comparação aos estados com economias mais 
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populares ou extrativistas. Isso evidencia a heterogeneidade econômica da região e mos-
tra como o tipo de atividade produtiva influencia diretamente nas condições de trabalho. 

A informalidade da Amazônia Legal representa cerca de 15,6% de todos os 
trabalhadores informais do Brasil. Tratase de um número elevado quando se 
considera que a região responde por apenas 12,6% da população ocupada. Isso 
demonstra como a informalidade é desproporcionalmente maior na Amazônia e 
reforça a necessidade de políticas públicas urgentes voltadas à formalização do 
trabalho, com incentivos à legalização de pequenos empreendimentos, fortalecimento 
do microempreendedorismo e ampliação do acesso a benefícios sociais. 

Tabela 1 – Taxa de informalidade em relação ao número de pessoas ocupadas no Brasil e 
Estados da Amazônia Legal - (4º Trimestre de 2024) 

Fonte: PNADC/IBGE (2025). 
Elaboração: Elaborado pelo autor (2025). 

Em relação ao desemprego, o Quadro 3 incorpora a taxa de desemprego e o tempo de 
procura por trabalho, aspecto fundamental para avaliar a profundidade do problema. 
A taxa de desemprego na Amazônia Legal foi de 6,2%, igual à nacional, mas os 870 mil 
desocupados representam 12,7% do total de desempregados do país, o que está acima 
da média proporcional da força de trabalho da região (12,6%). Esse pequeno desvio já 
indica uma leve sobrecarga do desemprego na Amazônia. 

Quando se analisa o tempo de procura por emprego, os dados revelam que 639 mil pes-
soas na Amazônia Legal estavam desocupadas há menos de um ano, sendo 227 mil há 
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menos de 1 mês e 412 mil entre 1 mês e menos de 1 ano. Por outro lado, 231 mil estavam 
procurando emprego há mais de um ano: 77 mil entre 1 e 2 anos, e 154 mil há 2 anos 
ou mais. Isso significa que cerca de 26,5% dos desempregados da região estão em situ-
ação de desemprego prolongado, condição que agrava a vulnerabilidade social desses 
indivíduos. 

O estado com a maior taxa de desemprego da Amazônia Legal é o Amapá (8,7%), seguido 
do Amazonas (8,3%) e Pará (7,2%), todos com taxas superiores à média nacional. Esses 
estados também concentram o maior número de pessoas com mais de um ano de busca 
por emprego, revelando a dificuldade de reinserção no mercado de trabalho. Já os meno-
res índices estão em Mato Grosso (2,5%) e Rondônia (2,7%), confirmando o padrão de 
inserção produtiva mais formalizado e estável nesses territórios. 

A análise do tempo de procura revela ainda uma fragilidade do dinamismo do merca-
do de trabalho da região, que não consegue absorver rapidamente os trabalhadores dis-
poníveis. Os altos percentuais de desemprego prolongado indicam não apenas um mer-
cado restrito, mas também uma carência de políticas públicas de intermediação de mão 
de obra, capacitação e apoio à empregabilidade. 

Quadro 3 – Taxa de desemprego e pessoas desocupadas em 2022. 

Fonte: PNADCT/IBGE (2025) 
Elaboração: Elaborado pelo autor (2025). 
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3. DIAGNÓSTICO DA MATRIZ ENERGÉTICA NO BRASIL E AMAZÔNIA

3.1. A Matriz Energética Brasileira 

O Brasil possui uma abundância de recursos naturais, fator determinante para a diversi-
ficação de sua matriz energética. No contexto brasileiro, essa matriz é caracterizada por 
uma predominância de fontes renováveis, como energia hidrelétrica, biomassa, eólica e 
solar, embora ainda inclua fontes não renováveis, como petróleo e gás natural. Essa di-
versificação confere ao Brasil um perfil energético singular, alinhado com as tendências 
globais de transição para uma economia de baixo carbono. 

O Brasil, detentor de uma das matrizes energéticas mais limpas do mundo, possui a opor-
tunidade de converter sua expertise no uso de energias renováveis em uma vantagem 
econômica significativa. No contexto global atual, que enfatiza a redução das emissões 
de gases de efeito estufa (GEE), a experiência brasileira na produção e utilização de bio-
combustíveis, bem como na gestão eficiente do suprimento energético, configura-se 
como um diferencial competitivo que pode ser monetizado em prol do desenvolvimento 
do país. 

O setor energético brasileiro conta com uma base industrial consolidada voltada para 
a geração hidrelétrica e a produção de biocombustíveis, além de um setor eólico em 
expansão. No entanto, conforme relatório da International Renewable Energy Agency 
(IRENA, 2024), o Brasil é um importador líquido de produtos e serviços relacionados 
à energia renovável. Em 2022, as importações superaram em mais do que o dobro as 
exportações, sendo os painéis solares os itens mais importados, enquanto os biocom-
bustíveis representaram a maior parcela das exportações. 

Em termos de capacidade instalada, a energia hidrelétrica permanece como a principal 
fonte renovável do país, embora demonstre menor dinamismo em relação às indústrias 
solar e eólica. Ademais, o setor hidrelétrico demanda uma quantidade reduzida de mão 
de obra em comparação ao segmento de bioenergia. 

Por outro lado, o setor de biocombustíveis se destaca como o principal gerador de em-
pregos no âmbito das energias renováveis. O Brasil ocupa a terceira posição no rank-
ing mundial de produção de biodiesel, ficando atrás apenas da Indonésia e dos Estados 
Unidos. A produção nacional atingiu 7,54 bilhões de litros em 2023, representando um 
aumento expressivo em relação aos 6,42 bilhões de litros registrados em 2022. Desde 
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2014, a capacidade de refino tem crescido continuamente, tendo praticamente dobrado 
na última década (IRENA, 2024). 

Em relação uso e destinação da energia elétrica, embora a cobertura urbana ultrapasse 
os 99% em quase todas as regiões do país, a realidade rural é distinta (Figura 3). No Norte 
do país, cerca de 20% da população rural ainda não possui acesso regular à eletricidade, 
revelando uma importante desigualdade territorial. Isso compromete direitos básicos 
como educação, saúde, segurança alimentar e participação cidadã. 

Os dados do Balanço Energético Nacional 2024 revelam que o Brasil apresenta uma média 
nacional de cobertura energética rural superior a 90%. No entanto, na Região Norte, 
essa média fica abaixo da média nacional, refletindo os desafios logísticos, ambientais e 
políticos da universalização em áreas de floresta densa e baixa densidade populacional. 

Figura 3 - Cobertura de Energia Elétrica no Brasil por Região (2023) 

Fonte: (EPE, 2024). 
Elaboração: Elaborado pelo autor (2025). 

A conectividade ao Sistema Interligado Nacional (SIN) ainda não é plena na região Norte. 
Estados como Roraima permanecem parcialmente isolados da rede nacional, dependen-
do de geração local baseada, em muitos casos, em combustíveis fósseis, o que eleva os 
custos e compromete a sustentabilidade ambiental. A dificuldade de cobertura em áreas 
isoladas tem impulsionado soluções alternativas, como os sistemas solares fotovoltaicos. 
No entanto, tais soluções ainda enfrentam limitações técnicas, financiamento restrito e, 
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muitas vezes, não recebem apoio técnico continuado. 

Por outro lado, há avanços relevantes em alguns municípios amazônicos com o apoio 
de cooperações internacionais e programas federais de transição energética. Iniciativas 
como o projeto ‘Mais Luz para a Amazônia’1 visam ampliar o acesso limpo e sustentável 
para comunidades remotas. 

É essencial, contudo, que essas iniciativas estejam integradas a estratégias de desenvolvi-
mento regional, respeitando as especificidades socioculturais da região e promovendo 
uma governança energética participativa. 

O Brasil enfrenta desafios e oportunidades relacionados à sua matriz energética. A di-
versificação das fontes de energia é fundamental para garantir a segurança energética 
e reduzir a dependência de fontes não renováveis. A expansão das energias renováveis, 
em particular as fontes eólica e solar, desempenha um papel crucial na mitigação das 
emissões de GEE e no enfrentamento das mudanças climáticas. 

Por fim, um dos desafios a ser vencido é a ampliação do acesso à energia em regiões re-
motas e comunidades isoladas, onde a extensão da rede elétrica convencional pode ser 
inviável ou excessivamente onerosa. Nesse contexto, soluções descentralizadas, como 
sistemas de energia solar off-grid, emergem como alternativas eficientes e sustentáveis 
para atender à demanda dessas populações. Dado seu vasto potencial em fontes 
renováveis, o Brasil está bem-posicionado para liderar essa transição e consolidar sua 
matriz energética como um ativo econômico e ambientalmente sustentável. 

3.2. A Matriz Energética da Amazônia e o Papel da Transição 
Sustentável 

A matriz energética brasileira em 2024 reflete a complexidade e a diversidade de um 
país continental, com realidades distintas entre a Amazônia Legal e o resto do Brasil. Os 
dados em anexo (anexo 1) mostram a capacidade instalada, a participação das fontes de 
energia no Brasil e Amazônia e revela padrões interessantes, desafios e oportunidades 
para o setor energético nacional. 

A Amazônia Legal, região que abrange nove estados da região norte do Brasil, desem- 
1 O projeto Mais Luz para a Amazônia (MLA) é uma iniciativa do governo federal brasileiro, instituída em 
2020 por meio do Decreto nº 10.221/2020, com o objetivo principal de levar energia elétrica limpa e ren-
ovável a comunidades isoladas da região amazônica, que vivem fora do sistema elétrico nacional. 
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penha um papel significativo no cenário energético nacional. Com 13% da população 
brasileira e 11% das unidades consumidoras, a região possui uma capacidade instalada 
de 49.286 MW, representando 21% do total do país. Essa capacidade reflete a importância 
estratégica da Amazônia Legal na geração de energia, especialmente considerando seus 
vastos recursos naturais e potencial hidrelétrico (Dutra e Romeiro, 2024). 

O estado do Pará destaca-se como um dos principais contribuintes para essa capacidade, 
com 24.154 MW instalados. Essa expressiva capacidade de geração é crucial para atender 
não apenas à demanda local, mas também para contribuir com o sistema energético 
nacional. Em 2023, a geração de energia na Amazônia Legal atingiu 149.565 GWh, cor-
respondendo a 21% do total gerado no Brasil. Esse volume de geração é essencial para 
sustentar o desenvolvimento econômico e social da região, que enfrenta desafios únicos 
devido à sua extensão territorial e à dispersão populacional (Dutra e Romeiro, 2024). 

No entanto, o consumo de energia na Amazônia Legal também apresenta 
particularidades. O consumo total da região em 2023 foi de 62.768 GWh, 
representando 12% do consumo nacional. O consumo médio residencial na região é 
de 196 kWh/mês, 16% su-perior à média nacional de 168 kWh/mês (Anexo 1). Esse 
dado pode refletir tanto as ne-cessidades específicas da população local, que vive em 
um clima predominantemente tropical, quanto a influência de fatores como a maior 
dependência de eletrodomésticos para refrigeração e outras atividades cotidianas. 

Quando comparada ao resto do Brasil, a Amazônia Legal apresenta diferenças marcantes. 
Enquanto a região concentra 13% da população e 11% das unidades consumidoras, o res-
to do país responde por 87% da população e 89% das unidades consumidoras. A capaci-
dade instalada no resto do Brasil é de 181.763 MW, representando 79% do total nacional. 
Essa disparidade evidencia a concentração de infraestrutura energética nas regiões mais 
desenvolvidas do país, ao mesmo tempo em que ressalta o potencial de crescimento e 
investimento na Amazônia Legal (Dutra e Romeiro, 2024). 

Alguns estados da região apresentam variações percentuais significativas em seus indi-
cadores energéticos. Por exemplo, o Amazonas registrou um aumento de 25% no con-
sumo médio residencial em 2023, enquanto o Acre apresentou uma queda de 43% no 
consumo total anual (Anexo 1). Essas variações podem estar relacionadas a fatores como 
mudanças nos hábitos de consumo, eficiência energética ou até mesmo questões socio-
econômicas locais (Dutra e Romeiro, 2024). 

A Amazônia possui grande relevância para o setor energético brasileiro, tanto pela sua 
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capacidade de geração quanto pelo seu consumo. A região possui um potencial 
significativo para expandir sua infraestrutura energética, contribuindo para o 
desenvolvimento sustentável e para a redução das desigualdades regionais. No entanto, 
é fundamental que os investimentos em energia na região sejam acompanhados de 
políticas públicas que promovam a eficiência energética, a conservação ambiental e o 
acesso equitativo à en-ergia para todas as comunidades. Dessa forma, a região poderá 
consolidar-se como um pilar estratégico para a segurança energética do Brasil, ao 
mesmo tempo em que preser-va seu patrimônio natural e cultural. O anexo apresenta 
o total de energia produzida e consumida na Amazônia Legal e no Brasil.

A região concentra grandes projetos, como a Usina Hidrelétrica de Belo Monte, no Pará, 
exemplificam o potencial da região para a geração de energia limpa e renovável. No en-
tanto, essa dependência de uma única fonte também traz vulnerabilidades. A geração 
hídrica está sujeita a variações climáticas, como secas prolongadas, que podem com-
prometer a produção de energia e afetar a segurança energética da região. Além disso, 
a concentração em uma única fonte limita a diversificação da matriz energética, o que 
poderia trazer maior resiliência e sustentabilidade a longo prazo. 

Enquanto a Amazônia depende majoritariamente da energia hídrica, o resto do Brasil 
apresenta uma matriz energética mais diversificada. segundo a Empresa de Pesquisa 
Energética (EPE), os maiores potenciais de ventos estão no Norte do Nordeste, com 
alta velocidade, estabilidade e unidirecionalidade. De maio/2021 a abril/2022, o fator 
de ca-pacidade médio das usinas eólicas foi de 39,8% no Nordeste e 33,8% no Sul. O 
Brasil tem capacidade de produzir 22.000 MW de energia eólica, sendo o Nordeste 
responsável por mais de 90% (20.000 MW). Há 828 parques eólicos no país, com 725 
no Nordeste. Nos últimos 12 meses, Bahia, Rio Grande do Norte, Piauí e Ceará 
geraram cerca de 84% da energia eólica nacional (Empresa de Pesquisa Energética – 
EPE, 2024). 

De acordo com o EPE (2024), além das renováveis, o resto do Brasil ainda mantém 
uma participação relevante de fontes fósseis, como carvão, petróleo e gás natural, 
principal-mente em termelétricas. Essa dependência de combustíveis fósseis, embora 
necessária para garantir a estabilidade do sistema em momentos de escassez de 
energia renovável, representa um desafio em termos de emissões de gases de efeito 
estufa e sustentabili-dade ambiental. 

No resto do Brasil, a infraestrutura mais desenvolvida e os incentivos governamentais 
têm impulsionado a adoção de sistemas fotovoltaicos residenciais e comerciais. Na 
Amazônia, a geração distribuída pode ser uma solução viável para comunidades 
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isoladas, onde a extensão da rede elétrica convencional é limitada ou inviável. Essa 
tendência não apenas promove a descentralização da geração de energia, mas também 
empodera os consumidores, reduzindo custos e aumentando a eficiência energética 
(Figura 4). 

Figura 4 - Capacidade instalada no Brasil e na Amazônia Legal em 2024 

Fonte: Dutra e Romeiro (2024) 

A matriz elétrica da Amazônia em 2024 revela uma capacidade instalada total de 49.286 
MW, com a geração centralizada respondendo por 45.099 MW (93%) e a geração dis-
tribuída por 4.187 MW (8%) (Tabela 2). A energia hídrica é a principal fonte, com 37.227 
MW (76% do total), destacando-se no Pará, que sozinho contribui com 22.787 MW de 
hidrelétricas. A energia fóssil, com 6.648 MW (13%), tem maior relevância em estados 
como Amazonas e Roraima, enquanto a biomassa, com 1.155 MW (2%), é mais expres-
siva no Mato Grosso. A energia solar ainda é incipiente, com apenas 68 MW (0,1%). 
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A geração distribuída, embora modesta, é significativa em estados como Mato Grosso 
(1.747 MW, 42% do total distribuído) e Maranhão (501 MW, 12%), indicando um potencial 
para expansão de sistemas descentralizados. Esses valores evidenciam a predominância 
da geração centralizada e da energia hídrica, mas também apontam para oportunidades 
de diversificação e crescimento das fontes renováveis e da geração distribuída na região. 

A matriz da região é dominada pela energia hídrica, especialmente no Pará, que concen-
tra quase metade da capacidade instalada da região. No entanto, há uma diversificação 
significativa em estados como Mato Grosso, onde a biomassa e a geração distribuída têm 
participação relevante. A energia fóssil ainda é importante em estados como Amazonas 
e Roraima, refletindo desafios de infraestrutura e acesso a recursos renováveis. 

Tabela 2 - Matriz Elétrica na Amazônia Legal por Estado - 2024 

Fonte: Dutra e Romeiro (2024) 

A Amazônia desempenha um papel fundamental na geração de eletricidade no Bra-
sil, com forte predominância das hidrelétricas. Em 2024, conforme dados da ANEEL e 
do FGV CERI, as usinas hidrelétricas correspondem a 64% da capacidade instalada na 
região, destacando-se como a principal fonte de energia. Entretanto, a diversificação do 
parque gerador tem ganhado espaço, com 36% da produção advinda de outras fontes. 

Entre as maiores hidrelétricas estão a Usina Hidrelétrica de Belo Monte (PA) lidera com 
uma capacidade de 11,2 GW, representando 23% da geração regional. Tucuruí, também 
no Pará, segue como a segunda maior com 8,5 GW (17%). Rondônia se destaca com as 
usinas de Jirau (3,8 GW, 8%) e Santo Antônio (3,6 GW, 7%), reforçando a relevância da 
região Norte na produção de energia hidrelétrica (Tabela 3). 
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Tabela 3 - Maiores Hidrelétricas na Amazônia Legal - 2024 

Fonte: Dutra e Romeiro (2024) 

Em termos de destinação, a energia elétrica gerada na Região Amazônica tem como 
o maior consumidor, o setor industrial, representando mais da metade do total
consumido (Figura 5). Em segundo plano aparecem os setores residencial, comercial,
rural e outros. Essa configuração reflete o perfil econômico regional, com forte
presença de in-dústrias extrativas e de transformação de grande porte. O setor
industrial, que consome cerca de 54,6% da energia da região, inclui atividades como
mineração de bauxita, ferro, manganês e produção de alumínio, além de indústrias de
celulose e petroquímica. Essas atividades exigem elevada demanda energética e são,
muitas vezes, subsidiadas em detrimento de usos sociais da energia.

O setor residencial, embora numericamente expressivo em número de unidades 
consumidoras, consome apenas 18,2% da energia. Isso se deve à limitação de poder 
aquisitivo das famílias e ao uso de equipamentos de baixa potência. Em muitas 
comunidades amazônicas, a energia elétrica é usada exclusivamente para iluminação e 
refrigeração. 

A agricultura e a pecuária consomem uma fração relativamente pequena da energia 
elétrica (6,7%). Isso se deve, em parte, ao baixo índice de mecanização e à 
predominância da agricultura familiar. Contudo, o acesso energético adequado poderia 
potencializar 
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a produção agrícola e a conservação de alimentos em comunidades rurais. 

O setor comercial participa com 9,3% do consumo energético, e sua demanda varia con-
forme o porte das cidades. Em municípios maiores como Santarém, Manaus e Marabá, 
o comércio tem papel importante na dinâmica econômica e no consumo energético re-
gional.

Há também um percentual destinado ao transporte, especialmente nos grandes centros 
urbanos da Amazônia, embora esse setor ainda dependa predominantemente de com-
bustíveis fósseis. As perspectivas de eletrificação da frota ainda são tímidas na região, 
devido à falta de infraestrutura de recarga e aos altos custos de veículos elétricos. 

Figura 5 - Consumo de Energia por Setor na Região Norte (2023) 

Fonte: (EPE, 2024). 

A dependência de usinas hidrelétricas de grande porte, embora eficiente para a pro-
dução de energia em larga escala, levanta desafios ambientais e sociais. A construção de 
barragens pode causar impactos significativos, como o deslocamento de comunidades 
ribeirinhas, alterações nos ecossistemas e perda de biodiversidade. Dessa forma, a am-
pliação de fontes renováveis, como solar e biomassa, pode contribuir para um sistema 
energético mais sustentável e resiliente (Figura 6). 

35 



Somadas, essas hidrelétricas representam um total de 31,6 GW de potência instalada, o 
que corresponde a 64% da capacidade total analisada. Esse percentual indica a elevada 
dependência do Brasil em relação à energia gerada na Amazônia, evidenciando a neces-
sidade de considerar os desafios ambientais, sociais e climáticos associados à construção 
e operação dessas usinas. 

Além da importância energética, o desenvolvimento dessas hidrelétricas gerou impactos 
significativos para as populações locais, especialmente povos indígenas e comunidades 
ribeirinhas. O alagamento de extensas áreas, a perda de biodiversidade e a alteração dos 
ciclos hidrológicos são questões críticas que precisam ser continuamente monitoradas 
e mitigadas. 

Portanto, a análise desses dados reforça a necessidade de um planejamento energéti-
co sustentável, que busque equilibrar a produção de eletricidade com a conservação 
ambiental e a proteção dos direitos das populações tradicionais. O futuro da geração 
hidrelétrica na Amazônia deve considerar alternativas complementares, como fontes 
renováveis diversificadas, para reduzir os impactos negativos e garantir a segurança 
energética do país. 

Figura 6 - Parque Gerador Complementar da Amazônia Legal - 2024 
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Fonte: Dutra e Romeiro (2024) 

3.3. Extração de Petróleo na Amazônia 

A exploração de petróleo e gás natural no Brasil é um tema que envolve aspectos econômi-
cos, ambientais e sociais. O avanço das atividades petrolíferas em regiões sensíveis, como 
a Amazônia iniciam em 1986, no Estado do Amazonas com a construção do Polo Urucu. 
Em 2023 a Petrobras solicitou autorização do IBAMA para extração do petróleo na foz 
do rio Amazonas, contudo, foi negado devido aos impactos ambientais que serão gera-
dos, levantando um dilema entre o crescimento econômico e a preservação ambiental. 
Enquanto os investimentos prometem gerar energia e riquezas para o país, os impactos 
ecológicos podem ser irreversíveis. Este texto busca analisar criticamente essa questão, 
discutindo as principais iniciativas da Petrobras, as contestações ambientais e as pos-
síveis consequências para o futuro. 

O Polo Urucu, localizado na Bacia de Solimões, em Coari, Amazonas, é a maior reserva 
provada terrestre de petróleo e gás natural do Brasil. Com uma área de aproximada-
mente 350 quilômetros quadrados e distante 650 quilômetros de Manaus, esse polo de-
sempenha um papel crucial na produção energética nacional. No primeiro trimestre de 
2020, a produção média mensal alcançou 106.353 barris de óleo equivalente por dia. Essa 
exploração consolidou-se como um importante ativo econômico. 

Além das reservas terrestres, a Petrobras busca expandir suas atividades em novas fron-
teiras exploratórias, como a Margem Equatorial. Essa região, que se estende do Amapá 
ao Rio Grande do Norte (Figura 6), é considerada estratégica para a produção de petróleo 
em águas profundas e ultraprofundas. O Plano Estratégico 2050 e o Plano de Negócios 
2025-2029 preveem um investimento de US$ 3 bilhões na Margem Equatorial nos próxi-
mos cinco anos, incluindo a perfuração de 15 poços. Os defensores desse projeto argu-
mentam que a exploração trará segurança energética ao país, com investimentos em 
tecnologias que garantam segurança operacional e respeito ao meio ambiente (Figura 7). 
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Figura 7 – Margem equatorial da foz do Rio Amazonas 

Fonte: Petrobras, 2024. 

Contudo, a expansão da exploração petrolífera na Margem Equatorial e, em especial, na 
Bacia da Foz do Amazonas gera preocupações quanto aos seus potenciais impactos so-
ciais e ambientais. A análise do Ibama classificou o grau de impacto ambiental do bloco 
59 como o mais alto possível, atingindo o índice máximo de 0,5% em todos os critérios 
avaliados. Entre os 18 impactos negativos identificados, quatro foram considerados de 
alta magnitude, incluindo alterações no comportamento de mamíferos aquáticos e tar-
tarugas. Mesmo diante dessas evidências, a Petrobras recorreu da decisão de negação da 
licença ambiental e conta com o apoio do governo federal para viabilizar o projeto. 

Os riscos ambientais da exploração nos blocos concedidos na Bacia da Foz do Amazo-
nas são substanciais. Segundo dados do Atlas do Manguezais do Brasil (ICMBio, 2018), a 
Costa Amazônica abriga 80% dos manguezais do Brasil, ecossistemas fundamentais para 
a biodiversidade e para a estabilidade climática. Os recifes de corais da região servem 
de habitat para mais de 90 espécies de peixes que sustentam a economia pesqueira lo-
cal. Além disso, esses ecossistemas desempenham um papel crucial no balanço de gás 
carbônico, contribuindo para a mitigação do aquecimento global. A destruição desses 
habitats pode gerar consequências irreversíveis, comprometendo a sustentabilidade am-
biental e afetando as populações tradicionais que dependem desses recursos naturais. 
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Os povos indígenas e as comunidades tradicionais que habitam a região da Foz do Amazo-
nas têm se posicionado de forma crítica em relação à proposta de exploração petrolífera 
na área. Suas manifestações refletem preocupações legítimas quanto à ameaça aos mei-
os de subsistência, à possível contaminação das águas e à intensificação das mudanças 
climáticas, considerando que o petróleo é uma das principais fontes de emissão de gases 
de efeito estufa. A exploração na região pode impactar diretamente diversas comuni-
dades indígenas no estado do Amapá, entre elas os povos Karipuna, Palikur-Arukway-
ene, Galibi Marworno e Galibi Kali’na (Machado, 2024). 

Esses grupos habitam três Terras Indígenas (TIs) demarcadas e homologadas Uaçá, 
Juminã e Galibi que, juntas, abrigam cerca de 13 mil indígenas distribuídos em 56 co-
munidades, ocupando uma área contínua de aproximadamente 518.454 hectares. Com 
culturas, línguas e tradições próprias, esses povos mantêm, historicamente, uma estre-
ita relação com os ecossistemas fluviais e marinhos, dos quais dependem para práticas 
como a pesca e outras atividades de subsistência. Dessa forma, eventuais impactos am-
bientais decorrentes da exploração petrolífera, como vazamentos de óleo, representam 
ameaças diretas a seus territórios, modos de vida e direitos. Cabe destacar que essas co-
munidades já enfrentam pressões significativas, como a mineração ilegal e a degradação 
ambiental, sendo que a introdução da indústria petrolífera pode agravar ainda mais esse 
cenário de vulnerabilidade socioambiental (Machado, 2024). 

Diante desse cenário, o avanço da exploração petrolífera na Amazônia deve ser debati-
do de forma crítica e embasada. Se por um lado o petróleo é essencial para a economia 
brasileira, por outro, os custos ambientais podem superar os benefícios financeiros a 
longo prazo. A busca por soluções energéticas mais sustentáveis deve ser 
prioridade, considerando alternativas que minimizem os impactos sobre o meio 
ambiente e garantam um desenvolvimento equilibrado. A decisão sobre o futuro da 
exploração na região deve levar em conta não apenas os interesses econômicos, mas 
também os comprom-issos ambientais e sociais do Brasil. Muitos países já estão 
investindo fortemente em energias renováveis para reduzir sua dependência de 
combustíveis fósseis. O Brasil, com seu enorme potencial solar, eólico e de biomassa, 
pode se tornar um líder global na transição energética, atraindo investimentos e 
fortalecendo sua economia. Portanto, diante da urgência ambiental e das vantagens 
econômicas, apostar em energias renováveis não é apenas uma necessidade, mas uma 
estratégia inteligente para um futuro mais sustentável e competitivo. 
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3.4. Atores do Setor Energético na Região Norte 

3.4.1. Hidrelétricas 

A região amazônica desempenha um papel crucial na matriz energética brasileira, 
abrigando algumas das maiores usinas hidrelétricas do país. Essas usinas são essenciais 
para a geração de energia renovável, aproveitando o potencial hídrico da região para 
suprir grande parte da demanda nacional. Entre as que controlam a matriz energética 
na Amazônia, destacam-se a Eletronorte, a Santo Antônio Energia e a Norte Energia, 
cada uma com características e desempenhos distintos. 

A Eletronorte, subsidiária da Eletrobras, empresa estatal recém-privatizada, 
é responsável por uma parcela significativa da geração e transmissão de energia 
elétrica na Região Norte. Conforme dados da Eletrobras (2024), a empresa 
detém aproximadamente 22% da capacidade instalada de geração de energia elétrica 
do país, com cerca de 97% dessa capacidade proveniente de fontes com baixa 
emissão de gases de efeito estufa. Além disso, a Eletronorte desempenha um 
papel estratégico na integração energética da Amazônia ao Sistema 
Interligado Nacional (SIN), operando extensas linhas de trans-missão que conectam 
áreas remotas aos principais centros consumidores. A Santo Antônio Energia1 é 
responsável pela operação da Usina Hidrelétrica Santo Antô-nio, localizada no Rio 
Madeira, em Rondônia. Com capacidade instalada de 3.568,3 MW, a usina é uma 
das maiores do país. Segundo Reuters (2024), em 2024, a usina demonstrou 
resiliência ao manter uma disponibilidade média de 487 MW durante o 
período seco, mesmo enfrentando desafios hídricos significativos. 
Adicionalmente, em fevereiro de 2025, a usina atingiu um recorde de geração 
instantânea de 3.564 MW, evidenciando sua capacidade operacional (REUTERS, 
2024). Esses resultados refletem investimentos contínuos em manutenção e 
inovação tecnológica, visando otimizar a eficiência e a sustentabilidade da operação. 

A Norte Energia2 é a concessionária privada responsável pela Usina Hidrelétrica de Belo 
1 A Santo Antônio Energia S.A trata-se de uma sociedade anônima de capital fechado, cuja propriedade 
está dividida entre diversos acionistas, sendo que a Madeira Energia S.A. (MESA) detém sua totalidade 
acionária. A MESA, por sua vez, é composta por diferentes empresas, entre elas a Centrais Elétricas Bra-
sileiras S.A. – Eletrobras, por meio de sua participação direta. 
2 A Norte Energia S.A. é a concessionária privada responsável pela Usina Hidrelétrica Belo Monte, considerada a 
quinta maior hidrelétrica do mundo e a maior de capital inteiramente brasileiro. A composição acionária da empresa, 
conforme dados de 2020, inclui principalmente a Eletronorte (19,98%), Eletrobrás (15%), Chesf (15%), os fundos de 
pensão Petros (10%) e Funcef (10%), além da Belo Monte Participações S.A. (10%). 
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Monte, situada no Rio Xingu, no Pará. Com capacidade instalada de 11.233,1 MW, Belo 
Monte é a maior hidrelétrica 100% brasileira e a quinta maior do mundo. No primeiro 
semestre de 2024, a usina gerou 20.414 GWh, representando 6% de toda a energia con-
sumida no país, mesmo diante dos efeitos do fenômeno El Niño (Norte Energia, 2024). 
Contudo, a empresa enfrentou desafios financeiros, registrando um prejuízo líquido de 
R$ 1,67 bilhão em 2024, um aumento de 97% em relação ao ano anterior. Esse cenário 
ressalta a complexidade de equilibrar operações de grande porte com sustentabilidade 
financeira e ambiental. 

Além das mencionadas, outras empresas privadas desempenham papéis relevantes no 
setor energético da Amazônia. 

• Companhia Hidrelétrica do São Francisco (CHESF): Embora sua atuação principal
seja no Nordeste, a CHESF opera na Amazônia Legal, contribuindo para a trans-
missão de energia na região.

• Amazonas Energia: Responsável pela distribuição de energia no estado do Amazo-
nas, atende uma vasta área geográfica com desafios logísticos significativos.

• Energisa Acre e Energisa Rondônia: Atuam na distribuição de energia nos respectivos
estados, buscando melhorar a qualidade e a cobertura do serviço.

• Equatorial Energia: Atua na distribuição de energia no Pará e Maranhão, buscando
melhorar a qualidade e a cobertura do serviço.

Apesar da importância dessas hidrelétricas para a segurança energética do Brasil, sua 
construção e operação geram impactos socioambientais significativos. Grandes projetos 
como Belo Monte alteraram o curso dos rios, afetando a biodiversidade local e as co-
munidades ribeirinhas que dependem desses ecossistemas para sua subsistência. Além 
disso, a Usina de Balbina, no Amazonas, apesar de sua baixa potência instalada de 250 
MW, é frequentemente citada como um exemplo dos problemas ambientais causados 
por hidrelétricas, devido ao grande alagamento de áreas florestais e à emissão de gases 
do efeito estufa provenientes da decomposição da vegetação submersa. 

Além da geração de energia hidrelétrica, a Amazônia também possui polo de extração 
de petróleo e gás natural, atividades controladas pela Petrobras. Essa exploração de com-
bustíveis fósseis, embora essencial para o abastecimento energético e a economia, le-
vanta preocupações ambientais semelhantes às das hidrelétricas, pois pode comprome-
ter a integridade dos ecossistemas amazônicos. Diante desse cenário, o Brasil enfrenta o 
desafio de equilibrar o desenvolvimento energético com a preservação ambiental, bus-
cando alternativas mais sustentáveis para garantir o futuro da região e do país. 
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3.4.2. Outras fontes de Energia 

A atuação de empresas e iniciativas voltadas à geração de energia a partir de outras fon-
tes – como gás natural, biomassa e energia solar – revela-se estratégica tanto para suprir 
a demanda energética das populações locais e em alguns casos para também preservar 
o ecossistema amazônico. A análise dos principais atores energéticos na Amazônia per-
mite compreender não apenas os avanços tecnológicos e logísticos envolvidos, mas tam-
bém os impactos sociais, ambientais e econômicos dessas operações.

O estudo dos atores que operam nesses segmentos – com destaque para o Grupo Atem, 
BioEnergia da Amazônia, Grupo BBF e as parcerias que viabilizaram a instalação da 
maior usina solar da região Norte – fornece elementos relevantes para a avaliação do 
papel dessas empresas na transição energética regional. Assim, esta análise busca apre-
sentar uma visão panorâmica dos empreendimentos em curso, bem como dos desafios e 
perspectivas que moldam o futuro energético da Amazônia Legal. 

Gás Natural: O Grupo Atem é uma empresa amazonense com forte atuação na distribuição 
de combustíveis fósseis, incluindo o gás natural, que, apesar de sua origem local, adota 
práticas marcadamente predatórias. Presente em 13 estados brasileiros, desempenha 
papel relevante na logística de combustíveis na região Amazônica. No entanto, sua atu-
ação tem contribuído para o encarecimento dos derivados de petróleo no Norte do país, 
especialmente após a aquisição da refinaria de Manaus, que foi transformada em uma 
importadora, elevando os custos dos combustíveis na região. Além disso, o grupo tem se 
mostrado distante de iniciativas voltadas à transição energética, negligenciando investi-
mentos em alternativas sustentáveis como o biorefino. 

Energia Solar: A cidade de Manaus inaugurou, em fevereiro de 2023, a maior usina de 
energia solar da região Norte. Com potência instalada de 2,55 MWp, a usina é resultado 
de uma parceria entre a Prefeitura de Manaus, a concessionária Águas de Manaus, a 
Brasol (empresa do grupo Siemens) e a Expertise Energia. A usina ocupa uma área de 20 
mil metros quadrados e é composta por 4.960 placas solares, contribuindo significativa-
mente para a redução das emissões de carbono na região. 

Biomassa - BioEnergia da Amazônia: Especializada na comercialização de biomassa, a 
BioEnergia da Amazônia, integrante do Grupo Atem, utiliza resíduos naturais abundan-
tes na região, como caroço de açaí, cavacos de madeira e lenha, para produção de ener-
gia. A empresa contribui para a conservação ambiental e o desenvolvimento sustentável 
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ao transformar resíduos em fontes de energia renovável. 

Biomassa - Grupo BBF (Brasil BioFuels): Com 15 anos de atuação, o Grupo BBF opera 
38 usinas termelétricas na Amazônia Legal, com capacidade total de 238 MW. Utilizan-
do biodiesel e biomassa derivados da palma de óleo, a empresa busca descarbonizar a 
região, substituindo o uso de diesel fóssil por biocombustíveis sustentáveis. Além disso, 
o Grupo BBF é responsável por gerar mais de 6 mil empregos diretos na região.

As unidades de biomassa da Brasil BioFuels (BBF), como as usinas de geração de energia 
instaladas em Rorainópolis (RR) e Lábrea (AM), demonstram o potencial transformador 
de iniciativas privadas na Amazônia. Utilizando resíduos da produção de óleo de palma 
como principal insumo, essas unidades contribuem significativamente para a substitu-
ição do uso de óleo diesel em comunidades isoladas, promovendo uma matriz 
energética mais limpa e adaptada às realidades locais. Além de reduzir a dependência 
de com-bustíveis fósseis, essas operações fomentam a inclusão econômica por meio da 
geração de empregos e do fortalecimento de cadeias produtivas regionais. De forma 
semelhante, a BioEnergia da Amazônia tem investido em soluções que aliam 
reaproveitamento de resíduos orgânicos abundantes e geração descentralizada de 
energia limpa, mas tam-bém promovem inclusão econômica e valorização dos recursos 
locais. 

A implementação da usina solar de Manaus representa um marco na adoção de fontes 
limpas na Amazônia urbana. A parceria entre a Prefeitura, a Brasol (do grupo 
Siemens), a Expertise Energia e a Águas de Manaus exemplifica a importância da 
colaboração pú-blico-privada para viabilizar projetos de grande escala, com impacto 
ambiental e social positivo. No entanto, os desafios logísticos impostos pela 
geografia amazônica ainda limitam a expansão dessas tecnologias em áreas mais 
isoladas. 

3.5. Cadeia Produtiva de Minério 

A Região Norte do Brasil, embora historicamente marcada por desafios estruturais e so-
cioeconômicos, ocupa posição estratégica na economia nacional devido à 
abundância de recursos naturais e à crescente relevância de suas atividades 
extrativistas, energéticas e logísticas (Fapespa, 2024). Com uma vasta cobertura 
territorial e expressivos biomas, como a Floresta Amazônica, a região exerce papel 
fundamental não apenas na agenda ambiental e climática global, mas também na 
geração de riquezas por meio da exploração de minérios, da produção energética e da 
agricultura em expansão. Nesse contexto, o estado do Pará se sobressai como 
principal vetor econômico da região, concentrando grande parte da atividade mineral 
brasileira e destacando-se como protagonista nas 43 



exportações de commodities metálicas, com impactos significativos sobre a balança 
comercial e o Produto Interno Bruto (PIB) do país (Brasil, 2024). 

Essa configuração confere ao estado um papel estratégico nas exportações minerais do 
Brasil, com impactos expressivos no Produto Interno Bruto (PIB), tanto em âmbito es-
tadual quanto nacional. A produção mineral paraense é fortemente ancorada em sub-
stâncias metálicas, com destaque para o minério de ferro, o alumínio e o cobre, que 
constituem os principais vetores econômicos do setor (Fapespa, 2024). Municípios como 
Parauapebas, Canaã dos Carajás, Marabá, Paragominas e Oriximiná têm desempenhado 
papéis centrais nesse processo, contribuindo significativamente para a arrecadação de 
royalties e para a dinamização do mercado de trabalho regional, reforçando a vocação 
mineral do Pará no cenário nacional. 

O Quadro 4 evidencia a expressiva participação do estado do Pará na produção mineral 
brasileira, consolidando sua posição estratégica no setor extrativo nacional. Em 2023, o 
estado foi responsável por aproximadamente 17,7% da produção mineral total do país, 
com destaque significativo em substâncias metálicas de alto valor agregado. A produção 
de minério de ferro no Pará atingiu 174,7 milhões de toneladas, o que representa 30% da 
produção nacional. Esse dado reforça a importância da região de Carajás, considerada 
uma das maiores reservas de ferro de alto teor do mundo, operada principalmente pela 
empresa Vale S.A. 

Na cadeia do cobre, o protagonismo paraense é ainda mais expressivo: com 57,8 milhões 
de toneladas produzidas, o estado respondeu por 60,6% da produção nacional. Esse de-
sempenho é impulsionado por grandes empreendimentos, como o Projeto Salobo, tam-
bém localizado na província mineral de Carajás. 

Quanto à bauxita, matéria-prima essencial para a produção de alumínio, o Pará se destaca 
de forma contundente, sendo responsável por 90,8% da produção nacional. A atividade 
está concentrada em municípios como Paragominas e Juruti, abastecendo unidades de 
refino e fundição em Barcarena (Hydro Alunorte e Albras), o que configura uma cadeia 
produtiva integrada no próprio território estadual. Embora em menor escala absolu-
ta, o Pará também apresenta participação relevante na produção de manganês, com 0,9 
milhão de toneladas, equivalentes a 43,8% da produção nacional. Apesar de não ser o 
maior produtor nacional, esse percentual confirma a diversidade e amplitude do poten-
cial mineral paraense. 
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Quadro 4 - Panorama da produção mineral paraense no cenário 
nacional por substância produzida (2023) 

Fonte: Fapespa, 2024. 
Elaboração: Elaborado pelo autor (2025). 

O Quadro 5 apresenta o valor econômico gerado pela produção mineral no estado do Pará 
em relação ao cenário nacional. Os dados de 2023 indicam que o Pará foi responsável por 
34,3% do valor total da produção mineral brasileira, o que evidência não só a quantidade 
produzida, mas também o elevado valor agregado das substâncias extraídas no estado. 
No caso do minério de ferro, o Pará gerou R$ 67,3 bilhões, representando 42,8% do valor 
nacional. Esse percentual, superior ao da produção física (30% conforme o Quadro 1), 
revela a alta qualidade do minério extraído principalmente o ferro de alto teor da região 
de Carajás e sua valorização no mercado internacional. 

A produção de cobre é outro destaque expressivo: com um valor estimado de R$ 12 
bilhões, o estado concentrou 69,9% do valor gerado no país com essa substância. Esse 
dado reforça a liderança do Pará na cadeia do cobre, especialmente por meio de 
empreendimentos de grande escala, como o Projeto Salobo, que se beneficiam de 
tecnologia avançada e de uma logística eficiente de exportação. 

O protagonismo do Pará na produção de bauxita (alumínio) também se reflete fortemente 
em termos de valor. Dos R$ 5,3 bilhões gerados nacionalmente com essa substância, R$ 
4,9 bilhões foram oriundos do estado, correspondendo a 93,6% do valor nacional. Esse 
domínio quase absoluto confirma a centralidade do Pará na cadeia do alumínio, susten-
tada pela integração vertical entre a extração, o refino e a metalurgia. Mesmo em menor 
escala, a produção de manganês no Pará representou 47,3% do valor nacional, com cerca 
de R$ 0,3 bilhão. Embora o volume seja modesto, o percentual reforça a diversidade do 
portfólio mineral paraense e seu peso relativo no mercado nacional. 
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Quadro 5 - Panorama do valor da produção mineral paraense no cenário nacional, 
por substância produzida (2023) 

Fonte: Fapespa, 2024. 
Elaboração: Elaborado pelo autor (2025). 

Quanto as empresas que extraem esses minérios, a produção mineral no Pará em 2022 
apresentou alta concentração nas mãos de poucas empresas, com forte impacto em mu-
nicípios específicos (Quadro 6). No setor de alumínio (bauxita), destacam-se a Mineração 
Paragominas (41,29%), em Paragominas; a Mineração Rio do Norte (37,96%), em Orixi-
miná; e a Alcoa (15,95%), em Juruti juntas, respondendo por mais de 95% da produção. 
Esse cenário revela forte centralização econômica e territorial, com potencial para gerar 
benefícios locais, mas também riscos ambientais e sociais. 

No cobre e no ferro, a concentração é ainda maior. A Salobo Metais S.A., em Marabá, 
lidera a produção de cobre com 49,39%, seguida pela Vale S.A., que atua em Canaã dos 
Carajás. No ferro, a Vale domina 68,69% da produção, operando em Parauapebas, Canaã 
dos Carajás e Curionópolis. Já no manganês, há maior dispersão: a Buritirama Manganês 
S.A., em Marabá, tem 16,97%, enquanto RMB Manganês Ltda. e RJ Explore também se
destacam.
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Quadro 6 - Principais empresas produtoras de 2022.1 

Fonte: Brasil, 2024. 

1 A participação das empresas produtoras é baseada no valor (R$) da produção mineral. 
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DESENVOLVIMENTO PARA QUEM? A EXCLUSÃO DOS TRABALHADORES
LOCAIS NA INDÚSTRIA DE ENERGIA RENOVÁVEL
O setor de energia renovável tem desempenhado um papel fundamental na geração 
de empregos no Brasil. O relatório publicado pela Agência Internacional de Energia 
Renovável (Irena) e pela Organização Internacional do Trabalho (OIT), o país ocupa a 
terceira posição no ranking global de empregos no setor, ficando atrás apenas da 
China e da União Europeia, e superando os Estados Unidos e a Índia. 

No Brasil, os biocombustíveis representam a principal fonte de empregos no setor de 
energias renováveis, empregando 994.260 pessoas. Em seguida, a energia solar 
fotovoltaica gerou 264 mil empregos em 2023, enquanto a energia hidrelétrica 
empregou 177.300 trabalhadores. A energia eólica também apresentou crescimento 
significativo, criando 80.300 postos de trabalho em 2023, um aumento considerável em 
relação aos 67.700 em-pregos registrados no ano anterior (IRENA, 2024). 

A eletricidade solar tem se expandido rapidamente no Brasil, alcançando mais de 26 
GW de capacidade instalada. Esse crescimento tem impulsionado a criação de 781 mil 
novos empregos e contribuído para a redução das emissões de CO2, com uma 
diminuição estimada de 34 milhões de toneladas. Nos próximos cinco anos, prevê-se a 
implementação de 134 novos projetos solares, totalizando um investimento de 
aproximadamente US$ 42 bilhões. Estados como Ceará, Minas Gerais e Bahia se 
destacam como os principais polos de investimento para os próximos dez anos (IRENA, 
2024). 

A energia eólica terrestre também se consolida como uma importante fonte de 
eletricidade no Brasil, com uma capacidade instalada superior a 24 GW. O país se 
beneficia de características geográficas favoráveis, como ventos estáveis e de 
intensidade adequada, que possibilitam a geração eficiente de energia sem grandes 
oscilações. 

Além disso, a geração de eletricidade a partir de fontes eólicas offshore surge como uma 
alternativa emergente no Brasil. Atualmente, há 20 projetos em fase de 
licenciamento pelo Instituto Brasileiro do Meio Ambiente e dos Recursos Naturais 
Renováveis (Ibama), os quais, juntos, podem adicionar 42 GW de potência ao sistema 
energético nacional nos próximos seis anos. Bahia, Rio Grande do Norte e Piauí são os 
estados que mais receberão investimento nesse segmento ao longo da próxima década. 

Apesar do crescimento expressivo do setor de energias renováveis e do impacto positivo 
na geração de empregos, há desafios estruturais que precisam ser enfrentados. A CUT 
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(2024) aponta que grande parte do trabalho mais pesado e menos qualificado é realizado 
pela população local, enquanto as funções mais qualificadas são frequentemente ocu-
padas por profissionais de fora da região. Durante a fase inicial dos projetos, há um au-
mento na empregabilidade devido à contratação de mão de obra local para atividades 
básicas, como abertura de estradas e desmatamento. No entanto, na fase operacional, 
o número de postos de trabalho diminui drasticamente, e as posições mais bem remu-
neradas são destinadas a trabalhadores externos, o que contribui para a concentração de
renda e a marginalização da população local.

A cartilha também destaca a evasão de renda associada a esse modelo, uma vez que os 
melhores salários estão vinculados a cargos de gerência e chefia, acessíveis apenas a 
profissionais altamente qualificados. Além disso, a precarização do trabalho é evidencia-
da por meio da terceirização e da alta rotatividade dos empregados, reforçando a insta-
bilidade laboral. Assim, embora a transição energética seja frequentemente associada à 
criação de empregos, os benefícios para as comunidades locais tendem a ser limitados 
e temporários. 

No contexto socioeconômico mais amplo, a transição energética no Brasil se insere em 
um modelo primário-exportador, no qual as riquezas produzidas localmente são direcio-
nadas para mercados externos, intensificando desigualdades regionais. Esse fenômeno 
é particularmente evidente em regiões amazônicas, onde a implementação de projetos 
de energia renovável pode tanto eliminar postos de trabalho tradicionais quanto criar 
novas oportunidades. No entanto, a distribuição desses empregos e o acesso a eles per-
manecem desafios significativos. O desenvolvimento assimétrico desse setor favorece 
grandes empresas e investidores externos, enquanto as comunidades locais enfrentam 
dificuldades para se beneficiar plenamente dos avanços tecnológicos e econômicos pro-
porcionados pela expansão das energias renováveis. 

Dessa forma, embora o avanço das energias renováveis no Brasil seja essencial para a 
sustentabilidade ambiental e a redução das emissões de carbono, é fundamental que 
políticas públicas e iniciativas privadas sejam direcionadas para garantir uma transição 
energética mais inclusiva. Isso envolve a capacitação da mão de obra local, a valorização 
do trabalhador regional e a implementação de estratégias que minimizem a concen-
tração de renda e a precarização do trabalho, promovendo, assim, um desenvolvimento 
mais equilibrado e socialmente justo. 
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4.1. Caracterização do Emprego nas Atividades Econômicas 
Relacionadas às Energias na Amazônia Legal 

         4.1.1. Caracterização do Emprego no Setor Elétrico 

A compreensão do emprego no setor elétrico da Amazônia Legal se mostra essencial para 
o diagnóstico das condições estruturais que moldam as relações de trabalho nos territóri-
os energéticos da região. O fornecimento de energia elétrica às populações amazônicas
é atravessado por um conjunto de desafios logísticos, técnicos e institucionais, que im-
pactam não apenas o acesso ao serviço, mas também a qualidade e a estrutura da mão de
obra empregada nos processos de geração, transmissão e distribuição.

Nesse sentido, analisar os vínculos formais ativos nas atividades ligadas à energia elétri-
ca permite identificar os padrões de inserção laboral nos estados da Amazônia Legal, 
bem como aferir os limites e possibilidades de geração de emprego qualificado e decente 
nesses segmentos. A heterogeneidade territorial da região, somada às especificidades 
da infraestrutura energética, impõe a necessidade de um olhar atento à distribuição dos 
postos de trabalho. 

A investigação adquire especial relevância no contexto das discussões sobre transição 
energética justa, pois permite visibilizar os setores e territórios mais dependentes de 
atividades intensivas em carbono, assim como aqueles que apresentam maior potencial 
de integração em cadeias produtivas mais limpas. Ao compreender quem são, onde es-
tão e em que condições laboram os trabalhadores do setor elétrico, pode-se delinear 
estratégias de planejamento mais sensíveis às desigualdades regionais. 

A Tabela 4 mostra que, em 2024, o total de vínculos formais ativos nas atividades ligadas 
à energia elétrica na Amazônia Legal foi de 20.940. A distribuição de energia concentra a 
maioria absoluta dos vínculos, com 12.112 (57,8%). A geração de energia aparece em se-
gundo lugar, com 7.619 vínculos (36,4%), seguida da transmissão (1.162 vínculos, 5,5%) 
e, por fim, do comércio atacadista de energia, com apenas 47 vínculos (0,2%). 

Essa distribuição revela a relevância da distribuição de energia elétrica enquanto ativi-
dade intensiva em mão de obra, o que está associado à necessidade de estrutura capilar-
izada para atendimento das localidades, muitas vezes dispersas e isoladas. A geração de 
energia, por sua vez, ainda se configura como importante fonte de emprego. Já o comér-
cio de energia, em função de sua natureza especulativa e concentrada, tem peso quase 
nulo na estrutura ocupacional. 
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Tabela 4 - Distribuição absoluta e percentual de vínculos formais ativos em atividades voltadas às 
fontes de energias elétrica na Amazônia Legal, segundo subclasse CNAE 2.0, 2024 

Fonte: RAIS (2024)/MTE. 
Elaboração: Elaborado pelo autor (2024). 

A Tabela 5 detalha a distribuição dos vínculos por estados da Amazônia Legal em 2024. 
Mato Grosso se destaca com 24,3% do total de vínculos (5.093), sendo o estado com maior 
participação relativa. A distribuição de energia no estado representa 29% do total da 
atividade da Amazônia Legal, o que reflete sua extensão territorial e demanda urbana. O 
Amazonas aparece em segundo lugar com 15,2% dos vínculos (3.175), sendo também o 
principal em geração de energia, com 27,6% dos empregos nessa atividade. 

O Maranhão apresenta 12,2% do total de vínculos, com destaque para a distribuição de 
energia (14,7%). O Pará, com 12,1% do total (2.544 vínculos), é relevante na transmissão 
(18,3%) e comércio atacadista de energia elétrica (38,3%), reflexo da presença de grandes 
linhas de transmissão interligando os polos de geração à malha nacional. 

Tocantins e Rondônia têm participações expressivas, com 9,1% e 13,1% dos vínculos 
totais, respectivamente. Em Rondônia, a distribuição responde por 13,6% da atividade. 
O Amapá, com apenas 2,2% dos vínculos totais, revela um mercado de trabalho mais 
restrito, ainda que apresente 2,7% dos empregos em distribuição. 

O Acre aparece com 4,2% dos vínculos do setor, com destaque para a distribuição (6%). 
Esse panorama aponta para a concentração de empregos nos estados com maior in-
fraestrutura instalada ou com função estratégica na malha energética regional. A baixa 
participação de estados como Amapá, Roraima (7,5%) e Acre revela desigualdades de 
acesso à infraestrutura e à geração de empregos formais. 
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Tabela 5 - Distribuição absoluta e percentual de vínculos formais ativos em atividades 
voltadas às fontes de energias elétrica nos Estados da Amazônia Legal, segundo subclasse 

CNAE 2.0, 2024 

Fonte: RAIS (2024)/MTE. 
Elaboração: Elaborado pelo autor (2024). 

A Tabela 6 apresenta os tipos de vínculo por atividade. Na geração de energia, 94,1% dos 
trabalhadores estão empregados sob regime CLT ou como PJ individual, indicando forte 
formalização. Na transmissão, esse percentual é ainda maior, com 97,6%. No comércio 
atacadista de energia, 93,6% têm esse tipo de contrato, e na distribuição, 96,1% dos vín-
culos também seguem esse modelo. 

Aprendizes têm alguma presença, principalmente na geração (2,2%). A transmissão tem 
1,6% de aprendizes. O comércio de energia não registra aprendizes. A figura do diretor 
existe em todas as atividades, mas com baixa representação: 0,5% na geração e 0,3% na 
distribuição. 

O regime estatutário aparece apenas na distribuição (0,1%), revelando a predominância 
do modelo celetista privado. Estatutários não efetivos estão presentes em pequena escala 
na geração (0,8%). O padrão identificado aponta para um setor regulado, com baixa rota-
tividade e relações de trabalho estáveis. 
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Tabela 6 - Distribuição absoluta e percentual de vínculos formais ativos por tipo 
de contratação, voltadas às fontes de energias elétrica da Amazônia Legal, segundo subclasse 

CNAE 2.0, 2024. 

Fonte: RAIS (2024)/MTE. 
Elaboração: Elaborado pelo autor (2024). 

A Tabela 7 evidencia que o setor elétrico na Amazônia Legal apresenta uma significativa 
desigualdade de gênero. Homens representam a ampla maioria dos vínculos formais em 
todas as atividades analisadas, com destaque para a geração de energia elétrica (85,6%) 
e transmissão (87,5%). A distribuição de energia também apresenta maioria masculi-
na (78,3%). A única exceção é o comércio atacadista de energia, onde as mulheres são 
maioria, representando 53,2% dos vínculos. Esse dado revela que as funções técnicas 
e operacionais seguem altamente masculinizadas, enquanto as áreas administrativas e 
comerciais oferecem mais abertura à participação feminina. 

Quanto à faixa etária, o setor apresenta uma estrutura etária madura, com predominân-
cia de trabalhadores entre 30 e 49 anos. Na geração, 60,4% dos trabalhadores estão 
concentrados entre 30 e 49 anos; na transmissão, esse número sobe para 66,7%, e na 
distribuição, atinge 65,9%. Os jovens entre 18 e 29 anos são mais representativos na dis-
tribuição (24,4%) e geração (16,4%), sugerindo maior inserção de novos profissionais 
nessas áreas. A presença de trabalhadores com 50 anos ou mais também é significativa, 
especialmente na geração (22,2%) e transmissão (25,8%), o que pode sinalizar a existên-
cia de um quadro de pessoal envelhecido e a necessidade de estratégias de renovação. 
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No que diz respeito à escolaridade, a maior parte dos trabalhadores possui ensino médio 
completo, com 51,7% na geração, 50,3% na transmissão e 64,5% na distribuição. O en-
sino superior completo aparece de forma relevante na geração (27,6%) e com destaque 
na transmissão (38,6%), além de alcançar 66% no comércio atacadista de energia, o que 
reflete o caráter mais especializado dessa atividade. Por outro lado, trabalhadores com 
ensino fundamental completo ou incompleto estão em proporções baixas, reforçando a 
ideia de que o setor demanda qualificação básica e técnica. 

Além disso, os níveis de pós-graduação (mestrado e doutorado) são bastante reduzidos: 
na geração, 0,9% têm mestrado e 0,2% doutorado; na transmissão, 2,2% têm mestrado e 
nenhum doutorado; na distribuição, 0,4% têm mestrado e 1,2% doutorado. Esses dados 
sugerem que embora a qualificação técnica seja valorizada, a formação stricto sensu ain-
da tem pouca concentração no setor. 

Tabela 7 - Distribuição absoluta e percentual do Perfil dos vínculos: sexo, cor/raça, faixa etária e 
escolaridade, do trabalhadores ligados às fontes de energias elétrica da Amazônia Legal, 

segundo subclasse CNAE 2.0, 2024. 

Fonte: RAIS (2024)/MTE. 
Elaboração: Elaborado pelo autor (2024). 
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A jornada de trabalho no setor elétrico da Amazônia Legal apresenta diferentes padrões 
conforme a atividade (Tabela 8). A maior parte dos vínculos se concentra entre 41 e 44 
horas semanais, especialmente no comércio atacadista de energia elétrica, com 85,1% 
dos vínculos nessa faixa. Já nas atividades de geração (45,4%) e transmissão (41,4%), essa 
faixa também se destaca, embora com menor predominância. Na distribuição, porém, 
a maioria dos vínculos se concentra entre 31 e 40 horas semanais (62,3%), assim como 
na transmissão (54,0%), indicando uma carga horária um pouco mais reduzida. Jornadas 
inferiores a 30 horas semanais são residuais, somando apenas 8,3% na geração, 2,1% na 
transmissão, e menos de 2% na distribuição e inexistentes no comércio atacadista, o que 
evidencia uma padronização contratual voltada a jornadas integrais. 

O tempo de permanência no emprego aponta para uma estrutura relativamente es-
tável, com destaque para vínculos duradouros. Na geração, 24,0% dos vínculos possuem 
mais de 10 anos, e 20,4% entre 5 e 10 anos, totalizando 44,4% com mais de 5 anos de 
permanência. A distribuição também registra um percentual elevado, com 40,4% dos 
vínculos acima de 5 anos. Na transmissão, esse grupo representa 34,5%, enquanto no 
comércio atacadista a maior parte dos vínculos se concentra em períodos mais curtos, 
especialmente entre 12 e 24 meses (27,7%) e 36 a 59 meses (14,9%). 

A remuneração revela uma grande heterogeneidade entre os segmentos. Na distribuição, 
a maioria dos trabalhadores está concentrada na faixa entre 2,01 e 3 salários mínimos 
(29,3%), seguida pela faixa entre 1,51 e 2 SM (13,4%) e 3,01 a 4 SM (17,7%). Já na geração, 
a distribuição é mais pulverizada, com destaque para os trabalhadores entre 2,01 e 3 SM 
(14,6%) e entre 5,01 e 7 SM (11,2%). 

Na transmissão, há maior concentração de remunerações elevadas: 16,8% recebem entre 
5,01 e 7 SM, 14,5% entre 7,01 e 10 SM, e 15,7% entre 4,01 e 5 SM, o que reforça o caráter 
técnico e especializado dessa atividade. O comércio atacadista de energia elétrica tam-
bém se destaca pelos altos salários: 66% dos vínculos estão acima de 3 SM, com destaque 
para faixas entre 3,01 e 10 SM, indicando remunerações significativamente superiores à 
média do setor. 

As faixas salariais mais baixas (até 1,5 SM) têm presença pequena: representam 7,5% 
dos vínculos na distribuição, 5,6% na geração e são praticamente inexistentes na trans-
missão e no comércio atacadista. Contudo, há um percentual relevante de vínculos sem 
informação salarial: 13,1% na geração, 3,0% na distribuição e 2,5% na transmissão, o 
que limita parcialmente a precisão da análise comparativa. 
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Tabela 8 - Distribuição absoluta e percentual da Faixa de Horas Contratuais, Tempo de Permanência 
no Emprego e Remuneração do trabalhadores ligados às fontes de energias elétrica da 

Amazônia Legal, segundo subclasse CNAE 2.0, 

Fonte: RAIS (2024)/MTE. 
Elaboração: Elaborado pelo autor (2024). 
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 4.1.2. Caracterização do Emprego no Setor de Petróleo e Gás Natural 

O setor de petróleo e gás natural desempenha papel estratégico na estrutura energética 
da Amazônia Legal. A análise do emprego nas atividades relacionadas ao petróleo e gás 
permite traçar um panorama das funções econômicas concentradas na região e das es-
pecializações produtivas de cada estado. 

No contexto da Amazônia Legal, os vínculos formais em atividades de petróleo e gás 
representam um segmento relativamente reduzido da força de trabalho, mas fortemente 
especializado e concentrado em poucos estados. Identificar o perfil dos vínculos, as 
modalidades de contratação, a distribuição setorial e os níveis de escolaridade e 
remuneração é passo essencial para construir políticas públicas de transição que 
considerem os impactos ocupacionais dessa mudança de paradigma energético. 

A Tabela 9 mostra que, em 2024, o setor de petróleo e gás natural na Amazônia Legal 
contava com 5.714 vínculos formais ativos. A atividade com maior peso foi o comércio 
atacadista de gás liquefeito de petróleo (GLP), com 2.221 vínculos (38,9%), refletindo sua 
ampla presença nos centros urbanos e sua capilaridade como insumo doméstico. Em 
seguida, destaca-se a fabricação de biocombustíveis (exceto álcool), com 1.615 vínculos 
(28,3%), o que pode indicar a importância crescente de segmentos produtivos associados 
à transição energética. 

As atividades mais tradicionais do setor — como extração de petróleo e gás e refino de 
petróleo — somaram, respectivamente, 621 (10,9%) e 600 vínculos (10,5%), revelando 
sua presença relevante, ainda que não majoritária. As atividades de apoio à extração 
representaram 6,8% dos vínculos (389). Já a produção de gás e a fabricação de produtos 
petroquímicos básicos representaram parcelas menores: 4,4% e 0,3%, respectivamente. 
O perfil majoritariamente industrial e logístico do setor, aliado ao peso crescente dos 
biocombustíveis, reforça as transformações estruturais em curso. 
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Tabela 9 - Distribuição absoluta e percentual de vínculos formais ativos em atividades voltadas às 
fontes de energias como petróleo, gás natural e petroquímica na 

Amazônia Legal, segundo subclasse CNAE 2.0, 2024. 

Fonte: RAIS (2024)/MTE. 
Elaboração: Elaborado pelo autor (2024). 

A análise territorial revela forte concentração geográfica do emprego (Tabela 10). O 
Amazonas lidera com 2.134 vínculos (37,3%), sendo responsável por 60,2% dos 
empregos na extração e 94,1% nos serviços de apoio à extração, além de 75% dos 
vínculos no re-fino. Isso demonstra a centralidade do estado nas fases mais 
estruturantes da cadeia do petróleo e gás natural. O Mato Grosso, com 1.107 vínculos 
(19,4%), destaca-se na fabri-cação de biocombustíveis (45,8% dos vínculos dessa 
atividade). 

Outros estados com participação significativa são o Pará (807 vínculos, 14,1%), voltado 
ao refino e comércio de GLP, e o Maranhão (588 vínculos, 10,3%), com destaque para 
a extração e apoio logístico. O Tocantins, com 537 vínculos (9,4%), tem concentração 
na fabricação de biocombustíveis, enquanto Rondônia (361 vínculos, 6,3%) tem forte 
pre-sença no comércio de GLP. Roraima, Amapá e Acre apresentam participações 
marginais, indicando baixa incorporação às cadeias fósseis. 

Esse padrão revela que a geração de empregos no setor está altamente associada à pre-
sença de infraestrutura de extração e refino, ou a atividades comerciais com distribuição 
regional (caso do GLP). 
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A Tabela 11 revela que o setor é amplamente formalizado: 96,8% dos trabalhadores es-
tão contratados sob regime CLT ou PJ individual. A maior proporção está no comércio 
de GLP (38,8%) e na fabricação de biocombustíveis (28,2%). A presença de aprendizes é 
modesta, somando apenas 2,6% dos vínculos, sendo mais expressiva na fabricação de 
biocombustíveis (25%) e no comércio de GLP (41,2%). 

A contratação por prazo determinado é restrita, com destaque para a fabricação de bio-
combustíveis (47,2% dos contratos temporários) e o comércio de GLP (52,8%). A ausên-
cia de contratos temporários nas atividades de extração, apoio e produção de gás reflete 
estabilidade contratual nessas fases da cadeia produtiva. A concentração de temporários 
nas atividades logísticas e de produção intermediária indica maior vulnerabilidade a ci-
clos de mercado. 

Esses dados confirmam o perfil de um setor predominantemente celetista, com pou-
cas experiências de flexibilização contratual, o que pode representar tanto estabilidade 
como rigidez para inserções futuras de novos trabalhadores. 

Tabela 11 - Distribuição absoluta e percentual de vínculos formais ativos por tipo de contratação, 
voltadas às fontes de energia como petróleo, gás natural e petroquímica da Amazônia Legal, 

segundo subclasse CNAE 2.0, 2024. 

Fonte: RAIS (2024)/MTE. 
Elaboração: Elaborado pelo autor (2024). 
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A Tabela 12 revela uma acentuada desigualdade de gênero no setor de petróleo, gás e 
petroquímica na Amazônia Legal. Os homens são amplamente majoritários em todas as 
atividades analisadas: representam 90,2% na extração de petróleo e gás natural, 82,8% 
no apoio à extração, 69,6% no refino, 81% na fabricação de biocombustíveis, 93,3% na 
fabricação de petroquímicos, 57,7% na produção de gás e 86,5% no comércio de GLP. 

Quanto à faixa etária, os vínculos estão mais concentrados entre 30 e 49 anos. Juntos, 
esses grupos correspondem a 65,2% na extração, 61,2% no apoio à extração, 60% no 
refino e 49,8% na fabricação de biocombustíveis. A presença de trabalhadores com 50 
anos ou mais também é significativa: 25,1% na extração e 17,8% no refino. Já a inserção 
de jovens (15 a 29 anos) é mais expressiva na fabricação de biocombustíveis (41,6%) e no 
comércio de GLP (18,3%), o que pode refletir maior rotatividade ou abertura à inserção 
inicial nessas áreas. 

No que se refere à escolaridade, a maioria dos vínculos está entre trabalhadores com 
ensino médio completo, com destaque para a fabricação de biocombustíveis (56,2%) e 
comércio de GLP (55,3%). No entanto, em setores mais técnicos e industriais, observa-se 
alta proporção de trabalhadores com ensino superior completo: 43% na extração, 45% 
no apoio à extração, 38,9% no refino e 66,8% na produção de gás — este último com o 
maior percentual de profissionais com ensino superior. 

As escolaridades mais baixas (fundamental completo ou incompleto) têm presença re-
duzida, mas ainda relevante: 13,8% na fabricação de biocombustíveis e 15,2% no comér-
cio de GLP. Já os níveis de pós-graduação stricto sensu são marginais: o maior percentual 
de mestres está no apoio à extração (4,1%), seguido pela extração (0,8%) e refino (0,3%). 
A presença de doutores é mínima, com 1% no apoio à extração e 0,3% na extração. 

A estrutura ocupacional do setor combina alta exigência de qualificação nos segmen-
tos industriais e de base, com flexibilidade nos setores logísticos e comerciais, como 
o comércio de GLP. A idade madura predominante e a baixa participação feminina re-
fletem um perfil tradicional, pouco permeável à diversidade e à renovação geracional.
Tais características representam desafios centrais para qualquer proposta de transição
energética justa e inclusiva.
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A análise da jornada de trabalho (Tabela 13) mostra que a maior parte dos vínculos está 
concentrada entre 41 e 44 horas semanais, especialmente no refino (87,7%), fabricação 
de biocombustíveis (84,5%) e comércio de GLP (92,0%). Na extração, essa faixa represen-
ta 40,9%, enquanto 56% estão entre 31 e 40 horas semanais, o que sugere certa flexibi-
lização no regime de trabalho. Atividades como a produção de gás também apresentam 
diversidade, com 74,3% na faixa padrão, mas com participação relevante em outras car-
gas horárias. 

O tempo de permanência no emprego revela dois perfis distintos: estabilidade nas 
atividades estruturais e alta rotatividade nos segmentos logísticos e de base. Na 
extração, 46,7% dos vínculos têm mais de 10 anos, e no apoio à extração, esse 
número é ainda maior (51,4%). No refino, no entanto, apenas 3,2% estão acima de 10 
anos, com a maio-ria concentrada entre 12 a 24 meses (56,1%). A fabricação de 
biocombustíveis apresenta maior dispersão, com destaque para as faixas entre 6 meses e 
5 anos. O comércio de GLP confirma esse padrão com 22,5% de trabalhadores com 
mais de 10 anos e 25,6% entre 1 e 5 anos. A produção de gás tem comportamento 
misto, com 26,9% com mais de 5 anos e 18,6% entre 5 e 10 anos. 

As diferenças de permanência refletem as características do ciclo produtivo: atividades 
extrativas e de apoio exigem maior estabilidade, enquanto atividades industriais e logísti-
cas apresentam maior rotatividade e vínculos mais recentes. 

A análise salarial revela forte desigualdade entre as atividades. A extração de petróleo 
e gás apresenta os salários mais altos: 35,3% recebem mais de 20 salários mínimos, e 
17,7% entre 15 e 20 SM. O apoio à extração segue padrão semelhante. Em contraste, a 
fabricação de biocombustíveis concentra 34,4% dos trabalhadores entre 2 e 3 SM e ape-
nas 0,2% acima de 20 SM. No comércio de GLP, os salários são mais baixos: 36,6% entre 
2 e 3 SM e apenas 0,3% acima de 20 SM. 

No refino, há distribuição mais equilibrada: 13% recebem entre 5 e 7 SM, 10,9% entre 3 
e 4 SM e 12,3% entre 2 e 3 SM, mas apenas 1,7% ganham mais de 20 SM. Na produção de 
gás, os salários concentram-se nas faixas entre 2 e 7 SM, com destaque para a faixa de 4 
a 5 SM (11,1%). Os dados sugerem que as atividades técnicas e de base (como extração 
e apoio) são mais bem remuneradas, enquanto as funções industriais e logísticas ofere-
cem rendimentos medianos. 

A faixa de até 1,5 salários mínimos representa 15% dos vínculos na fabricação de bio-
combustíveis e 7,5% no comércio de GLP, revelando a presença de baixos salários 
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mesmo em setores formais. O percentual de vínculos com salário não informado tam-
bém é relevante: 5% no comércio de GLP, o que pode comprometer a completude da 
análise. 

Tabela 13 - Distribuição absoluta e percentual da Faixa de Horas Contratuais, Tempo de Permanência no 
Emprego e Remuneração do trabalhadores ligados às fontes de energias como petróleo, 

gás natural e petroquímica da Amazônia Legal, segundo subclasse CNAE 2.0, 2024. 

Fonte: RAIS (2024)/MTE. 
Elaboração: Elaborado pelo autor (2024). 
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4.1.3. Caracterização do Emprego no Setor Mineral 

O estado do Pará ocupa posição de destaque na produção mineral brasileira, abrigan-
do algumas das maiores empresas do setor, como a Vale S.A., Alcoa, Mineração Rio do 
Norte, entre outras. Essas corporações operam em diversos municípios paraenses, como 
Parauapebas, Marabá, Juruti e Oriximiná, e desempenham papel central na economia 
regional. Além de contribuírem significativamente para o Produto Interno Bruto (PIB) 
do estado, elas impactam diretamente o mercado de trabalho, gerando milhares de em-
pregos diretos e indiretos nas áreas de extração, logística, manutenção, serviços e ad-
ministração. 

Neste sentido, análise do emprego formal no setor de mineração da Amazônia Legal em 
2024 revela a concentração da atividade em torno de determinados minerais estratégicos 
e estados com maior infraestrutura mineral. A estrutura ocupacional do setor reflete a 
lógica extrativista predominante na região, bem como as desigualdades de distribuição 
espacial dos empreendimentos minerários. 

A Tabela 14 mostra que a extração de minério de ferro responde pela maioria dos vín-
culos formais no setor, com 12.692 postos de trabalho, representando 52,1% do total. 
Em seguida aparece a extração de minérios de cobre, chumbo, zinco e outros minerais 
metálicos não-ferrosos, com 7.071 vínculos (29,0%). A extração de minério de alumínio, 
importante na cadeia da bauxita-alumina, concentra 4.309 vínculos (17,7%). A extração 
de outros minerais não-metálicos representa apenas 1,1% (280 vínculos), indicando 
baixa diversificação da matriz mineral empregadora. 

Tabela 14 - Distribuição absoluta e percentual de vínculos formais ativos em atividades 
voltadas à mineração na Amazônia Legal, segundo subclasse CNAE 2.0, 2024 

Fonte: RAIS (2024)/MTE. 
Elaboração: Elaborado pelo autor (2024). 

65 



A distribuição dos vínculos formais ativos por Unidade Federativa (UF) demonstra um 
cenário de forte concentração geográfica da atividade minerária na Amazônia Legal. O 
estado do Pará se destaca de forma avassaladora, sendo responsável por 93,9% do total 
dos vínculos, o que evidencia sua centralidade no mapa mineral brasileiro. Essa con-
centração decorre da presença de grandes empreendimentos como as minas de Carajás 
(ferro), Juruti (bauxita) e Sossego/Salobo (cobre), que operam com cadeias produtivas 
robustas, infraestrutura logística instalada e alta demanda por mão de obra. 

Na extração de minério de ferro, o Pará detém 99,16% dos vínculos, mostrando sua he-
gemonia nesse setor. Também é o único estado com vínculos na extração de 
alumínio (100%), devido à forte presença da cadeia da bauxita na região oeste do 
estado. Na extração de minérios metálicos não-ferrosos, como cobre e zinco, o Pará 
mantém a liderança com 83,4% dos vínculos, reforçando sua multifuncionalidade 
mineral. A presença de empregos também na extração de outros minerais não-
metálicos (26,1%) aponta para alguma diversificação, embora menos expressiva. 

Outros estados têm participações muito modestas. O Mato Grosso aparece como segundo 
mais relevante, com 4,8% dos vínculos totais, concentrando-se na extração de minerais 
não-ferrosos (14,7%) e não-metálicos (38,6%). Essa participação pode estar relacionada à 
extração de ouro, nióbio e outros metais estratégicos. Maranhão, Tocantins, Rondônia e 
Amapá somam, juntos, menos de 1% dos vínculos, com variações pontuais em determi-
nados minerais. A baixa expressividade desses estados no setor mineral evidencia uma 
forte desigualdade na distribuição territorial dos investimentos e empregos. 

A Tabela 15 reforça a centralidade do Pará na mineração da Amazônia Legal e revela que, 
enquanto poucos estados concentram a maioria das oportunidades, outros permanecem 
à margem do desenvolvimento mineral. Essa concentração pode acentuar desequilíbrios 
socioeconômicos, exigindo políticas públicas voltadas à desconcentração produtiva e à 
valorização dos territórios com menor dinamismo. 

Em termos de vínculos, a estrutura contratual do setor mineral da Amazônia Legal mos-
tra forte predominância de vínculos celetistas e pessoas jurídicas individuais (PJ), o 
que denota um mercado de trabalho altamente formalizado (Tabela 16). Na extração de 
minério de ferro, 96,53% dos vínculos se dão nessa modalidade, enquanto na extração de 
alumínio o percentual é de 90,74%, na de minérios metálicos não-ferrosos 94,4%, e na de 
outros minerais não-metálicos, 93,21%. Esses dados indicam uma clara prevalência do 
regime CLT e das contratações regulares, com baixos níveis de precarização. 
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Tabela 15 - Distribuição absoluta e percentual de vínculos formais ativos em atividades da 
mineração nos Estados da Amazônia Legal*, segundo subclasse CNAE 2.0, 2024 

Fonte: RAIS (2024)/MTE. 
Elaboração: Elaborado pelo autor (2024). 
*Acre, Amazonas e Roraima não apresentaram qualquer vículo empregaticio em nenhuma das

subclasses 

A presença de aprendizes também merece destaque. Ainda que em números absolu-
tos relativamente baixos, a extração de minérios não-ferrosos registra 265 aprendizes 
(3,75%), o que sugere alguma abertura para a formação profissional no setor. Na extração 
de alumínio, há 138 aprendizes (3,2%), e no minério de ferro, 311 (2,45%). Esses dados 
indicam que o setor tem potencial para atuar como formador de mão de obra qualifica-
da, especialmente se articulado a programas de educação técnica e inclusão produtiva. 

Os contratos de prazo determinado têm presença discreta, exceto na extração de alumí-
nio, onde 4,04% dos vínculos se enquadram nessa categoria. Esse percentual é relativa-
mente elevado se comparado às demais atividades, o que pode indicar estratégias em-
presariais de ajuste da força de trabalho em resposta a demandas cíclicas. A presença 
desse tipo de contrato em outras categorias é residual: 1,84% nos minérios não-ferrosos 
e 5% nos não-metálicos. Na extração de ferro, praticamente não há vínculos temporári-
os, o que reforça a estabilidade do setor. 

A estabilidade contratual revelada por esses dados reforça o caráter estruturado do mer-
cado de trabalho mineral na Amazônia Legal, especialmente em estados como o Pará, 
onde as grandes mineradoras operam com forte institucionalidade. No entanto, o 
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predomínio de formas contratuais típicas também pode ocultar desafios como tercei-
rização excessiva e condições de trabalho nas cadeias indiretas da mineração. 

Dessa forma, a Tabela 16 revela um setor com forte base formal, mas que deve ser ob-
servado criticamente quanto à qualidade real dos vínculos, especialmente nas periferias 
das grandes operações e entre as empresas terceirizadas. 

Tabela 16 - Distribuição absoluta e percentual de vínculos formais ativos por tipo de contratação, 
voltadas à mineração na Amazônia Legal, segundo subclasse CNAE 2.0, 2024. 

Fonte: RAIS (2024)/MTE. 
Elaboração: Elaborado pelo autor (2024). 

A caracterização dos trabalhadores (Tabela 17) revela um setor ainda predominante-
mente masculino, com presença reduzida de mulheres, embora superior à de outros 
setores industriais. Na extração de minério de ferro, 72,7% dos vínculos são ocupa-
dos por homens, percentual que sobe para 80,9% no alumínio. A extração de minérios 
não-ferrosos registra 74,1% de vínculos masculinos. Ainda que minoritária, a presença 
feminina varia entre 19% e 27%, o que indica espaços de inserção, provavelmente em 
áreas administrativas, laboratoriais ou de apoio técnico. 

No que diz respeito à faixa etária, há predominância de trabalhadores adultos entre 30 e 
49 anos. Na extração de ferro, 40,9% dos trabalhadores estão entre 30 e 39 anos, e 29,8% 
entre 40 e 49. Situação semelhante ocorre nas demais atividades, com percentuais que 
giram em torno de 60% nessa faixa. Jovens entre 18 e 29 anos também têm presença ex-
pressiva, sobretudo na extração de minérios metálicos não-ferrosos, onde representam 
mais de 25%. Isso sugere certa abertura à renovação do quadro de trabalhadores, espe-
cialmente em atividades menos consolidadas. 

A escolaridade dos trabalhadores reforça a exigência de qualificação básica e técnica. 
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A maioria possui ensino médio completo: 74,3% na extração de ferro, 69,9% no 
alumínio e 71,8% nos minérios metálicos. O ensino superior completo também está 
presente em proporções relevantes, especialmente no ferro (20,1%) e alumínio 
(21,3%). Por outro lado, os níveis de escolaridade mais baixos (fundamental e 
analfabetismo) são raros, com exceção do alumínio, que tem 5,8% de analfabetos — 
um dado que pode indicar precarização localizada. 

O número de trabalhadores com pós-graduação é muito baixo, com percentuais inferi-
ores a 1%. Isso sugere que, apesar da complexidade técnica da atividade mineral, a 
formação stricto sensu ainda não é amplamente demandada nas funções operacionais. 
Essa constatação reforça a centralidade do ensino técnico e do nível médio como base 
para a inserção no setor. 

Tabela 17 - Distribuição absoluta e percentual do Perfil dos vínculos: sexo, cor/raça, faixa etária e esco-
laridade, do trabalhadores ligados mineração da Amazônia Legal, segundo subclasse CNAE 2.0, 2024. 

Fonte: RAIS (2024)/MTE. 
Elaboração: Elaborado pelo autor (2024). 
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A jornada de trabalho no setor mineral varia consideravelmente conforme a atividade 
(Tabela 18). A extração de minério de ferro se destaca por manter 95,1% dos vínculos 
com carga horária entre 31 e 40 horas semanais, sugerindo contratos formais e regulares. 
Por outro lado, na extração de alumínio, 72,6% dos trabalhadores atuam entre 41 e 44 
horas semanais, e outros 23,8% superam as 48 horas, revelando regimes mais intensos e, 
possivelmente, maior sobrecarga. A extração de minérios não-ferrosos apresenta maior 
diversidade: 75,1% têm jornada regular de até 40 horas, mas há registros em todas as 
faixas horárias, inclusive turnos parciais. 

Quanto ao tempo de permanência no emprego, a extração de minério de ferro apresen-
ta alta estabilidade: 35,2% dos vínculos têm mais de 10 anos, e 19,9% entre 5 e 10 anos. 
A extração de alumínio também registra estabilidade significativa (36,3% com mais de 
10 anos). Já na extração de minérios metálicos não-ferrosos, a maior parte dos vínculos 
(37,5%) está entre 1 e 2 anos, o que pode indicar operações mais recentes ou com maior 
rotatividade. A extração de outros minerais não-metálicos, embora com poucos víncu-
los, apresenta padrão semelhante. 

A análise da remuneração mostra que a mineração é um setor com salários médios acima 
da média nacional. Na extração de ferro, as faixas entre 2,01 e 5 SM concentram 47,2% 
dos vínculos, e há participação significativa nas faixas superiores, inclusive acima de 10 
SM (6,7%). A extração de alumínio segue padrão similar, com 24,3% entre 2,01 e 3 SM e 
18,8% entre 3,01 e 4 SM. A extração de minérios metálicos não-ferrosos também apre-
senta remunerações elevadas, com 21,8% entre 2,01 e 3 SM e 12,5% entre 5,01 e 7 SM. 

As faixas salariais mais baixas (até 1,5 SM) têm pouca expressão, exceto na extração de 
alumínio (5,4%), o que pode estar ligado a funções auxiliares. O número de vínculos 
sem informação salarial é elevado apenas na extração de outros minerais não-metálicos 
(29,6%), o que limita a análise dessa categoria. No geral, os dados apontam para uma re-
muneração atrativa, compatível com a natureza estratégica e de alto risco das atividades. 
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Tabela 18 - Distribuição absoluta e percentual da Faixa de Horas Contratuais, Tempo de Permanência no 
Emprego e Remuneração do trabalhadores ligados à mineração na Amazônia Legal, 

segundo subclasse CNAE 2.0, 2024. 

Fonte: RAIS (2024)/MTE. 
E laboração: Elaborado pelo autor (2024). 
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4.1.4. Dinâmicas Sindicais e Acordos Coletivos 

Os sindicatos surgem como resultado direto das tensões inerentes ao sistema capitalis-
ta. São organizações que representam os interesses dos trabalhadores e desempenham 
um papel essencial na mediação entre o patronato e a classe trabalhadora. Desde a sua 
origem, na primeira metade do século XIX, os sindicatos nascem como uma resposta às 
condições de trabalho degradantes e à fraca remuneração impostas aos operários duran-
te a Revolução Industrial (DIEESE, 2017). 

Num contexto em que o poder econômico e contratual se encontrava fortemente con-
centrado nas mãos dos empregadores, os sindicatos lutam para equilibrar esta balança, 
oferecendo aos trabalhadores uma forma de resistência organizada. Ao unir vozes e 
forças, os sindicatos procuram compensar a desigualdade estrutural da relação entre 
capital e trabalho, marcada historicamente por conflitos de interesses. 

A sua atuação vai para além da simples reivindicação salarial: os sindicatos lutam por 
melhores condições de trabalho, estabilidade no emprego e proteção social de tra-
balhadores socialmente vulneráveis. Tornam-se, assim, atores fundamentais no proces-
so de construção de direitos trabalhistas e na consolidação de democracias mais justas e 
participativas. 

No Brasil, existem 17.276 sindicatos registrados, dos quais 11.975 representam tra-
balhadores e 5.301, empregadores (Brasil, 2025). Segundo dados divulgados pelo IBGE 
em 2024, com base no levantamento de 2023, dos 100,7 milhões de pessoas ocupadas no 
país, apenas 8,4%, o equivalente a aproximadamente 8,4 milhões de indivíduos eram 
associadas a sindicatos. 

Esses números revelam uma realidade marcante: apesar da expressiva quantidade de 
sindicatos no Brasil, a taxa de sindicalização é relativamente baixa. Com apenas 8,4% 
dos trabalhadores ocupados vinculados a sindicatos, percebe-se um certo esvaziamento 
da representatividade sindical na prática, mesmo diante de uma estrutura formal ampla. 

Esse fenômeno pode ser explicado por diversos fatores, como a perda de confiança dos 
trabalhadores nas entidades sindicais, a fragmentação do movimento sindical — inten-
sificada pelo elevado número de sindicatos — e os impactos da reforma trabalhista de 
2017, que enfraqueceu o financiamento das entidades ao tornar a contribuição sindical 
opcional. Além disso, o crescimento das formas de trabalho informais e autônomas tam-
bém contribui para esse distanciamento. 
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Essa baixa sindicalização pode comprometer a capacidade de mobilização coletiva e de 
negociação por melhores condições de trabalho, especialmente em um contexto de pre-
carização das relações laborais e crescimento de empregos com baixa proteção social. 
Assim, apesar da robusta estrutura sindical, há um claro desafio em reconectar os sindi-
catos à realidade dos trabalhadores contemporâneos 

No Quadro 9 são destacados os principais sindicatos que atuam na Amazônia Legal, com 
foco nos setores de energia elétrica, petróleo e gás, hidrelétricas, energia eólica e solar. 
Além de mapear as organizações sindicais representativas, analisa-se também suas vin-
culações a federações, confederações e centrais sindicais, considerando a importância 
dessas articulações para a estruturação da luta coletiva. A identificação dessas entidades 
e suas relações institucionais permite compreender a diversidade e a complexidade do 
movimento sindical na região, bem como seu papel estratégico na mediação de conflitos 
trabalhistas, na promoção de direitos sociais e na defesa de condições dignas de trabalho 
em setores críticos para o desenvolvimento econômico da Amazônia Legal. 

A análise do Quadro 4 revela a diversidade e a complexidade do sindicalismo na Amazônia 
Legal, especialmente em setores estratégicos como construção civil, energia elétrica, 
petróleo, gás e transportes. A presença de diferentes centrais sindicais — como CUT, 
Força Sindical, CTB e CSB — demonstra que o movimento sindical na região é plural e, 
muitas vezes, segmentado em termos de orientação política e estratégias de atuação. 
Essa diversidade institucional pode fortalecer a luta coletiva ao oferecer múltiplos canais 
de diálogo e pressão, mas também pode representar um desafio na articulação unificada 
de pautas e demandas em setores críticos para o desenvolvimento regional. 

Observa-se que, em alguns casos, a vinculação sindical apresenta variações de acordo 
com o estado, ou até mesmo ausência de central sindical formalmente associada. Esse 
cenário indica que, apesar da robusta estrutura de sindicatos mapeados, ainda existem 
lacunas em termos de coordenação nacional e de uniformização das estratégias de ação, 
o que pode enfraquecer a capacidade de mobilização em escala regional.

O levantamento realizado no Quadro 4 oferece uma visão importante sobre as dinâmicas 
sindicais na Amazônia Legal e evidencia a necessidade de reaproximação dos sindicatos 
com as bases trabalhadoras. Em um contexto de baixa taxa de sindicalização, 
precarização do trabalho e desafios ambientais e econômicos próprios da região, 
torna-se fun-damental fortalecer as articulações sindicais e ampliar sua capacidade de 
representação efetiva, especialmente em setores de grande impacto social e ambiental. 
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Quadro 7 - Sindicatos que atuam na Amazônia 

Fonte: Brasil (2025). 

Os sindicatos desempenham um papel fundamental na defesa dos direitos trabalhistas 
no Brasil, especialmente em setores estratégicos como energia elétrica, petróleo, gás, 
biocombustíveis e derivados, com forte atuação na Amazônia Legal. Em um cenário em 
que os conflitos entre empregadores e trabalhadores são frequentes — seja por disputas 
salariais, condições de trabalho ou acesso a benefícios sociais — a participação sindical 
torna-se indispensável para a mediação desses interesses divergentes e para a efetivação 
de direitos (Anexo 2). 

O recurso da nuvem de palavras (Figura 8) evidencia as principais pautas de reivindi-
cação dos trabalhadores expressas nos acordos e convenções coletivas de trabalho. 
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A análise desse recurso reforça a compreensão de que os sindicatos são agentes funda-
mentais na promoção do equilíbrio entre as demandas operacionais das empresas e a 
efetivação dos direitos sociais dos trabalhadores. Através da ação sindical organizada, 
são assegurados reajustes salariais que, em muitos casos, superam a inflação, bem como 
a conquista de benefícios como auxílio-creche, vale-refeição, apoio à educação, 
participação nos lucros e assistência a dependentes com deficiência. Essas conquistas 
demonstram que a atuação sindical vai além da negociação econômica, 
consolidandose como um instrumento de humanização das relações laborais. 

Na região Norte, onde os desafios territoriais, logísticos e sociais são intensificados 
pelas condições da Amazônia, a atuação sindical assume um caráter ainda mais 
estratégico. Os acordos coletivos firmados demonstram que a luta dos trabalhadores 
não se lim-ita a reivindicar melhores salários, mas também inclui a construção de 
ambientes de trabalho mais seguros, inclusivos e justos. Cláusulas específicas que 
garantem estabilidade a gestantes, acidentados e pré-aposentados, além de licenças 
para vítimas de violência doméstica, evidenciam o compromisso dos sindicatos com a 
proteção dos mais vulneráveis. A incorporação de direitos para uniões homoafetivas 
e a ampliação de benefícios sociais reforçam a promoção da equidade no ambiente de 
trabalho. 

Outro aspecto relevante da atuação sindical é sua capacidade de adaptação às 
transformações do mercado. Muitos acordos contemplam mecanismos de 
flexibilização da jornada de trabalho, como o regime 12x36, o banco de horas e o 
home office, conciliando as necessidades da produção com a preservação dos 
direitos trabalhistas. A substituição de auxílios tradicionais por modalidades mais 
modernas, como o seguro de vida, revela a capacidade dos sindicatos de responder 
às mudanças nas dinâmicas laborais contemporâneas. Esses avanços, muitas vezes 
negociados em contextos de conflito, são acompanhados por cláusulas de proteção 
jurídica, como a previsão de multas para o descumprimento dos acordos e o 
fortalecimento das instâncias de representação coletiva. 

Em estados como Amazonas, Amapá, Acre, Tocantins e Maranhão, onde grande parte 
da mão de obra está exposta a condições de trabalho adversas e à precarização, os 
sindicatos tornam-se protagonistas não apenas da luta por direitos, mas também da 
democratização das relações de trabalho. Suas ações ampliam a voz dos trabalhadores 
em processos decisórios e asseguram que suas realidades específicas sejam 
consideradas nas mesas de negociação. Assim, mais do que meros agentes de 
reivindicação salarial, os sindicatos assumem um papel transformador, promovendo a 
valorização da dignidade humana, a justiça social e a inclusão em um dos contextos 
regionais mais desafiadores do país. 
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Figura 8 - Principais Reivindicação dos Acordos. 

Fonte: Brasil (2025). 

4.2. Políticas de Transição Energética para a Região Amazônica 

A Política Nacional de Transição Energética (PNTE), aprovada em agosto de 2024, repre-
senta um marco significativo na estratégia do Brasil para reduzir as emissões de gases 
de efeito estufa e promover uma economia mais sustentável. Essa política está alinhada 
a outras iniciativas governamentais, como o Plano de Transformação Ecológica, tendo 
como principal objetivo a descarbonização de setores estratégicos, incluindo a indústria, 
os transportes, o setor elétrico, a mineração e a indústria de petróleo e gás natural (Bra-
sil, 2025). 

Dentre as principais diretrizes da PNTE, destaca-se a previsão da descontinuidade do 
uso de combustíveis fósseis, com o incentivo à adoção de fontes de energia mais limpas 
e renováveis. Essa medida apresenta um elevado potencial econômico, com a expecta-
tiva de atrair aproximadamente dois trilhões de reais em investimentos na denominada 
“economia verde”, fomentando o desenvolvimento tecnológico e a geração de empregos 
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sustentáveis no país. 

Para a concretização dos objetivos da PNTE, o governo federal estruturou o Plano Na-
cional de Transição Energética (Plante), um plano de ações de longo prazo voltado para 
orientar os esforços governamentais e de outros atores na construção de uma matriz 
energética mais sustentável. O Plante está articulado com outras políticas e programas, 
como a Nova Indústria Brasil, o Programa de Aceleração do Crescimento (PAC) e o Pacto 
pela Transformação Ecológica, assegurando uma abordagem integrada para a transição 
energética (Brasil, 2025). 

Ademais, o governo tem desenvolvido programas específicos, como o Energias da 
Amazônia, voltado para a promoção do uso de fontes sustentáveis na região amazônica, 
onde a infraestrutura energética constitui um desafio significativo. Essa iniciativa busca 
conciliar o desenvolvimento regional com a conservação ambiental, garantindo que a 
transição energética ocorra de maneira inclusiva e eficiente em todo o território nacion-
al (Brasil, 2023). 

Assim, o Decreto nº 11.648/2023 instituiu, por meio do Ministério de Minas e Energia 
(MME), o Programa Energias da Amazônia. De acordo com o governo Federal, este será 
considerado o maior programa de descarbonização do país. Seu objetivo é reduzir o uso 
de óleo diesel na produção de energia na região, diminuindo assim a emissão de gases de 
efeito estufa. O programa busca garantir a qualidade e segurança do suprimento de en-
ergia elétrica para mais de 3,1 milhões de pessoas atendidas por Sistemas Isolados1, que 
são cidades e vilas cuja energia elétrica é gerada localmente, sem conexão com o Sistema 
Interligado Nacional (SIN). Dessa forma, o programa contribui para a melhoria da qual-
idade de vida das populações amazônicas, promovendo o desenvolvimento regional e 
reduzindo os impactos ambientais. 

A transição energética na região amazônica brasileira é impulsionada tanto por inicia-
tivas federais quanto estaduais. No âmbito estadual, o estado do Amazonas tem demon-
strado comprometimento com a transição energética por meio de diversas ações, tais 
como: 
1No contexto brasileiro, “sistemas isolados” e “geração distribuída” são conceitos distintos. Sistemas iso-
lados referem-se a regiões, majoritariamente na Amazônia Legal, que não estão conectadas ao Sistema 
Interligado Nacional (SIN) e, por isso, dependem de geração local de energia — geralmente termelétrica 
a diesel — com operação independente. Já a geração distribuída consiste na produção de energia pelo 
próprio consumidor (como painéis solares), conectada à rede de distribuição (SIN), permitindo inclusive o 
abatimento de créditos na conta de luz. 
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• Criação da Secretaria Executiva de Mineração, Energia, Petróleo e Gás (SEMIG): 
Responsável pela formulação, coordenação e implementação de políticas públicas 
nos setores de energia e energias renováveis, visando atrair investimentos 
alinhados ao desenvolvimento sustentável do estado.

• Lei Estadual nº 5.350/2020: Sancionada em dezembro de 2020, essa legislação 
estabelece a política estadual de incentivo às fontes renováveis de energia e às 
tecnologias de eficiência energética, promovendo a diversificação da matriz 
energética amazonense (Amazonas, 2020).

Apesar do avanço em estados como o Amazonas, iniciativas semelhantes em outros esta-
dos da Amazônia, como Acre, Amapá, Maranhão, Mato Grosso, Pará, Rondônia, Roraima 
e Tocantins, ainda são limitadas. A transição energética na região enfrenta desafios rela-
cionados à governança e à implementação de políticas públicas eficazes, uma vez que a 
ausência de uma estrutura administrativa e legal consolidada pode dificultar a promoção 
do desenvolvimento socioeconômico sustentável na Amazônia. 

Portanto, além das iniciativas federais, é fundamental que cada estado amazônico 
desen-volva e implemente políticas próprias de transição energética, adaptadas às suas 
especificidades, a fim de viabilizar uma matriz energética mais limpa e sustentável em 
toda a região. 

4.3 Transição Energética na Amazônia: desafios, impactos e 
alternativas sustentável 

A transição energética na Amazônia Brasileira apresenta desafios e oportunidades singu-
lares, refletindo a complexa interação entre desenvolvimento econômico, preservação 
ambiental e impactos sociais. A Usina Hidrelétrica de Belo Monte, localizada no rio Xin-
gu, no estado do Pará, exemplifica essa dinâmica e serve como um estudo de caso essen-
cial para compreender os efeitos da expansão da infraestrutura energética na região. 

Belo Monte é uma das maiores hidrelétricas do mundo, com capacidade instalada de 
11.233 MW (EPE, 2024). Sua construção visava atender à crescente demanda por ener-
gia elétrica no Brasil, reforçando a matriz energética predominantemente renovável do 
país. No entanto, o empreendimento gerou intensos debates sobre seus impactos ambi-
entais e sociais, especialmente para as comunidades locais. 

Fearnside (2019) destaca que as populações indígenas e ribeirinhas são as mais afetadas 
pela construção de hidrelétricas. O reassentamento forçado, a perda de terras e recursos 
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o desmatamento em larga escala e a perda de biodiversidade na região, causada pela 
inundação de vastas áreas de floresta. Além disso, a alteração do fluxo do Rio Xingu 
afetou drasticamente os peixes, prejudicando a pesca, que é essencial para a 
sobrevivência das comunidades locais.

Os impactos sociais também foram severos. Milhares de famílias foram deslocadas de 
suas terras sem compensações adequadas, resultando em empobrecimento e 
dificuldades para se estabelecerem em novas áreas. A redução da pesca impactou a 
segurança alimentar, agravando a vulnerabilidade dessas populações. Para Castro e 
Carmo (2019), Brasil (2016), os conflitos entre empresas, governo e comunidades se 
intensificaram devido à falta de consulta prévia aos afetados, gerando protestos e 
ações judiciais para tentar minimizar os danos causados pelo empreendimento. 

A Usina Hidrelétrica de Santo Antônio, localizada no Rio Madeira, em Rondônia, 
também gerou grandes controvérsias. Empresas como a Santo Antônio Energia e 
construtoras como a Odebrecht foram responsáveis pelo projeto, que contou com 
apoio do governo federal. No entanto, as comunidades ribeirinhas e povos indígenas 
da região denunciaram a falta de diálogo e planejamento adequado. Ambientalistas 
alertaram para a mudança no regime do Rio Madeira, o que afetou a fauna aquática e 
reduziu a qualidade da água. Além disso, o represamento do rio intensificou processos 
de erosão e assoreamento, comprometendo ainda mais o ecossistema (Mapas de 
conflitos, 2023). 

Para Castro e Carmo (2019); Brasil (2016); Fearnside (2019) as populações locais 
sofreram com o deslocamento forçado, sendo muitas vezes reassentadas em locais 
inadequados. O crescimento desordenado das cidades próximas, impulsionado 
pelo aumento da migração de trabalhadores, gerou problemas de 
infraestrutura e saneamento. Além disso, a proliferação de doenças associadas às 
mudanças no curso do rio, como a malária, impactou negativamente a saúde pública, 
ampliando os desafios enfrentados pelos moradores da região. 
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Outra hidrelétrica que causou impactos significativos foi a Usina Hidrelétrica de Jirau, 
também no Rio Madeira. O empreendimento, operado pela Energia Sustentável do 
Brasil (ESBR), enfrentou críticas de organizações ambientais e movimentos sociais. O 
represamento das águas alterou drasticamente o ecossistema do rio, colocando em 
risco várias espécies aquáticas. A decomposição da vegetação submersa contribuiu 
para a emissão de gases de efeito estufa, um fator pouco considerado em grandes 
hidrelétricas. Além disso, o aumento do nível da água modificou habitats naturais, 
prejudicando a repro-dução de espécies essenciais para a biodiversidade local. 

Para Castro e Carmo (2019), os impactos sociais também foram profundos. Muitos 
ribeirinhos e indígenas foram expulsos de seus territórios sem um planejamento 
adequado para reassentamento. A pesca, principal fonte de subsistência para 
diversas comunidades, foi comprometida, levando ao aumento da insegurança 
alimentar. Além disso, a construção da usina atraiu uma grande quantidade de 
trabalhadores, o que gerou um aumento da violência e do custo de vida nas cidades 
próximas, aprofundando ainda mais as desigualdades sociais na região. 

A Usina Hidrelétrica de Balbina, localizada no Amazonas, é frequentemente citada 
como um dos piores exemplos de impacto ambiental causado por uma hidrelétrica. 
Construída e operada pela Eletronorte, a usina alagou uma vasta área da Floresta 
Amazônica para uma produção de energia extremamente baixa em relação ao dano 
ambiental causado. Estudos indicam que sua eficiência energética é uma das mais 
baixas do país, enquanto a destruição de habitats naturais foi catastrófica. A 
decomposição da vegetação inundada levou a uma significativa emissão de metano, um 
dos principais gases responsáveis pelo aquecimento global, tornando a usina um 
grande problema ambiental. 

Para Fearnside (2015; 2019), os impactos sociais foram igualmente severos, os indígenas 
Waimiri-Atroari, que viviam na região, foram forçados a deixar suas terras, perdendo 
territórios sagrados e áreas essenciais para caça e pesca. A interrupção de seus modos 
de vida tradicionais resultou na desestruturação de suas comunidades e na perda de sua 
identidade cultural. Além disso, o reassentamento dessas populações não foi realizado 
de maneira eficaz, deixando muitos sem alternativas sustentáveis para sua 
sobrevivência. Esse caso emblemático demonstra os graves erros de planejamento e 
execução de grandes projetos hidrelétricos na Amazônia. 
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Os impactos ambientais das hidrelétricas na Amazônia também são alarmantes. A 
inundação de vastas áreas de floresta tropical provoca perda de biodiversidade e 
emissão de gases de efeito estufa (GEE). Fearnside (2019), Brasil (2016) explicam que 
os reservatórios de hidrelétricas tropicais liberam grandes quantidades de metano e 
dióxido de carbono, contribuindo para o aquecimento global. A decomposição da 
vegetação inundada e a liberação de gases das águas profundas são fatores críticos 
nesse processo. O autor contesta a visão de que a energia hidrelétrica é “limpa”, 
argumentando que, em certos casos, seus impactos climáticos podem ser comparáveis 
ou até superiores aos das usinas termelétricas a combustíveis fósseis. 

Além das emissões de GEE, a construção de barragens na Amazônia está associada ao 
desmatamento, tanto pela inundação direta quanto pela abertura de estradas e o aumen-
to da migração para a região. Outro problema relevante é a contaminação por mercúrio, 
que, ao ser metalizado nos reservatórios, se acumula na cadeia alimentar, representando 
um grave risco à saúde humana, especialmente para populações que dependem da pes-
ca. 

Fearnside (2019; 2015) também critica a distorção econômica gerada pelos subsídios à 
indústria do alumínio. Grande parte da energia produzida por barragens como Tucuruí 
é destinada a empresas multinacionais, que pagam tarifas altamente subsidiadas. Essa 
política, financiada pelos contribuintes brasileiros, beneficia principalmente 
corporações estrangeiras, enquanto muitas comunidades locais permanecem sem 
acesso adequado à eletricidade. 

Os demais estados da Amazônia Legal enfrentam desafios semelhantes no setor 
energético. No Amazonas, por exemplo, muitas localidades dependem de usinas 
termelétricas movidas a diesel, o que encarece a eletricidade e gera altas emissões de 
CO₂ (EPE, 2024). Investimentos em energia solar e eólica poderiam reduzir essa 
dependência e tornar o abastecimento mais sustentável. 

No Acre e em Roraima, a ausência de conexão com o Sistema Interligado Nacional (SIN) 
aumenta a vulnerabilidade energética. Roraima, por exemplo, importava energia da 
Venezuela até 2019 e, após a interrupção desse fornecimento, passou a depender quase 
exclusivamente de termelétricas. A expansão das energias renováveis nesses estados 
fortaleceria a segurança energética e reduziria os custos. 

O Pará, onde Belo Monte está situada, desempenha um papel estratégico na matriz 
energética brasileira. Além dessa usina, o estado abriga Tucuruí, outra grande geradora 
de eletricidade.
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No entanto, a infraestrutura de distribuição dentro do próprio estado ainda é deficiente, 
resultando em regiões com acesso precário à eletricidade. 

A transição energética na Amazônia precisa considerar o potencial de outras fontes 
renováveis além da hidreletricidade. A energia solar tem apresentado crescimento 
expressivo no Brasil, e a Amazônia, com altos índices de radiação solar, poderia se 
beneficiar amplamente dessa tecnologia, especialmente para abastecer comunidades 
isoladas. 

Da mesma forma, a energia eólica, embora ainda pouco explorada na região, 
poderia complementar a matriz energética amazônica. Estudos indicam que áreas do 
Maranhão e do Tocantins possuem grande potencial para geração elétrica a partir dos 
ventos, o que ajudaria a diversificar as fontes de energia na região. 

Os exemplos citados demonstram que, embora as hidrelétricas sejam uma alternativa 
aos combustíveis fósseis, elas trazem desafios significativos. O desrespeito aos direitos 
das populações tradicionais e os danos irreversíveis ao meio ambiente indicam a neces-
sidade urgente de um modelo energético mais sustentável e menos agressivo. O 
Brasil deve investir em fontes alternativas de energia, como a solar e a eólica, além de 
garantir que qualquer grande empreendimento passe por processos mais 
transparentes e inclusivos, evitando a repetição dos erros do passado. 

A Convenção 169 da Organização Internacional do Trabalho (OIT) destaca a 
importância da consulta prévia, livre e informada aos povos indígenas, comunidades 
quilombolas e outros grupos tradicionais antes da implementação de projetos que 
possam afetar seus territórios e modos de vida (Terra de Direitos, 2023). No 
entanto, muitos projetos hidrelétricos no Brasil não cumprem essa exigência, 
resultando em impactos severos para essas populações. O não cumprimento dessa 
convenção reforça a violação dos direitos humanos e culturais dessas comunidades, 
tornando essencial a aplicação rigorosa dessas normas para garantir que grandes 
empreendimentos respeitem a autodeterminação e o bem-estar desses povos. 

5. CONSIDERAÇÕES FINAIS

A análise da matriz energética da Amazônia Legal evidencia a centralidade da região 
no fornecimento de energia para o Brasil, mas também revela contradições profundas 
que desafiam a sustentabilidade do modelo atual. A ampla disponibilidade de recursos 
naturais, especialmente hídricos, sustentou uma estrutura energética concentrada em 
grandes projetos de geração elétrica, muitos dos quais foram implantados com forte 
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impacto social e ambiental. Esse cenário revela a necessidade urgente de repensar 
o modelo de desenvolvimento energético adotado, integrando a preservação ambiental 
e a justiça social como premissas básicas. 

As grandes usinas hidrelétricas, como Belo Monte, Tucuruí, Jirau e Santo Antônio, 
exemplificam a tensão entre a busca por segurança energética e os impactos deletérios 
sobre os ecossistemas amazônicos e as populações locais. Embora sejam responsáveis 
por garantir parte significativa da energia consumida no país, essas usinas também 
provo-caram deslocamentos de comunidades, perda de biodiversidade e mudanças 
nos ciclos hidrológicos. Esses custos, historicamente invisibilizados, precisam ser 
trazidos para o centro do debate sobre a matriz energética nacional. 

A diversificação da matriz na Amazônia é incipiente, mas crescente. A energia solar, 
a biomassa e, em menor medida, a energia eólica, apresentam potencial para 
contribuir para a redução da dependência hídrica. Contudo, esses setores ainda 
enfrentam limitações severas em termos de escala, infraestrutura e financiamento. A 
adoção dessas alternativas requer planejamento estratégico, políticas públicas 
consistentes e investimentos em inovação tecnológica para garantir competitividade e 
sustentabilidade. 

O diagnóstico do emprego no setor energético da Amazônia revelou desigualdades 
estruturais que reforçam as dinâmicas históricas de exclusão. A maior parte dos 
postos de trabalho é concentrada em funções operacionais, com baixos níveis de 
qualificação exigida e limitadas possibilidades de ascensão profissional. As funções 
estratégicas e de maior remuneração, por sua vez, seguem majoritariamente ocupadas 
por profissionais vindos de outras regiões, perpetuando a evasão de renda e a 
marginalização da mão de obra local. Além disso, a análise apontou a predominância 
de vínculos formais regidos pela CLT, o que garante um grau mínimo de proteção.
o No entanto, a prevalência de contratos determinados, terceirizações e alta 
rotatividade em determinados segmentos evidencia a precarização progressiva das 
relações de trabalho, fenômeno agravado após a reforma trabalhista de 2017. Essa 
realidade fragiliza ainda mais o poder de barganha dos trabalhadores locais e 
dificulta a construção de trajetórias laborais estáveis.

O mapeamento das organizações sindicais atuantes nos setores de energia e transportes 
revelou um quadro de grande fragmentação. Apesar da existência de sindicatos filiados 
a diferentes centrais — como CUT, Força Sindical, CTB e CSB —, a baixa taxa de 
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sindicalização dos trabalhadores e a multiplicidade de entidades impedem a construção 
de pautas unificadas e enfraquecem a capacidade de mobilização coletiva. A retomada 
da força sindical é condição indispensável para o fortalecimento dos direitos trabalhistas 
na Amazônia. 

Essa fragilidade sindical também reflete as transformações recentes no mercado de 
trabalho amazônico, marcado pelo crescimento do trabalho informal, autônomo e pre-
cário. A ausência de representação efetiva amplia a vulnerabilidade dos trabalhadores 
diante das transformações tecnológicas e da reestruturação produtiva, especialmente 
em setores intensivos em inovação como o de energias renováveis. Sem sindicatos fortes 
e conectados às bases, as chances de inclusão social na transição energética serão 
severamente comprometidas. 

A transição energética, entendida como a substituição progressiva de fontes fósseis por 
renováveis, não deve ser concebida apenas como uma mudança técnica, mas sim como 
um processo social, econômico e político profundo. Na Amazônia, essa transição precisa 
ser territorializada, respeitando as especificidades regionais, culturais e ambientais, sob 
pena de aprofundar desigualdades históricas. A transição energética justa emerge, nesse 
contexto, como um imperativo ético e estratégico. 

Para ser justa, a transição energética na Amazônia deve garantir a inclusão efetiva das 
comunidades locais nos processos decisórios, a distribuição equitativa dos benefícios 
econômicos, a proteção dos direitos territoriais e culturais dos povos indígenas e 
tradi-cionais, e a geração de empregos dignos e qualificados. É fundamental superar o 
modelo extrativista-exportador que historicamente caracterizou a relação da região 
com o restante do país e o mercado internacional. 

A geração distribuída, especialmente a partir de fontes solares, surge como uma opor-
tunidade concreta para democratizar o acesso à energia na Amazônia, reduzir as 
desigualdades de acesso e promover a autonomia energética das comunidades isoladas. 
Programas como o “Mais Luz para a Amazônia” sinalizam avanços importantes, mas ain-
da são insuficientes frente às dimensões do desafio. É necessário ampliar os investimen-
tos, desburocratizar o acesso e promover formação técnica local para a manutenção e 
operação dos sistemas. 

Outra dimensão crucial diz respeito à conservação ambiental. A expansão de fontes 
renováveis deve ser compatível com a preservação da biodiversidade e dos serviços 
ecossistêmicos fundamentais prestados pelas florestas, rios e manguezais amazônicos. 
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Projetos de geração de energia, ainda que renovável, não podem reproduzir lógicas pre-
datórias. A avaliação de impacto socioambiental rigorosa e o respeito aos processos de 
consulta livre, prévia e informada são princípios que precisam ser rigorosamente obser-
vados. 

O caso das tentativas de exploração de petróleo na foz do Rio Amazonas, barradas por 
decisão do IBAMA, é emblemático da tensão entre a exploração econômica e a preser-
vação ambiental na Amazônia. A proteção dos ecossistemas marinho-costeiros é vital 
não apenas para a biodiversidade local, mas também para o equilíbrio climático global. 
A aposta no petróleo em plena emergência climática é um retrocesso que contraria os 
compromissos assumidos pelo Brasil em fóruns internacionais. 

Ao mesmo tempo, o fortalecimento de cadeias produtivas associadas às energias 
renováveis pode abrir novas possibilidades para o desenvolvimento sustentável 
regional. A produção de biocombustíveis a partir de culturas amazônicas, a instalação 
de pequenas centrais hidrelétricas com baixo impacto, e o aproveitamento 
energético de resíduos agrícolas são caminhos que podem articular geração de renda, 
inclusão social e preser-vação ambiental. 

O sucesso da transição energética amazônica dependerá, também, da capacidade de ar-
ticulação entre diferentes escalas de governo — federal, estadual e municipal —, bem 
como da construção de parcerias sólidas entre o setor público, a iniciativa privada, as 
universidades e a sociedade civil organizada. A governança participativa é fundamental 
para garantir que os projetos reflitam as necessidades e interesses das populações locais 
e não apenas dos grandes grupos econômicos. 

A formação e qualificação profissional dos trabalhadores amazônicos é outro eixo es-
tratégico. Sem políticas públicas robustas de capacitação técnica, os postos de trabalho 
gerados pela nova matriz energética continuarão sendo preenchidos por mão de 
obra externa, reproduzindo o ciclo histórico de exclusão. Investir em educação 
profissionalizante, tecnologia e inovação adaptadas às realidades amazônicas é 
condição para pro-mover desenvolvimento endógeno e autonomia regional. 

Do ponto de vista econômico, é preciso reconhecer que a transição energética pode 
impulsionar a diversificação produtiva da Amazônia, hoje excessivamente dependente 
da exploração de recursos naturais. Setores como a bioeconomia, a engenharia de 
energias renováveis e os serviços ambientais oferecem alternativas promissoras para a 
geração de emprego e renda de forma sustentável. 
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No entanto, é fundamental que a transição não se restrinja às lógicas do mercado. 
A transformação do modelo energético deve ser acompanhada da transformação dos 
paradigmas de desenvolvimento, rompendo com a ideia de que a Amazônia é apenas 
uma fronteira de recursos a serem explorados. A valorização dos conhecimentos 
tradicionais, a promoção da autonomia dos territórios e a centralidade da justiça social 
devem guiar esse novo caminho. 

A análise dos dados sobre desemprego e desigualdade regional reforça a necessidade de 
políticas públicas específicas para a Amazônia Legal, capazes de enfrentar as assimetrias 
históricas que ainda caracterizam a região. O desafio é garantir que a transição energéti-
ca não aprofunde essas desigualdades, mas funcione como motor de inclusão social e 
redução da pobreza. 

As experiências internacionais mostram que uma transição energética justa não ocorre 
espontaneamente: ela é fruto de escolhas políticas deliberadas, de forte regulação públi-
ca e de intensa participação social. No Brasil, e particularmente na Amazônia, isso 
significa enfrentar interesses econômicos poderosos e construir uma nova cultura de 
planejamento energético democrático e sustentável. 

A atuação da sociedade civil, dos movimentos sociais e das organizações de 
trabalhadores será crucial para pressionar por modelos de desenvolvimento mais 
equitativos e sustentáveis. A defesa da Amazônia como patrimônio da humanidade 
passa necessariamente pela defesa de seus povos, de seus territórios e de seus direitos. 

Por fim, a matriz energética da Amazônia Legal não pode ser pensada isoladamente do 
futuro do planeta. Em um contexto de emergência climática global, a preservação da 
Amazônia e a promoção de um modelo energético sustentável são tarefas não apenas na-
cionais, mas civilizatórias. O que está em jogo é a possibilidade de construir alternativas 
reais para um futuro justo, democrático e ambientalmente equilibrado. 

Assim, as discussões realizadas neste trabalho apontam que a transição energética na 
Amazônia precisa ser pensada de forma ampla e integrada, articulando os eixos da sus-
tentabilidade ambiental, da justiça social e da soberania energética. Nenhuma transfor-
mação será efetiva se não colocar no centro a vida e a dignidade dos povos da floresta. 
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Fonte: Ministério do Trabalho (2025). 

Fonte: Ministério do Trabalho (2025). 
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TRANSICIÓN ENERGÉTICA JUSTA 
COLOMBIA – REGIÓN AMAZÓNICA 

ANA CATALINA HERRERA PARRA 



I. CONTEXTO SOCIOECONOMICO – REGIÓN AMAZÓNICA

En Colombia, la región amazónica está conformada por seis departamentos, Amazo-
nas, Caquetá, Guainía, Guaviare, Putumayo y Vaupés. Trata de una región multicultural, 
biodiversa y selvática, dotada de una riqueza natural que la convierte en el centro de 
atención de grandes multinacionales y de procesos extractivos que afectan su territorio. 

Actualmente, Colombia cuenta con una población de 52.32 millones de habitantes, 
siendo la región andina la más poblada albergando el 70.1% de la población y la región 
amazónica la menos poblada, albergando el 2,4% de la población total con un aproxima-
do de 85.056 personas. De éstas, el 62.6% (53.240) son pueblos indígenas (Ministerio de 
Salud y Protección social, 2024). Solo en el departamento del Amazonas existen 22 pueb-
los indígenas que representan el 57,7 % del total presente en la Amazonia colombiana 
(Sinchi, 2022), lo que llama la atención y no los hace ajenos frente a procesos extractivis-
tas poniendo en riesgo la pervivencia de estas comunidades a nivel cultural y a nivel de 
protección del medio ambiente. 

Además, se trata de una población con un alto índice de necesidades básicas insatis-
fechas respecto al promedio colombiano, 45,8% contra un 27,7% (Universidad Nacio-
nal, 2021). Para el año 2023, el Observatorio de migración del Departamento Nacional 
de Planeación, identificó que, el hacinamiento crítico representa un 36.7% y el 100% de 
los respondientes no tiene gas, el 43.3% no tiene alcantarillado y el 80% no tiene acue-
ducto (DNP, 2023). Estos déficits en los resultados económicos y sociales pueden contex-
tualizarse si se considera que la región amazónica constituye una zona golpeada por el 
conflicto armado, donde además coexisten las rentas ilegales derivadas del narcotráfico, 
la minería ilegal y el contrabando (Universidad Nacional, 2021). Estas situaciones tienen 
repercusiones directas en migración del campo a la ciudad. 

Según el DANE, en el segundo semestre de 2024 las regiones con mayores tasas de desocu-
pación fueron Orinoquia, Amazonia y región Insular, contemplado el 13,8%, por su parte 
la tasa global de participación se ubicó en un 60,3% (DANE, 2024). Colombia para el 2022 
tuvo un índice de pobreza multidimensional de 12.9%, mientras que Amazonas tuvo un 
27.9%, más que duplicando el promedio nacional. 

En cuanto a condiciones de vida en la Amazonía, según la Encuesta Nacional de Calidad 
de Vida realizada por el DANE, en el año 2022, el porcentaje de hogares con acceso a ser-
vicios públicos, energía eléctrica es del 93,2% en el sector urbano y del 70,5% en el 
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sector rural, mientras que se evidencia que es del 0,0% de gas natural conectado a la red 
pública. En términos de acueducto la región urbana tiene 68,9% acceso y solo el 10,6% 
en la región rural y el 1,5% a la recolección de basuras en el sector rural. Vale la pena 
mencionar que líderes en la región han indicado que los índices de pobreza deberían in-
corporar la visión de desarrollo para el territorio no solo ligado a la adopción de hábitos 
de la sociedad nacional, (Universidad Nacional, 2019). 

Con relación al acceso a la energía de la región amazónica, los indicadores de pobreza 
multidimensional reflejan que las zonas rurales siguen sin contar con acceso a la energía. 
Cuando hacemos un zoom en la región de la Amazonía, encontramos que es la región 
con menor cobertura energética. Vichada tiene una cobertura del 47.33% y Vaupés del 
49.90%. 

Así pues, la región Amazónica en el contexto de la transición energética tiene una im-
portancia geográfica, ecológica y cultural, que la hace más vulnerable en términos de los 
desafíos que ha tenido que enfrentar fruto de los procesos extractivistas y que requieren 
de una priorización en términos de respeto de la biodiversidad cultural, ambiental ase-
gurando el acceso a la energía de quienes habitan el territorio. 

Asimismo, la Amazonía es la región colombiana con menor participación en el PIB na-
cional, caracterizándose en el 2025 por tener los departamentos con menor PIB, Guainia 
y Vaupés Guainía con 555 y 427 miles de millones de pesos. Una posible razón se vincula 
con la falta de conectividad entre esta y las demás regiones del país. Es claro que la Ama-
zonía ha permanecido como una región geográficamente aislada con poca participación 
en términos de acceso a transporte y escaso desarrollo a nivel industrial. 

Con relación al mercado laboral, según las Encuesta Integrada de Hogares, la región 
amazónica1 en el segundo semestre de 2024, presentó una tasa global de participación 
de 70,0%, mientras que en el mismo periodo del año anterior fue 70,3%. La tasa de ocu-
pación se ubicó en 60,3%, mientras que en el segundo semestre de 2023 fue 60,8%. Por 
su parte, la tasa de desocupación se ubicó en 13,8%, frente al mismo periodo del año 
anterior que se ubicó en 13,6%, lo que indica un deterioro moderado en las condiciones 
laborales de la región. 

1 Según la Encuesta Integrada de Hogares, la conforman Arauca, Casanare, Putumayo, Amazonas, 
Guainía, Guaviare, Vaupés, Vichada y San Andrés. 
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Figura 1: Producto Interno Bruto por departamento, miles de millones de pesos a precios corrientes 

Fuente: Imagen tomada de DANE, Cuentas departamentales. 2025. 

En 2023, la región Amazonía - Orinoquía, presentó un PIB a precios corrientes de 42 billones de 
pesos; participa con el 2,7% del total de la economía del país; está conformando por los departamentos de 
Casanare con una participación dentro de la región de 54,7%; seguido de Arauca con 20,7%, Putumayo con 
13,8%, Guaviare con 3,0%, Amazonas con 2,9%, Vichada con 2,5%, Guainía con 1,3% y Vaupés con 1,0%. 
A precios constantes por encadenamiento con año de referencia 2015 la región Amazonía - Orinoquía 
presentó una variación de 0,9%; las actividades económicas que explican el comportamiento registrado 
en la región, de acuerdo con su contribución son la administración pública y defensa, educación y salud 
con una variación de 4,8%; seguido de la actividad de agricultura, ganadería, caza, silvicultura y pesca con 
2,1%: Contrarrestan el crecimiento de la región las actividades de comercio al por mayor y al por menor, 
transporte, alojamiento y servicios de comida22 con una variación de -1,4% y la industria manufacturera 
con -0,5%. (DANE, 2025). 

Figura 2: Valor agregado de la explotación de minas y canteras, por departamento. 

Fuente: Imagen tomada de DANE, Cuentas departamentales. 2025. 
100 



A continuación presento el perfil económico de cada uno de los departamentos que integran la región 
amazónica, con base en información del Ministerio de Comercio, Industria y Turismo (2025). 

Fuente: Ministerio de Comercio, Industria y Turismo, 2025. Elaboración propia. 

Fuente: Ministerio de Comercio, Industria y Turismo, 2025. Elaboración propia. 

Fuente: Ministerio de Comercio, Industria y Turismo, 2025. Elaboración propia. 
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Fuente: Ministerio de Comercio, Industria y Turismo, 2025. Elaboración propia. 

Fuente: Ministerio de Comercio, Industria y Turismo, 2025. Elaboración propia. 
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Fuente: Ministerio de Comercio, Industria y Turismo, 2025. Elaboración propia. 

Lo anterior nos permite inferir que, la estructura económica esta dominada por el sec-
tor terciario, especialmente el comercio, los hoteles y la reparación de vehículos, junto 
con una alta participación del sector público (administración y defensa). Aunque todos 
los departamentos reportan un 5.5% de participación nacional en el sector minero, la 
actividad minera tiene un peso económico significativo solo en Putumayo, donde repre-
senta el 29.3% del PIB, con el petróleo crudo como principal producto de exportación. 
En contraste, en departamentos como Vaupés y Vichada, esta actividad apenas impacta 
su economía local. 

Las exportaciones no minero energéticas de la región no tienen una participación rele-
vante en el contexto nacional, y en algunos casos, como en Vaupés y Vichada, han pre-
sentado caídas drásticas. Solo Putumayo muestra un comportamiento positivo en ex-
portaciones totales debido al incremento en ventas de petróleo. La actividad agrícola, 
aunque no predominante, tiene cultivos permanentes como el plátano en la mayoría de 
los departamentos y cultivos diferenciadores como la palma de aceite en Vichada. 

En términos empresariales, el sector comercio es el predominante en todos los depar-
tamentos, mientras que la presencia de empresas del sector minero es limitada, con ex-
cepción de Putumayo. El mercado laboral muestra una leve disminución en la tasa de 
participación y ocupación, con un aumento marginal en el desempleo, lo que evidencia 
desafíos persistentes en la generación de empleo formal y sostenible en la región. 

En conjunto, la economía amazónica sigue siendo frágil, con baja diversificación pro-
ductiva, fuerte dependencia del sector público y del comercio local, escasa inserción 
en mercados nacionales e internacionales, y un reto significativo en términos de gener-
ación de valor agregado y fortalecimiento empresarial. 
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II. MATRIZ ENERGÉTICA EN COLOMBIA

Los combustibles fósiles representan cerca del 70 % del consumo final de energía en 
Colombia, con una tendencia creciente en el consumo de combustibles líquidos para 
transporte y de gas natural para diferentes usos. Entre 1980 y el 2021, el carbón ha repre-
sentado entre el 5 % y 10 % del consumo final, el petróleo y combustibles líquidos aproxi-
madamente el 40 %, el gas natural ha aumentado su participación del 3 % al 16 %, a la vez 
que se redujo la participación de la leña del 37 % al 10 % como resultado de sustitución 
de este energético en los procesos de cocción. Finalmente, la electricidad representa hoy 
el 18 % del consumo final de energía. (Ministerio de Minas y Energía, 2022) 

El sector que más consume energía es el transporte (44%) constituyendo uno de los 
grandes desafíos de la transición energética en Colombia. Es seguido por el industrial 
(28%) y el residencial (19%). El sector transporte ha duplicado su demanda de energía, 
según el RUNT en el país contamos con más de 19 millones de vehículos, por su parte el 
sector industrial depende en gran medida del carbón, le sigue el gas natural, la energía 
eléctrica y el bagazo (Tello. T, 2024). 

Figura 2: Matriz Energética en Colombia 

Fuente: Imagen tomada de Actualización Plan Energético Nacional (PEN) 2022-2052 

Así pues, los combustibles fósiles han sido la principal fuente energética en Colombia, 
según la Agencia Internacional de la Energía el petróleo, gas natural y carbón aportaron 
el 75.2% de la demanda total de energía en Colombia (AIE, 2023), representando el 30% 
del total de las emisiones de gases de efecto invernadero en Colombia desde 1990 y 
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reflejando una alta dependencia de combustibles fósiles. 

Según el Plan Energético Nacional, las reservas de petróleo en el país se situaron en 2,1 
millones de barriles lo que representa una relación reservas/producción de 7,5 años, con 
una empresa pública como Ecopetrol como las más importante del país. Asimismo, se 
cuenta con dos refinerías principales que tienen una capacidad de procesamiento inferi-
or a la demanda nacional de combustibles líquidos, lo que significa que el país depende 
cada vez más de la importación de estos productos, siendo alrededor de un tercio de la 
demanda nacional de gasolina y aproximadamente un décimo de la demanda de diésel 
(PEN, 2023). 

Ahora bien, con relación al gas natural según la Agencia Nacional de Hidrocarburos, las 
reservas de gas mantienen una tendencia decreciente, lo que ha obligado a Colombia a 
buscar fuentes alternativas de gas fuera de sus fronteras. A principios de 2023, el gobi-
erno de Gustavo Petro comenzó a discutir la posibilidad de importar gas natural desde 
Venezuela a través del Gasoducto Transcaribeño, que había permanecido inactivo duran-
te casi una década. 

Con relación al carbón podemos mencionar que el país cuenta con dos clases, el térmico 
y el metalúrgico, siendo el noveno productor mundial de carbón térmico que además 
tiene las segundas reservas de carbón más grandes de América del Sur. Según la UPME, 
el carbón representa el 40% de la extracción de energéticos primarios en el país, el car-
bón térmico representa el 24,31% de las exportaciones para el año 2024 y el 83.8% de las 
regalías mineras (UPME, 2024a). 

Por su parte, el carbón metalúrgico o carbón coquizable, resulta importante para la gen-
eración de energía en las termoeléctricas presentes en el país. En ese sentido, represen-
tan una oportunidad a corto y mediano plazo, dado que se consumen en sectores para 
los cuales aún no hay sustitutos de descarbonización (Ministerio de Minas, 2022), esto 
ya que en Colombia todavía hay termoeléctricas que resultan importantes en épocas de 
sequía subsanando la energía que generan las hidroeléctricas, esto hasta tanto no se de-
sarrollen tecnologías sostenibles que lo remplacen. 

Ahora bien con relación a la matriz eléctrica, en Colombia cerca del 70% de la generación 
es hidráulica mientras que el restante 30% se genera con combustibles fósiles, como el 
gas y el carbón. Por ser un país rico en recurso hídricos, con altos índices de pluviosidad1

1 Cantidad de lluvia que recibe un sitio en un período determinado de tiempo. 
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y una topografía favorable, la energía hidroeléctrica juega un papel especialmente im-
portante en el sector eléctrico. En épocas de lluvias estándar, la generación hidráulica 
está en condiciones de abastecer cerca del 85% de la demanda del país (Banco Interam-
ericano de Desarrollo, 2019), convirtiendo al país en uno de los líderes de América Latina 
en energía hidroeléctrica. Por tanto, uno de los retos a corto y mediano plazo es introdu-
cir nuevas fuentes renovables. 

Asimismo, al depender en gran medida del recurso hídrico, el cambio climático puede 
afectar la dimensión de seguridad energética, según la OCDE (2022), “Colombia es uno 
de los 50 países más expuestos al cambio climático, y los eventos climáticos extremos se 
han duplicado en los últimos 40 años”, lo que hace claro que en época de sequía al país se 
hace vulnerable en términos energéticos, es por esto que las energías renovables entran 
a ser una opción para resolver esta preocupación. 

En términos gráficos la capacidad instalada de generación de energía en el 2023 era: 

Figura 3: Matriz Eléctrica 

Fuente: UMPE. Unidad de Planeación Minero Energética, 2023. Citado en DNP,2024 

En resumen, Colombia posee una matriz de generación eléctrica limpia cuyo principal 
desafío consiste en incorporar nuevas renovables más allá de la generación hidráulica. 
En cuanto a la matriz energética en su conjunto, el país presenta un conjunto de debil-
idades por su alta dependencia de los combustibles fósiles, destacándose como uno de 
sus principales retos el sector del transporte. 

106 



III. MATRIZ ENERGÉTICA EN LA AMAZONÍA COLOMBIANA

Con base en los perfiles económicos de la región amazónica, los dos departamentos con 
mayor participación en la economía amazónica son Putumayo y Caquetá, los cuales con-
centran la mayor parte del ingreso regional, lo que coincide con su participación de-
mográfica y la explotación de hidrocarburos en especial en el Putumayo. 

Ecopetrol inició su presencia en la Amazonía en el año 2000, y en 2008 la industria petrol-
era tiene un repunte y Villagarzón se consolida como centro petrolero con la explotación 
de crudo pesado por Gran Tierra Energy, multinacional canadiense. En el 2011 se declara 
el departamento de Putumayo como Distrito Especial Minero al ser considerado uno de 
los proyectos prioritarios para el desarrollo de la industria minera y petrolífera del país 
(SINCHI, 2019). 

En la región amazónica colombiana para el 2021, se encontraban 52 bloques petroleros, 
1 en evaluación técnica, 39 en exploración y 12 en producción, los cuales cubren el 6.4% 
del área total de la región, la operación de estos bloques o contratos de hidrocarburos es 
efectuada por 10 empresas, 9 de ellas de carácter extranjero. 36 de estos contratos están 
sobre territorios indígenas, afectando en total 73 resguardos indígenas. Los contratos 
están principalmente en el pie de monte amazónico, en los departamentos de Caquetá y 
Putumayo (Asociación ambiente y sociedad, 2021). 

Figura 4 

Fuente: Imagen tomada de Asociación, ambiente y sociedad. Impactos de la actividad petrolera en nuestra 
Amazonía, 2021 
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Como se puede observar la mayor parte de los contratos son operados por empresas 
multinacionales, siendo solo Ecopetrol la única empresa de capital nacional. Según el 
estudio realizado por la Asociación, Ambiente y Sociedad, estos contratos han traído im-
pactos negativos a nivel territorial debido a la violación del derecho a la consulta previa, 
incremento del valor de la tierra y restricciones en el acceso a la tierra. También han 
habido impactos a nivel cultural y espiritual reflejados en la violación de sitios sagra-
dos, sistemas alimentarios propios afectando la caza o la pesca para rituales sagrados. 
Los procesos extractivos también han generado divisiones entre comunidades debido 
al aumento de la colonización del territorio por la llegada de las empresas. Se ha debil-
itado el pensamiento ancestral y una alteración en la vocación agrícola del territorio, 
ambientales reflejados en la deforestación, la contaminación por los residuos químicos 
y sedimentos que ensucian las aguas generando migración de la fauna y la disminución 
de plantas medicinales. 

Por su parte, los impactos diferenciados en niñas y mujeres se refleja en afectaciones a 
una vida libre de violencias su autonomía física, la salud reproductiva por enfermedades 
asociadas a derrames químicos, la autonomía económica por la forma en que se divide el 
trabajo en donde hay un favorecimiento especial a los hombres que entre otras cosas son 
los titulares de la tierra generando una afectación al derecho a la participación política y 
finalmente a la soberanía alimentaria pues hay daños a los suelos y cultivos (Asociación 
ambiente y sociedad, 2021). 

Según cifras de la Defensoría del Pueblo, los conflictos sociales en el sector minero-en-
ergético aumentaron un 46% durante el año 2023, las principales demandas recaen en 
cuestiones laborales (33%), contratación de mano de obra local, conflictos ambientales 
(32%), formalización de la actividad minera (11%), entre otras (Defensoría del Pueblo, 
2024). 

En materia de hidrocarburos, los conflictos laborales tienen un lugar destacado, los 
cuales se manifiestan a través de bloqueos de las vías, según la Defensoría “En estos 
escenarios interfieren los grupos armados, quienes buscan controlar o apropiarse de la 
contratación de personal y los servicios suministrados a las empresas, y asegurar cuotas 
extorsivas y exacciones a este circuito económico” (Defensoría del Pueblo, pág. 19. 2024). 

Una parte de las actividades minero-energéticos se ubican en territorios habitados por 
comunidades indígenas, afrocolombianas y campesinas. Según el análisis realizado por 
la Defensoría, se han constatado afectaciones a los derechos humanos de estas pobla-
ciones. Por ejemplo, en la garantía de derechos para el pueblo Inga en relación con la 
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extracción petrolera en Villagarzón, Putumayo. 

La conflictividad se observa en la violación de múltiples derechos incluidos el derecho a 
la consulta previa, y el deber de reparación que se tiene una vez hay impacto en los dere-
chos humanos, por otra parte en materia laboral las preocupaciones son profundas en 
materia de intermediación laboral ilegal, jornadas de trabajo, persecución antisindical 
así como afectaciones en la salud de los trabajadores y trabajadoras. 

La Unión Sindical Obrera, USO, creada en 1923, es el actual sindicato petrolero más 
grande del país, quien ha tenido una lucha incansable de protección de Ecopetrol, socie-
dad pública por acciones ciento por ciento estatal, como uno de los activos más grandes 
de Colombia, la presencia de este sindicato y de Ecopetrol en la región Amazónica se 
dio en 1980, debido a su trabajo en pro de proteger los intereses de los trabajadores y el 
desarrollo de la industria han sido víctimas de persecución por parte de actores estatales 
y no estatales e incluso han sido víctimas fatales por su activismo sindical, para la región 
de la Amazonia la presencia de la USO está ubicada en el Departamento de Putumayo, 
en la Subdirectiva ubicada en Orito, municipio donde en los años 40 llegó la Texas Petro-
leum Company (TEXACO) quien después cedería el contrato a Ecopetrol. 

La historia de la USO estuvo acompañada también en la región por miedo de la creación 
del Sindicato de Trabajadores Petroleros del Putumayo (Sintrapetroputumayo) quienes 
hacen presencia en Villagarzón con integrantes tercerizados (contratistas) que prestan 
sus servicios para la empresa Gran Tierra Energy. (Crudo Transparente). 

Hoy para el sector trabajador es preocupante la baja demanda de crudo, en el 2016, la 
USO Orito tuvo que vivir los despidos colectivos, una reducción de la planta de personal 
de más del 50% y con esto una reestructuración del departamento, por su parte los im-
pactos post COVID, todavía son latentes. La tasa de sindicalización en el Putumayo no va 
en aumento y una de las razones que plantea Crudo Transparente, están ligadas con la 
presencia de actores armados en el territorio, la caída de los precios del crudo que es un 
tema que está rondando como consecuencia de la transición energética. 

IV. POLÍTICA PÚBLICA A ESCALA NACIONAL DE FOMENTO A LA
TRANSICIÓN ENERGÉTICA

En consonancia con los compromisos globales como el Acuerdo de Paris y el Acuerdo 
de Glasgow en materia de cambio climático, Colombia tiene el compromiso de reducir 
en un 51 % las emisiones de Colombia en 2030 frente a un escenario base, y el de ser un 
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país carbono-neutral en 2050. La transición en Colombia tiene además una dimensión 
de importancia internacional toda vez que la producción GEI integrados en las export-
aciones de combustibles fósiles de Colombia contribuye con 3,87 veces más emisiones 
que lo que el país emite dentro de su territorio (Ráez Luna, 2019 citado en Ministerio de 
Minas y Energía, 2022). 

Ahora bien, al momento de revisar las inversiones estratégicas nacionales según el Plan 
Nacional de Desarrollo, encontramos que se encuentran la “Transición energética justa, 
democratización de la generación y el consumo energético, desarrollo de comunidades 
energéticas, impulso a las energías limpias (hidrógeno verde, eólica, solar, entre otras) y 
minerales estratégicos” (Plan Nacional de Desarrollo, 2022). Siguiendo estos lineamien-
tos, es posible afirmar que existe una apuesta fuerte a que la energía eólica crezca en el 
corto plazo, sobre todo en la Guajira, donde se espera atraer la inversión eólica debido 
a su importante caudal de vientos, mientras que el Orinoco y San Andrés son atractivos 
para el desarrollo de la energía solar. Más difusa es, por ahora, la perspectiva de desar-
rollo de plantas de cogeneración de biomasa aunque la existencia de desechos de la in-
dustria forestal y de la agricultura, permite pensar en su desarrollo a futuro. 

Los avances del Gobierno actual en materia de transición inician con el Diagnóstico Base 
para la Transición Energética Justa en el 2022, la cual se fundamenta en cuatro pilares: 
equidad y democratización, gradualidad, soberanía y confiabilidad, participación social 
vinculante e intensiva en conocimiento. Uniendo los distintos pilares presentados, la 
Transición Energética Justa constituye un elemento catalizador para la apuesta de rein-
dustrialización del país, basada en aprovechar los minerales propiedad del Estado en ca-
denas productivas que permitan una generación de valor agregado, permitiendo superar 
de manera gradual el modelo de desarrollo extractivista. 

Se plantea entonces que la reindustrialización, el fortalecimiento del agro y la recu-
peración de una soberanía productiva y alimentaria, de la mano de una política de so-
beranía energética de la mano de la Transición Energética Justa, permitan absorber el 
choque que inherentemente implicarán posibles reducciones en las exportaciones de 
carbón y crudo de Colombia. Estos objetivos están alineados con la política que pretende 
llevar adelante el Ministerio de Minas (2023) dando cuenta que, al menos en los aspectos 
formales, existe una planificación y coordinación coherentes en el sector público. 

El Gobierno nacional ha enfocado su apuesta de transición también en la diversificación 
económica de los territorios basados en recursos fósiles, en donde no solo implica la sus-
titución del cambio tecnológico sino una apuesta de transformación territorial. Se trata 
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de apuntar al cambio en las fuentes de generación así como también a las alternativas 
económicas de la región. 

Otras de las grandes estrategias de la transición energética, son el retiro anticipado de 
plantas de generación fósil en donde se tengan en cuenta procesos de cierres justo in-
cluyendo planes de reconversión laboral y productiva, compensación y rehabilitación 
ecológica. Ahora bien, la recuperación de suelos a posteriori a la explotación de fósiles 
resulta otra de las estratégicas en donde se reconocer que esta recuperación de suelos 
tiene una obligación compartida tanto de las empresas como de los organismos guber-
namentales. 

Además de estas estrategias menciona, la democratización energética, en donde se bus-
ca llevar el debate a otros actores para reducir injusticias, fomentando el involucramien-
to de las voces del territorio basadas en la inclusión social y eliminación de la asimetría 
en la información. El impuesto al carbono es otra de las estrategias siempre y cuando 
estén acompañadas de reconversión tecnológica, laboral y productiva. 

Es así como el diálogo continuo y el planteamiento de metas conjuntas surgen con una 
oportunidad de llevar a cabo la implementación de las políticas, en pro de minimizar los 
posibles impactos negativos que puedan llevar la transición, de un modelo energético y 
económico dependiente de los combustibles fósiles, a uno con una gran integración de 
energías renovables no convencionales, que involucren y reflejen las realidades sociales 
y ambientales de los territorios. 

El Gobierno (Ministerio de Minas y Energía, 2023) plantea el suministro de minerales 
críticos1, tanto para países emergentes como para potencias mundiales como China, la 
Unión Europea y EE. UU., indicando que cobra mucha importancia debido a que de ello 
depende la producción de nuevas tecnologías y el desarrollo de economías descarbon-
izadas que hoy nos exige el cambio climático, sin embargo esta postura nos lleva nueva-
mente a la posibilidad de caer en una minería extractiva. 

Pese a esto, otra de las grandes apuestas del Gobierno Nacional es la creación de Ecom-
inerales, una “empresa colombiana que desarrolla[rá] actividades de extracción minera 

1 Los minerales críticos son aquellos que presentan un mayor riesgo de escasez en su suministro, lo que 
podría tener un impacto significativo en la economía al ser comparados con otras materias primas. Por 
otro lado, los minerales estratégicos son aquellos que debido a sus características intrínsecas únicas son 
altamente deseadas por los países industrializados tanto en reservas como en usos. (Zappettini, 2021 
citado en Ministerio de Minas y Energía, 2022) 
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que sirvan para la industria local, la transición energética, el desarrollo agrícola, la in-
fraestructura pública y la diversificación productiva” (Ministerio de Minas y Energía, 
2023). Será una empresa industrial y comercial del Estado, vinculada al Ministerio de 
Minas y Energía, con personería jurídica independiente en palabras de Gobierno, será 
Ecopetrol del sector minero. 

El propósito de esta empresa será pasar de una minería extractivista a una minería pro-
ductiva, garantizando la soberanía nacional y el desarrollo del conocimiento para enfren-
tar el cambio climático, elevar la renta minera orientada a la inversión social, desarrollar 
la extracción desde la sostenibilidad ambiental, los derechos humanos y la participación 
ciudadana garantizando la disponibilidad de minerales para el mercado nacional. 

Por su parte, en materia laboral el Ministerio del Trabajo, inició en el 2023, diálogos para 
construcción de la Estrategia Nacional de la Transición Justa de la Fuerza Laboral en los 
territorios de Colombia, los diálogos se llevaron a cabo en Pasto, Medellín, Barrancab-
ermeja, La Jagua de Ibirico, Riohacha, Leticia, Villavicencio y Bogotá, el proceso espera 
que tenga en el centro la justicia social, potencialice la creación de empleos verdes y fo-
mente las empresas productivas. Recientemente el Ministro de Minas y Energía, Edwin 
Palma, quien viene del movimiento sindical y quien ha sido presidente de la USO, instaló 
una mesa para la transición energética con el fin de que esta sea justa, incluyendo las vo-
ces de los trabajadores e impulsando medidas de reparación a los trabajadores afectados 
por el extractivismo. 

Específicamente en la región Amazónica, se identifica en el Plan Nacional de Desarrollo, 
2022, que dentro de los proyectos estratégicos y líneas de inversión departamental en-
ergéticas y relacionadas con la transición energética en La Amazonía, están centradas 
en la conservación de la biodiversidad y restauración de ecosistemas para la resiliencia 
climática, conectividad y transformación digital, transición energética, democratización 
de la generación y el consumo energético, desarrollo de comunidades energéticas, im-
pulso a las energías limpias (hidrogeno verde, eólica, solar entre otras) y minerales es-
tratégicos, intervención a la infraestructura regional mediante la convergencia regional 
y adaptabilidad climática, fortalecimiento al sistema de transporte férreo, aéreo y fluvi-
al, apoyo a la formación y creación de empleo para el trabajo digno y decente, desaceler-
ar el modelo extractivita por medio de la reindustrialización, transformación productiva 
sostenible, económica circular, internacionalización, inclusión financiera e impulso de 
economía popular y comunitaria. 

En conclusión, desde la apuesta del Gobierno actual la transición en Colombia tiene una 
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mirada territorial, que va de la mano por la democratización, e involucra una “política 
reivindicatoria” ante el extractivismo, lo que implica en palabras del Gobierno, atender 
las demandas populares. 

V. CONCLUSIONES

A los países del sur global nos corresponde preguntarnos, la transición energética para 
quién y con quién, países como Colombia con tanta riqueza en términos de naturaleza, 
fuentes hídricas y minerales, mientras en el país el acceso a energía sigue siendo insatis-
fecho en términos de acceso y a futuro en términos de soberanía energética. 

Pudimos observar que, el trilema energético1, está siendo abordado por parte del Go-
bierno con el impulso y generación de energía no renovables, donde hay un foco para 
garantizar el acceso a la energía, con apuestas como las comunidades energéticas, pro-
tección del medio ambiente y la soberanía energética pensándose en estrategias como 
Ecominerales, sin embargo está claro que nuestra matriz energética tiene una alta de-
pendencia de combustibles fósiles, y poder transitar a energías más limpias y alcanzar 
los compromisos internacionales para alcanzar las emisiones cero para el 2050 requiere 
que abordemos la matriz energética y la eléctrica, pensándonos en estrategias más allá 
de las fuentes no convencionales de energía renovable. 

La Amazonia tiene una gran relevancia geopolítica a nivel nacional e internacional, su 
enorme importancia como generadora de agua y proveedora de servicios ecosistémicos 
vitales, la hacen fundamental a nivel global y más aún en términos estratégicos para el 
acceso a minerales para la transición. Es por esto que la defensa de la soberanía nacional 
y relaciones comerciales horizontales cobran más importancia que nunca, la Amazonia 
es nuestro mayor patrimonio natural en Colombia. 

Se podría afirmar que, la actual política de gobierno va en línea con la necesidad de no 
caer nuevamente en relaciones de poder imperial y neocolonial en donde es un propósi-
to desarraigar relaciones de poder, y la respuesta a esto es la idea de Ecominerales, em-
presa pública para la exploración y extracción de minerales, como apuesta estratégica 
en materia de transición, junto con esta se hace fundamental así como lo plantea el Go-
bierno actual reactivar una política de industrialización en donde no solo seamos visto 
como países productores de minerales sino que engamos la capacidad de transformar 
1 Concepto adoptado por el World Energy Council, el cual se refiere a, los tres objetivos que tienen los 
gobiernos con relación a la seguridad del suministro energético competitivo, proporcionando acceso 
universal a la energía y promoviendo la protección ambiental, el trilema es la base del diálogo político de 
la energía. 
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la materia prima en los productos que se requieren para transitar a energías renovables. 

El cómo se abordará la transición energética desde el punto de vista laboral, aún sigue 
sin ser tratado de manera profunda, si bien hay pasos en la construcción de una estrate-
gia de transición de la fuerza laboral para la transición, aún el componente de protección 
social sigue sin estar en la agenda, así como la necesidad de reparación de los daños 
para que la transición en efecto sea justa. La salida responsable y la construcción de in-
dicadores sociales, laborales y ambientales, co-construidos con el territorio cobran real 
importancia ante los inminentes cierres de minas y posibles cierres de pozos petroleros. 
Hasta hoy el enfoque ha Estado más hacia la perspectiva de diversificación económica 
en los territorios dependientes del cabrón, donde se han conformado Distritos Mineros 
y que no tienen aún en la mira a territorios de la Amazonía dependientes hoy de la ex-
ploración de hidrocarburos (mineral energético). 

Por su parte la negociación colectiva, será el instrumento que por excelencia deberá ser 
utilizado por el movimiento sindical para regular lo que no está regulado en materia de 
salida de las empresas multinacionales del territorio, para abordar como la transición 
energética será justa y no solo energética, ya que para que lo sea se necesita la inclusión 
de las voces de las y los trabajadores. 

La generación de energías limpias de por si no implica que sean energías que están alin-
eadas con la justicia social y con el trabajo decente, es por esto que desde la mirada 
sindical hay críticas con relación a los parques eólicos o solares, que entre otras cosas no 
generan casi empleo y que pueden estar encubriendo la violación de derechos ancestral-
es y culturales por la violación del derecho a la consulta previa. 

La injerencia de los países del norte global y de la cooperación internacional en general 
dependerá de la visión que tome el país y el territorio sobre la región de la Amazonía y 
de la importancia que esta tenga en la agenda nacional, hoy más que nunca requerimos 
de una mayor interacción del centro del país, con la región Amazónica, en donde se es-
cuche la propia perspectiva de desarrollo del territorio y en donde superemos el modelo 
de aprovechamiento propio y saqueo que tanto nos ha caracterizado. 

En conclusión, hoy nuestro reto será mantener y seguir impulsando en la región gobier-
nos que inspiren la justicia social, la soberanía energética y el acceso a la energía de for-
ma equitativa, manteniendo el control de los recursos energéticos para que los ingresos 
que estos generen sean para mejorar la vida de la población, fortalecer la independencia 
económica y la soberanía energética, esto nos hará menos vulnerables ante crisis 

114 



internacionales o fluctuaciones de precios internacionales. Promover las energías ren-
ovables, la sostenibilidad ambiental, el desarrollo de infraestructuras nacionales, forta-
lecimiento de instituciones públicas y la generación de empleo local debe ser nuestro 
norte en el propósito de la transición energética. 
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LA REGIÓN AMAZÓNICA 
ECUATORIANA, SU RELACIÓN CON 
EL PETRÓLEO Y LOS DESAFÍOS DE 
LA TRANSICIÓN ENERGÉTICA 
DAVID ALMEIDA 



1. ECUADOR Y SU REGIÓN AMAZÓNICA

En este apartado se analizan la geografía amazónica en Ecuador, el perfil 
sociodemográf-ico de sus habitantes y un análisis sectorial del valor agregado 
generado en la región amazónica ecuatoriano. 

1.1. Perfil sociodemográfico de la región amazónica 

La región amazónica ecuatoriana comprende las provincias de Sucumbíos, Napo, 
Orella-na, Pastaza, Morona Santiago y Zamora Chinchipe. Cubre una extensión 
superficial total de 116.604,07 Km2, lo que representa el 46% de la superficie de todo el 
país (INEC. 2010). 

Figura 1. Región amazónica ecuatoriana y sus provincias (INEC. 2022) 

Cuadro 1. Superficie territorial por provincia 
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En cuanto a su población, el censo de población y vivienda del 2022 (INEC, 2022), arrojó 
los siguientes datos: 

Cuadro 2. Información poblacional de la región amazónica ecuatoriana. 
Fuente: INEC,2022; IESS,2024 

*Cálculo a partir de la relación entre afiliaciones a la seguridad social obligatoria
y la población en edad de trabajar 
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Es notable el hecho de que, el mismo censo, arrojó que la población en condiciones de 
pobreza por necesidades básicas insatisfechas a nivel nacional fue de 39.8%. Esto 
quiere decir que, en términos relativos, la región amazónica ecuatoriana tiene un 
significativa-mente mayor índice de pobreza con 60.9%. Esto es concordante también 
con el acceso a servicios básicos y la población con empleo formal en relación de 
dependencia, donde la región presenta cifras inferiores al promedio nacional.1

1.2. Economía regional 

La región amazónica ecuatoriana, vista como un conjunto, muestra una fuerte depen-
dencia económica a los procesos de extracción petrolera y actividades afines como la 
prestación de servicios relacionados con la industria del petróleo (servicios civiles, 
mecánicos, de perforación de pozos, servicios especializados, etc.). Más del 99% de la 
producción petrolera nacional se extrae de la región amazónica, siendo las provincias 
de Sucumbíos, Orellana y Pastaza las mayoritariamente petroleras. En la provincia de 
Napo, existe producción petrolera2, por ejemplo, el campo Yuralpa (Petroecuador,2024), 
sin embargo, para efectos de registro económico esta producción se reporta como proce-
dente de las empresas matrices asentadas en otras provincias. 

En las provincias de Morona Santiago y Zamora Chinchipe, han tomado relevancia en 
los últimos años las actividades de extracción minera. Por ejemplo, a partir del año 2020 
inició su operación en Zamora Chinchipe el proyecto minero Fruta del Norte, uno de los 
proyectos de minería metálica (aurífero) más importantes del país. 

Para el año 2022, el valor agregado bruto (VAB) de la región amazónica representó 
el 13% del valor agregado bruto nacional. Al comparar las cifras de VAB de las 
actividades económicas de la región amazónica ecuatoriana, se observa el muy 
importante peso rel-ativo de la extracción y refinación de petróleo y sus conexos sobre 
el resto de actividades, incluso la minera, como se puede ver en el siguiente cuadro 
(BCE, 2023) 

1 Para el total nacional, se tienen las siguientes cifras: Cobertura de la red eléctrica pública 97.5%, cober-
tura de agua de la red pública 84.1%, cobertura de alcantarillado 65.7% y empleo formal en relación de 
dependencia 21.8%. 
2 La extracción petrolera se da con una combinación de capital privado y estatal. Si bien Petroecuador está 
a cargo de 80% de la producción y del 100% de la refinación, el vínculo con el capital transnacional se da 
a partir de operadoras internacionales a cargo del 20% restante, compañías de servicios y proveedores de 
tecnología (Halliburton, Schlumberger, Baker Hughes, Sinopec, CNPC, etc.) 
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Cuadro 3. Valor agregado bruto de la región amazónica (2022) a valores corrientes. 
Fuente: BCE, 2023. 

La extracción de petróleo, gas natural y actividades de servicio relacionadas significa el 
72.5% del VAB total de la región, en tanto que la energía eléctrica representa el 2.2%. La 
explotación de minas y canteras apenas representa el 6.3%, la administración pública 
el 6.5% y el resto de actividades individualmente no supera el 2.3%. Esto detalla con 
claridad la gran dependencia de la región amazónica a la actividad petrolera, como se 
desarrollará más adelante. 
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2. MATRIZ ENERGÉTICA ECUATORIANA

2.1. La energía en la economía ecuatoriana 

La importancia de la energía en la economía es indiscutible en cualquier economía. 
Mientras más se desarrollan las fuerzas productivas en la economía, más necesaria es la 
energía “no viva” para la producción. Así, trabajo vivo y energía son dos puntales 
funda-mentales de la producción en la economía capitalista moderna. 

Sin embargo, la energía, desde el punto de vista económico, puede ser también más o 
menos relevante en la composición del producto interno bruto de un país, dependiendo 
de si éste importa o exporta energía. En el caso ecuatoriano, esta relación se presenta 
a continuación: 

Cuadro 4. Valor agregado bruto nacional (2022) a valores corrientes. 
Fuente: BCE, 2023. 
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La producción de energía, bajo todas sus formas, representa más el 11.1% del total de la 
economía ecuatoriana. Para este período específico de estudio, encontramos que 
9.6% corresponde a producción de petróleo y sus derivados, mientras que el 1.4% 
correspon-de a la energía eléctrica. Un dato importante es que, si comparamos esto 
con los datos presentados respecto de la región amazónica ecuatoriana, este 9.6% del 
total nacional se convierte fácilmente en más del 70% del total regional amazónico. Se 
puede concluir entonces que el mayor peso económico de la producción energética, 
fundamentalmente la de origen fósil, está concentrado en la región amazónica, lo que 
la vuelve particular-mente sensible a la transición hacia energías renovables y el 
abandono de energético de hidrocarburos. Por otra parte, el ingreso de divisas producto 
de la exportación de hidro-carburos es importante para la economía ecuatoriana y las 
finanzas fiscales. Cerca del 65% del total de petróleo crudo producido se exporta 
(Petroecuador, 2025), mientras el resto se carga a refinerías o se consume en generación 
eléctrica. 

En cuanto al uso de la energía, el consumo energético por habitante de 2023 fue de 5,74 
BEP/hab (IIGE, 2024). Los usos se distribuyen de la siguiente manera: 

Cuadro 5. Uso de la energía por habitante y uso de la electricidad en Ecuador (2023). 
Fuente: IIGE, 2024. 

Como se puede observar, la mayoría del consumo energético está en el transporte y la 
industria. Para el caso del primero casi la totalidad, con excepción de cierto trasporte 
público en ciudades grandes como el trolebús y metro de Quito, o el tranvía de Cuenca, 
por poner ejemplos, son alimentados con combustibles fósiles. Una real transición en-
ergética, por tanto, implica un cambio total de la maquinaria productiva y de transporte 
instalada. La electricidad tiene su mayor uso en el sector industrial, seguido del residen-
cial y comercial. 
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2.2. Composición de la matriz energética ecuatoriana 

Según el Instituto de Investigación Geológico y Energético del Ministerio de Energía 
y Minas del Ecuador (IIGE, 2024), el consumo energético nacional en el año 2013 se 
nutrió de las siguientes fuentes: 

Cuadro 6. Consumo energético nacional del Ecuador en 2013, por fuente (KBEP). 
La energía eléctrica fue desagregada también por fuente en base a cálculos 

propios para una visualización real. Fuente: IIGE, 2024. 

Por otra parte, según el mismo estudio, para 2023 se tuvo la siguiente composición de la 
energía total consumida en el Ecuador: 

Cuadro 7. Consumo energético nacional del Ecuador en 2023 por fuente (KBEP). 
La energía eléctrica fue desagregada también por fuente en base a cálculos 

propios para una visualización real. Fuente: IIGE, 2024. 

Para el año 2023, la composición de la energía por fuente se puede visualizar en la sigui-
ente gráfica: 

Figura 2. Distribución del consumo energético ecuatoriano del 2023 por fuente (IIGE. 2024). Cálculos y 
elaboración propios. 
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En resumen, el 83% de la energía total que se consume en el país actualmente es de ori-
gen fósil. Las energías renovables suman máximo un 15%, concentrándose 
fundamental-mente en la energía eléctrica de tipo hidráulico (13%). Si se compara el 
2023 con el 2013, se puede notar un incremento en el uso de energías renovables, 
fundamentalmente en la generación eléctrica (la energía hidráulica y de otras fuentes se 
incrementa en poco más del doble). Sin embargo, también se observa un incremento 
en el consumo de energía fósil. En valores brutos, mientras el consumo de 
energía renovable crece en 8361 KBEP, el consumo de energía proveniente de 
hidrocarburos crece en 8387 KBEP. Esto quiere decir que, a pesar de los 
esfuerzos en modificar, fundamentalmente la matriz eléctrica, esto no ha 
repercutido de manera significativa aún en la matriz energética global, puesto que 
también se ha incrementado en términos brutos el consumo de hidrocarburos. 

Para el caso de la matriz eléctrica de manera particular, se tiene la siguiente composición 
para el año 2023: 

Cuadro 8. Consumo de electricidad del Ecuador en 2023 por fuente (GWh). 
Fuente: IIGE, 2024. 

Como se puede observar, para el caso de la generación eléctrica, la mayoría es de fuente 
hidráulica. Sin embargo, en 2023 y 2024, esto generó una crisis eléctrica que obligó hasta 
a 16 horas de apagón diario, por falta de lluvias. El gobierno busca reemplazar este déficit 
de generación hidráulica en épocas de estiaje, con generación térmica. 

Si observamos el consumo energético de la región amazónica de 2023, el panorama no 
es diferente: 

Cuadro 8. Consumo energético de la región amazónica ecuatoriana en 2023 por fuente (KBEP). La energía 
eléctrica fue desagregada también por fuente en base a cálculos propios para una visualización real. 

Fuente: IIGE, 2024. 
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Figura 3. Distribución del consumo energético de la región amazónica ecuatoriana en 2023 por 
fuente (IIGE. 2024). Cálculos y elaboración propios. 

Según la información presentada, más del 90% de la energía que se consume en la región 
amazónica ecuatoriana, proviene de fuentes fósiles. Esto demuestra que, en la región 
amazónica, la transición energética es aún más débil que a nivel nacional. 

Al respecto, en cuanto a políticas de transición energética en el Ecuador, los últimos años 
se han emitido actos administrativos oficiales, tendientes a aumentar la participación 
de actores privados en la generación y provisión de energía eléctrica (actualmente casi 
totalmente estatal), con justificación en la necesidad de la transición energética. Así, por 
ejemplo, el decreto ejecutivo 238 del 26 de octubre del 2021 establece dentro de sus con-
siderandos “que la coyuntura económica actual, nacional en internacional, exige que el 
estado ecuatoriano ingrese en un proceso de transición energética…” y a continuación 
dispone que “el sector eléctrico será eficiente, competitivo, sostenible, ambientalmente 
responsable, basado en la innovación, garantizando la seguridad jurídica y potenciando 
la inversión privada”, para luego dictar una serie de disposiciones a las instituciones del 
estado, enfocadas en permitir la participación del sector privado en los negocios eléc-
tricos. Así mismo, el 2 de junio del 2022, se emitió el acuerdo ministerial 022, donde se 
establecieron las políticas públicas para fomentar la eficiencia energética en el Ecua-
dor. Para 2025, por otra parte, el gobierno ecuatoriano publicó ocho contratos de gen-
eración eléctrica, todos con centrales térmicas, es decir, con energía hidrocarburífera 
(Celi, 2025). 

El escenario descrito hasta el momento, detalla una fuerte dependencia de la región 
amazónica del Ecuador de los combustibles fósiles, no solo en cuanto a su abastecimien-
to energético, sino en cuanto a su propio desarrollo económico. 
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Este último aspecto es de vital importancia, si analizamos los posibles efectos de un pro-
ceso de transición energética en la región. Por tanto, ya que el objetivo de este estudio es 
analizar precisamente esos efectos, con miras a definir cómo se debería construir una 
“transición energética justa” en la región oriental ecuatoriana, es necesario 
profundizar sobre el nivel de la dependencia económica regional, respecto de la 
energía fósil y los efectos en el mundo del trabajo y el crecimiento económico. 

2.3. El mundo del trabajo en las ramas energéticas 

En general, las condiciones de trabajo en las ramas relacionadas con la energía son me-
jores que las del promedio nacional. En el siguiente cuadro se puede apreciar algunos 
elementos comparativos: 

Cuadro 9. Características del trabajo en las ramas energéticas en Ecuador año 2022. 
Fuente: INEC, 2022; IESS, 2025. Cálculos propios. 

*En esta rama de actividad se encuentra clasificada la extracción de petróleo crudo y las
actividades mineras en general. 

Como se puede observar, la tasa de formalidad en ambos casos es muy superior al pro-
medio nacional. Sin embargo, es de notar que la participación de fuerza laboral femeni-
na es comparativamente más baja que el promedio del país. Finalmente, desde el punto 
de vista del salario promedio, ambos casos están significativamente por encima del pro-
medio ecuatoriano, cerca del doble. 

En la región amazónica, de una fuerza ocupada (formal e informalmente) de cerca de 
281.851 (INEC, 2022), 11.804 corresponden a ambas ramas de actividad; esto cuando 
hablamos solo de residentes amazónicos permanentes. Si analizamos la fuerza laboral 
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ocupada de manera formal en ambas actividades en la región, sin considerar su lugar de 
residencia, se cuenta cerca de 17.000 trabajadores (INEC, 2022; IESS, 2025). 

No existe publicación oficial de la tasa de sindicalización de la mano de obra, sin embar-
go, con bastante certeza se puede decir que ésta se concentra fundamentalmente en 
las empresas públicas de petróleo y energía. En la empresa pública de petróleo existen 
un comité de empresa y varios sindicatos, juntando a todos los que según la ley se 
clasifican como “obrero” (más de 6.000 trabajadores), con derecho a contratación 
colectiva, misma que se orienta fundamentalmente a temas salariales. 
Adicionalmente, aquellos clasifi-cados como “servidores de carrera” están 
agremiados en una asociación por rama de trabajo (cerca de 1500 servidores). A estos 
últimos, la ley quitó el derecho a contratación colectiva desde el año 2010. 

La sindicalización en el sector privado y la contratación colectiva, son por otra parte, 
casi inexistentes. Se conoce de varias organizaciones de trabajadores petroleros 
privados que no están formalmente reconocidas como sindicatos, sin embargo, no 
es posible tener certeza de su afiliación y activismo, aunque se supone es bastante 
pobre. 

Por referencias de los mismos trabajadores, se conoce que, por ejemplo, el empleo en 
varias actividades importantes de la rama es eventual y está sujeto a campañas (que la ley 
clasifica como trabajo a destajo). Dentro de esto se puede citar el trabajo de perforación 
y reacondicionamiento de pozos petroleros, trabajos de obra civil eventual, soldadura, 
etc.; todas estas incorporan un número significativo de trabajadores cuando están en 
marcha. 

Por otra parte, los empleadores están organizados en varias cámaras, por mencionar las 
más importantes, la Asociación de la Industria Hidrocarburífera del Ecuador y la Cámara 
Ecuatoriana de la Energía. Las empresas públicas no participan en estos gremios. 

3. EFECTOS DE LA DEPENDENCIA DE LA REGIÓN AMAZÓNICA ECUATORI-
ANA RESPECTO DE LA ENERGÍA DE ORIGEN FÓSIL.
Para poder definir el nivel de dependencia económica de la región amazónica, respecto 
de la energía de origen fósil, es necesario analizar de manera más pormenorizada cada 
una de las provincias que la componen. Como se detalló al inicio del estudio, no en todas 
las provincias se produce petróleo; pero esta sola declaración no basta para concluir que 
el golpe económico de una política de transición energética afectaría más, únicamente a 
las provincias petroleras. 
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Analizando la evidencia histórica reciente, se puede tener una idea de qué tanto afectan 
las variaciones de ingresos petroleros a los trabajadores y la población en general. En la 
sección que se presenta a continuación, se realizará un análisis primero a nivel region-
al general y luego por provincia, de cómo la sola variación del precio internacional 
del petróleo, a fecta el mundo del trabajo en la región. 

3.1. Afectación de la variación del precio del petróleo en el trabajo de 
la región amazónica ecuatoriana en general. 
La región amazónica ecuatoriana produce, como hemos visto, más energía de la 
que consume. Este superávit energético se sostiene fundamentalmente en la 
producción petrolera y de derivados del petróleo (a través de la Refinería de 
Shushufindi en la pro-vincia de Sucumbíos). Pero, además, este superávit de energía 
tiene definitivamente un impacto en su economía, que como analizamos, es 
fundamentalmente dependiente del petróleo y su industria. Una medida tangible de 
qué tanto impacto tiene la variación de ingresos petroleros en su economía, se puede 
determinar a partir de analizar los efectos de la simple variación del precio 
internacional del petróleo en las plazas de empleo, así como en el valor agregado bruto 
regional. 

A continuación, se presentan gráficas que permiten correlacionar este efecto a nivel re-
gional: 

Figura 4. Correlación de la variación del precio del crudo WTI y el VAB (valores corrientes) de 
la región amazónica ecuatoriana. 

Fuente: Statista, 2025; BCE, 2013-2023. Elaboración propia. 
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Figura 5. Correlación de la variación del VAB de la región amazónica ecuatoriana y la variación del 
número de afiliaciones al Instituto Ecuatoriano de Seguridad Social (IESS). 

Fuente: IESS,2024; BCE, 2013-2020. Elaboración propia. 

Figura 6. Producción petrolera nacional por año. 
Fuente: Petroecuador, 2013-2024; BCE, 2013-2024. Elaboración propia. 

Como se puede apreciar en la Figura 4, el VAB regional correlaciona perfectamente con 
la variación del precio del crudo a nivel internacional. Esto ocurre por la inmensa de-
pendencia de la economía regional respecto de la producción petrolera. Hasta aquí nada 
nuevo, sin embargo, cuando se analiza esa misma variación del VAB respecto del número 
de afiliaciones a la seguridad social, se observa los efectos sociales reales de dicha 
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dependencia. Es decir, se observa que los empleos en relación de dependencia1 (que el 
Ecuador califica como “empleo adecuado”) registran una variación al “vaivén” del 
VAB. Por otra parte, la Figura 6 muestra que la variación del VAB y del empleo, no se 
deben a una variación similar de la producción petrolera, que más bien tiene una 
tendencia decreciente, sin afectarse esta curva por el precio internacional del 
petróleo. Estas tres gráficas, vistas juntas, demuestran que las variaciones en el VAB y 
el empleo, se deben a que el circulante en la economía local incrementa o decrementa 
dependiendo el pre-cio del petróleo y no tanto del volumen producido, lo que afecta al 
resto de actividades económicas, todas muy dependientes de la actividad petrolera en la 
región. 

Cuando se correlaciona directamente la variación del precio WTI, frente a la variación 
de afiliaciones a la seguridad social (es decir, al empleo formal), se obtiene lo siguiente: 

Figura 7. Correlación de la variación del precio del crudo WTI y la variación del número de afiliaciones al 
Instituto Ecuatoriano de Seguridad Social (IESS) en la región amazónica ecuatoriana. 

Fuente: IESS,2024; Statista, 2025. Elaboración propia. 

Observando la correlación de la Figura 7, se confirma la hipótesis de que la variación de 
las plazas de empleo formal en la región amazónica del Ecuador, dependen fundamen-
talmente de las variaciones en los ingresos petroleros debido al precio. Estas variaciones 

1 La correlación con el número de afiliaciones a la seguridad social, al ser un dato bruto, es la más preciso 
que las encuestas de trabajo, para hablar de las plazas de empleo en relación de dependencia y con todos 
los derechos de ley, puesto que en Ecuador es obligatoria la afiliación a la seguridad social de los traba-
jadores en relación de dependencia bajo cualquier figura contractual. Así mismo, las cifras de encuestas 
de empleo, han sido muy criticadas por su metodología, acusada de esconder la precarización y el de-
sempleo, además de cambiar su metodología en períodos de tiempo cortos, lo que hace difícil de comparar 
sus datos de manera interanual. 

134 



afectan de forma general a la mayoría de las actividades económicas, debido al peso de-
terminante y absoluto de la industria petrolera en la economía regional. 

Sin embargo, es importante señalar que no se puede determinar a partir de esta data 
sola, si las variaciones de empleo formal se deben a creación o supresión de número de 
empleos, a la transformación de empleos formales en informales y viceversa, o 
ambos. En todo caso, lo que se busca determinar en esta parte del estudio, es 
simplemente la dependencia económica de la región amazónica con el petróleo y cómo 
se afecta la clase trabajadora con la variación de los ingresos petroleros (que 
dejarían de ingresar a la economía local luego de un proceso de transición 
energética). Para este propósito, las cifras de empleo formal son el mejor indicativo, 
puesto que sea por pérdida de empleo 
o por precarización, existe una afectación negativa a la clase trabajadora que se puede
cuantificar en número bruto.

Sin embargo, para los trabajadores de la industria petrolera, se observa un fenómeno 
particular, determinado por la Figura 8: 

Figura 8. Correlación de la variación del precio del crudo WTI y la variación del número de 
afiliaciones al Instituto Ecuatoriano de Seguridad Social (IESS) en la región amazónica ecuatoriana, 

exclusivamente en la industria petrolera. 
Fuente: IESS,2024; Statista, 2025. Elaboración propia. 

En este caso, se puede observar que las curvas de empleo formal no correlacionan con las 
del precio del petróleo; su comportamiento es más bien similar al del volumen produci-
do. Conforme ha ido cayendo la producción, no solo se han perdido empleos, sino que 
se ha precarizado aquellos que no se han perdido. Cada vez más trabajadores, incluida la 
mano de obra calificada, ya no trabaja bajo relación de dependencia y con los derechos 
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de ley (esto implica también una baja del salario real), sino bajo contratos de prestación 
de servicios civiles, contratos temporales por obra y otras modalidades de trabajo pre-
cario. En otros casos, simplemente se intensificó el trabajo o se extendió la jornada, para 
quienes permanecieron con contrato fijo. 

Esto último sirve para concluir que, la correlación del precio internacional del petróleo 
con el empleo formal regional, ocurre incluso a pesar de que en la propia industria petr-
olera la variación en el empleo no está afectada por el precio mayormente, sino por 
el volumen de producción. Es decir, la variación del precio del petróleo afecta más a 
quienes no trabajan en la industria del petróleo que a quienes sí lo hacen. 

3.2. Análisis de las provincias petroleras 

El análisis regional ya es revelador respecto de su dependencia de la producción de en-
ergía fósil. Sin embargo, es necesario realizar también un análisis de cada uno de los 
sectores que componen la región para identificar las zonas más afectadas por esta 
de-pendencia. A continuación, tenemos los resultados obtenidos para el análisis de 
cada una de las provincias petroleras. 
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Figura 9. Correlación de la variación del precio del crudo WTI, el VAB y la variación del número de 
afiliaciones al Instituto Ecuatoriano de Seguridad Social (IESS) en las provincias petroleras. 

Fuente: IESS,2024; Statista, 2025; BCE, 2013-2020. Elaboración propia. 

Como era de esperar, la correlación entre la variación del precio del crudo, el VAB y el 
empleo formal es importante en las provincias petroleras de la región amazónica, Esto 
quiere decir que los impactos de una posible transición energética se sentirán con fuerza 
en el empleo y desarrollo económico de estas provincias. 

3.3. Análisis de las provincias no petroleras 

A continuación, se presenta los resultados de las mismas correlaciones para las provin-
cias no petroleras de la región amazónica: 

Figura 10. Correlación de la variación del precio del crudo WTI, el VAB y la variación del número de afilia-
ciones al Instituto Ecuatoriano de Seguridad Social (IESS) en las provincias no petroleras. 

Fuente: IESS,2024; Statista, 2025; BCE, 2013-2020. Elaboración propia. 
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En el caso de las provincias no petroleras, se observa un fenómeno distinto. Para el caso 
de la provincia de Napo, el VAB no correlaciona con la variación del precio WTI, se 
man-tiene más bien más o menos estable en el tiempo. Sin embargo, la curva de 
afiliaciones, que representa el empleo, sí varía conforme varía el precio del crudo. 
Esto puede de-berse a dos factores, el primero que, como se dijo al inicio, existen 
campos petroleros en la provincia, aunque sus ingresos se reportan en una provincia 
distinta, a donde per-tenecen las matrices empresariales. El segundo factor puede ser 
su cercanía geográfica con Sucumbíos y Orellana, ambas las principales provincias 
petroleras. Estas dos situ-aciones determinan que la provincia de Napo debería 
afrontar las mismas dificultades económicas en el evento de una transición 
energética. 

En el caso de Morona Santiago y Zamora Chinchipe, el VAB definitivamente no correla-
ciona con los cambios en el precio del crudo. Tampoco lo hace el número de afiliaciones. 
Esto determina una menor afectación a estas provincias, en el evento de enfrentar cam-
bios por políticas de transición energética. En Zamora Chinchipe, como se dijo, cobra 
fuerza más bien la actividad extractiva minera. Si bien su peso específico no iguala al 
del petróleo en la región, a nivel provincial aumenta en cinco veces el VAB y una cuarta 
parte el empleo, tomando como referencia el año 2019. Esto también ha impactado en 
la demanda de energía eléctrica, que en el mismo período de tiempo, ha registrado un 
incremento de 434% (IIGE, 2019, 2024).1

Finalmente, debe notarse que los valores de VAB para las provincias petroleras son bas-
tante más altos que para las provincias no petroleras. Al analizar las cifras y las curvas 
en un contexto regional, sí correlacionan, por lo que tampoco puede decirse que estas 
dos últimas provincias estén aisladas completamente del entorno de la región, aunque 
ciertamente los efectos de la transición serán menores. 

1 Este dato es importante si se compara con el crecimiento de la demanda de electricidad en el resto de 
provincias amazónicas en el mismo período de tiempo (2019-2023): Sucumbíos 4%, Napo 12%, Orellana 
17%, Pastaza 13%, Morona Santiago 18%. Sin embargo, si hablamos de energía total, Zamora Chinchipe se 
sitúa al mismo nivel de las dos principales provincias petroleras en el incremento de demanda energética 
(2019-2023): Zamora Chinchipe 230%, Sucumbíos 112%, Orellana 286% (IIGE, 2019, 2024). Debe anotarse 
también que el gobierno ecuatoriano a finales de 2024, solicitó a las empresas mineras desconectarse el 
sistema nacional interconectado (SNI), lo que implica la generación autónoma de electricidad, a base de 
generadores térmicos. 
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4. CONCLUSIONES PRELIMINARES

Sobre la base de la información analizada, se puede tener las siguientes condiciones 
preliminares: 

1. En la región amazónica del Ecuador, no se evidencia pasos importantes hacia una
transición energética, esto a pesar de cierto esfuerzo nacional por cambiar la matriz
eléctrica general, que tampoco ha tenido un impacto significativo global. De hecho,
la dependencia de la región respecto de energías de origen fósil es mayor al promedio
nacional, superando el 90% del total del consumo energético.

2. La dependencia energética de la región respecto de combustibles de origen fósil es
también significativamente económica. La variación del número de afiliados a la se-
guridad social en el tiempo, correlaciona bastante bien con la variación de los precios
del petróleo. Esto implica que una política de transición energética hacia el abandono
de fuentes de energía fósil, tendrá definitivamente un impacto proporcional en el
empleo, en la medida en que disminuyan los ingresos petroleros regionales.

3. La región amazónica ecuatoriana es, en consecuencia, sumamente dependiente en-
ergéticamente y económicamente de la producción petrolera y los ingresos petrole-
ros. Políticas de transición justa no serán suficientes para amortiguar el golpe de la
transición, dependiendo de su intensidad. Es necesario implementar todo un cambio
de matriz de producción, buscando reemplazar el VAB petrolero que se deje de reci-
bir. Las soluciones tradicionales propuestas por organizaciones no gubernamentales,
como ecoturismo, turismo cultural ancestral u otros, no podrán sustituir en forma
equivalente la pérdida económica por la disminución de los ingresos petroleros.
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CAPÍTULO 1: DEFINICIÓN Y CONTEXTUALIZACIÓN DE LA AMAZONÍA 
PERUANA 
1. Definición y delimitación la Amazonía peruana

¿Qué territorios comprende la Amazonía en el Perú? Si bien se habla de manera 
gener-al de la Amazonía peruana, existen criterios científicos para delimitar con 
propiedad el ámbito amazónico. Un criterio es el ecológico y el otro es el criterio 
hidrográfico de cuenca. En la delimitación del territorio amazónico con criterio 
ecológico, la Amazonía está definida como formaciones vegetales densas, por lo 
general con más de un estrato de árboles y abundancia de lianas y epífitas, 
característica de las zonas tropicales húme-das. La superficie total de la Amazonía 
peruana según el criterio ecológico alcanza a: 779 verde). 

Por otro lado, en la delimitación del territorio amazónico con criterio hidrográfico, se 
ha utilizado el concepto de cuenca, definido como espacio geográfico cuyas aguas 
superfi-ciales drenan hacia el río Amazonas (ver mapa 1, superficie de color verde y 
amarilla). En tal sentido se incluye también parte de las zonas altoandinas. La 
superficie total de la Amazonía según este criterio es de: 951 591 km2 correspondiente 
al 74% del área total del país. Estos datos muestran la importancia territorial y ecológica 
para el país de lo que llamamos Amazonía peruana.  

Mapa 1: Superficie de Amazonía en Perú, según criterio ecológico e hidrográfico 
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Fuente: Instituto de Investigaciones de la Amazonía Peruana, 1998. 

Para efectos de este estudio, utilizaremos el criterio ecológico, el cual nos parece más 
apropiado para dar cuenta de la situación de la Amazonía peruana. 

El Perú está dividido en 24 departamentos. Cinco departamentos pueden denominarse 
con mayor propiedad como amazónicos. Los departamentos con mayor porcentaje 
de territorio amazónico, de acuerdo con el criterio ecológico, son Loreto, Ucayali, 
Madre de Dios, San Martin y Amazonas. Los departamentos señalados abarcan más del 
82% de lo que se denomina Amazonía en el Perú, según el criterio ecológico (ver tabla 
1). 

Tabla 1: Departamentos según área de Amazonía (km2) y participación respecto de la totalidad 
del territorio amazónico (%), de acuerdo al criterio ecológico 

Fuente: Instituto de Investigaciones de la Amazonía Peruana, 1998. Elaboración propia. 

Sin embargo, cabe destacar que algunos de estos departamentos abarcan territorios 
amazónicos y no amazónicos: mientras que Loreto, Ucayali y Madre de Dios son 100% 
amazónicos, los otros departamentos son parcialmente amazónicos. De los departamen-
tos parcialmente amazónicos, San Martín tiene 99.34% de su superficie en la Amazonía, 
mientras que en Amazonas esta superficie representa el 93.1% del departamento (Insti-
tuto de Investigaciones de la Amazonía Peruana, 1998). En ese sentido, consideraremos a 
estos cinco departamentos como “amazónicos” para efectos de este estudio, toda vez que 
la información estadística se encuentra muchas veces desagregada por departamento. 
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Esto nos permitirá hacer una descripción lo más cercana posible a lo que se puede con-
siderar la Amazonía peruana, reduciendo al mínimo los territorios que no corresponden 
a la Amazonía.1 

2. Demografía amazónica

El último Censo de Población y Vivienda y el III Censo de Comunidades Nativas fueron 
realizadas por el Instituto Nacional de Estadísticas e Informática (INEI) en 2017. La po-
blación estimada de todo el país fue de algo más de 31 millones de habitantes. De los 
departamentos amazónicos, Loreto es el que observa una mayor población, seguido 
por San Martín, mientras que el departamento amazónico con la menor población es 
Madre de Dios (ver tabla 2). 

Tabla 2: Población censada en los departamentos amazónicos (2017) 

Fuente: INEI, 2018a. Elaboración propia. 

1 Como referencia, el departamento que le sigue a Amazonas en porcentaje de área amazónica es Pasco, 
con un 72.59% de su territorio considerado como perteneciente a la Amazonía según el criterio ecológi-
co. 
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Sumando los cinco departamentos amazónicos, la población estimada era de 2 713 
804, representando el 8.68% de la población total del Perú; distribuida en el 82.7% del 
terri-torio nacional, esta cifra indica una baja densidad poblacional en la Amazonía 
perua-na. A nivel nacional, Lima Metropolitana concentra la mayor densidad 
poblacional del país, con 3 208 personas por km2. En el otro extremo se encuentran 
los departamentos amazónicos con grandes extensiones de territorio y una población 
relativamente baja. Loreto tenía una densidad poblacional de 2.4 personas por km2. 
Madre de Dios y Ucayali mostraban una densidad poblacional de 1.65 persona por 
km2 y 4.85 persona por km2, respectivamente (INEI, 2018a). 

3. Población indígena amazónica

Además de ser importante por territorio, o por albergar recursos ecológicos valiosos, 
la Amazonía, es el espacio donde residen grupos importantes de poblaciones 
indígenas u originarias. La información del III Censo de Comunidades Nativas 2017 y 
el documento sobre auto identificación étnica en base a este nos dan una mirada a la 
distribución territorial de la población que se autoidentificó como indígena u originaria 
de la Amazonía, mostrando que su presencia es mayor en cuatro departamentos, con 
porcentajes que van de 16.4% a 24.3%. Estos son: Loreto con 24.3%, Ucayali con 
17.3%, Junín con 16.9% y Amazonas con 16.4% (INEI, 2018c). El restante 25.1% se 
distribuye en porcentajes meno-res a los señalados en el resto de los departamentos. 
Una mayor concentración de la población indígena u originaria de la Amazonía se 
ubica en el departamento de Loreto con 51 mil 722 personas (ver mapa 2).  
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Mapa 2: Comunidades nativas censadas, según pueblo indígena u originario (2017) 

Fuente: INEI, 2018b. 

4. Indicadores sociales y laborales de la Amazonía peruana

En general, la región amazónica ha mostrado indicadores sociales inferiores a cualquier 
otra región. A las dificultades geográficas para proveer servicios básicos al Estado, se 
suma un profundo centralismo que ha fomentado la concentración económica en las 
zonas urbanas de la costa. Cuatro indicadores observados (hogares con acceso a agua 
clorada adecuada, tasa de pobreza monetaria, deserción escolar de jóvenes y embarazo 
adolescente) señalan la desventaja en que se encuentra la población amazónica frente a 
la de otras regiones. Si agregamos la variable indígena, la brecha se ampliará. 
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Tabla 3: Indicadores sociales en los departamentos amazónicos (2023) 

Fuente: Ministerio de Desarrollo e Inclusión Social, 2023. Elaboración propia. 

Según el Ministerio de Trabajo y el INEI, la población ocupada a nivel nacional el 2023 
era de 17 millones 179 mil 796; de este total, el 28.9% tenía empleo formal, es decir, con 
relación laboral sujeta a la legislación nacional, cobertura de protección social, y con 
prestaciones relacionadas con el empleo. En cambio, el 71.1 % de la población ocupada 
tenía empleo informal y carecía de estos beneficios. Si estos datos son preocupantes a 
nivel nacional, la situación empeora si observamos lo que ocurre en los departamentos 
amazónicos. 
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Tabla 4: Indicadores laborales en los departamentos amazónicos (2023) 

Fuente: Ministerio de Trabajo y Promoción del Empleo, 2023. Elaboración propia. 

La población ocupada formal en todos los departamentos amazónicos es inferior al 
promedio nacional, llegando en algunos departamentos a significar menos de la mitad, 
como es el caso de Amazonas donde solo el 14.2% de su población ocupada era formal, 
cuando la media nacional era 28.9%. 

Si analizamos solo la población asalariada privada, es decir trabajadores con un em-
pleador, la situación se agudiza. A nivel nacional la población asalariada privada formal 
alcanzaba el 40.3% del total, mientras que en Amazonas el porcentaje llegaba a solo el 
8.4%. 

Los trabajadores formales en la Amazonía peruana son la minoría. La informalidad lab-
oral en que se encuentran los trabajadores amazónicos es la norma, sumiéndolos en 
situaciones de desprotección y precariedad laboral extendida. 

5. Sectores económicos amazónicos y transición energética

Los departamentos amazónicos no están en la parte alta del ranking del PBI regional. 
Las dificultades geográficas y la falta de inversión social básica del Estado nos hablan 
de economías regionales basadas aún en la agricultura y silvicultura, así como en la ex-
tracción de petróleo como es el caso de Loreto. 
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Si reflexionamos sobre el tema de transición energética, lucha contra el cambio 
climáti-co, y lo ligamos al territorio amazónico surgen inmediatamente dos temas por 
analizar. En primer lugar, los bosques amazónicos y su aporte en el almacenaje y 
fijación de car-bono en la tierra evidencian la importancia de su preservación. 
Asimismo, el territorio amazónico es escenario de procesos de deforestación, tala 
ilegal, minería ilegal, todos en sentido contrario a lo deseable. Las economías 
ilegales se abren paso ante la falta de opciones económicas, involucrando a 
comunidades indígenas inclusive. El segundo tema, es el de las actividades extractivas 
petroleras en la región amazónica. Loreto es el principal departamento para la 
extracción de petróleo en Perú, y esta actividad económi-ca es la más importante en 
dicho departamento. Cambios en estos patrones implican inmensos desafíos para las 
poblaciones amazónicas que luchan por mejorar sus indica-dores sociales, a la vez que 
promover una economía sostenible. 

CAPÍTULO 2: MATRIZ ENERGÉTICA EN LA AMAZONÍA PERUANA: 
IMPLICACIONES PARA LA TRANSICIÓN ENERGÉTICA JUSTA 

Comprender en detalle la configuración actual de la matriz energética en la Amazonía 
peruana se torna fundamental para discernir los potenciales impactos de la transición 
energética sobre el empleo y los medios de vida locales. Analizar las fuentes de energía 
primarias y secundarias utilizadas, el nivel de acceso a la electricidad, la infraestructura 
existente, y el potencial para el desarrollo de energías renovables permitirá establecer 
una base sólida para evaluar los desafíos y oportunidades que la transición energética 
plantea en este contexto específico. 

1. Fuentes de energía primaria y secundaria en la Amazonía peruana

1.1. Fuentes de energía primaria 

La Amazonía peruana alberga importantes reservas de hidrocarburos, tanto petróleo 
como gas natural, cuya presencia es significativa en la configuración de su matriz en-
ergética (Viale, 2024). En particular, la región sur de la Amazonía concentra el 95% de las 
operaciones de gas natural del Perú, bajo la administración de las empresas Pluspetrol y 
Repsol (Perupetro, 2025). Por otro lado, el 70% del territorio amazónico peruano se en-
cuentra concesionado a empresas dedicadas a la explotación de petróleo (Alva Alvarado, 
2024), con proyectos de desarrollo petrolero principalmente localizados en la Amazonía 
norte (Petroperú, s/f). 
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No obstante, se observa una tendencia decreciente en la explotación de petróleo en 
la Amazonía peruana, motivada por un bajo nivel de inversión y la paralización de 
activi-dades en algunos lotes de la región (Viale, 2024). A pesar de contar con reservas 
petrol-eras cercanas a los 2300 TWh a nivel nacional, Perú se ve en la necesidad de 
importar crudo de países vecinos como Ecuador y Brasil por razones de conveniencia 
económica (Global Energy Monitor, s/f). En contraste, el gas natural extraído 
principalmente de la Selva Sur es utilizado primordialmente para la exportación 
(Torres, 2022), siendo la em-presa Transportadora de Gas del Perú (TGP) la 
responsable de su transporte dentro y fuera del país. Si bien la Amazonía cuenta con 
significativos recursos de hidrocarburos, los desafíos actuales en su explotación podrían 
abrir oportunidades para el desarrollo de fuentes de energía alternativas en la región. 

La biomasa constituye otra fuente de energía primaria de gran relevancia en la Ama-
zonía peruana, especialmente en sus usos tradicionales. La leña, por ejemplo, sigue 
siendo una fuente fundamental para fines domésticos en diversas comunidades de la 
región (García Bustamante, 2013). Adicionalmente, la Amazonía presenta un potencial 
interesante para el aprovechamiento de residuos forestales y agrícolas, como la pulpa de 
la palma aceitera, los residuos del procesamiento de café y cacao, así como la cascarilla 
de arroz y los residuos de la caña de azúcar (Greene y Mendoza, 2020). Estos materiales 
pueden ser utilizados para la producción de bioenergía a mediana y gran escala, incluy-
endo la generación de electricidad y la producción de biocombustibles como el biodiesel 
(principalmente a partir de la palma aceitera cultivada en la Amazonía) y el bioetanol. 
En otras regiones del Perú, ya existen plantas de bioenergía que utilizan bagazo de caña 
de azúcar para la cogeneración de electricidad (Greene y Mendoza, 2020), lo que sugiere 
un potencial similar para el aprovechamiento de la biomasa local en la Amazonía. Sin 
embargo, es crucial que la gestión y utilización de la biomasa se realicen de manera 
sostenible para evitar la deforestación y la degradación ambiental, asegurando así que 
esta fuente de energía contribuya positivamente al desarrollo de la región. 

1.2. Fuentes de energía secundaria 

La electricidad representa una fuente de energía secundaria fundamental en la 
Ama-zonía peruana, generada principalmente a partir de centrales térmicas, que en las 
áreas aisladas suelen funcionar con diésel, y de centrales hidroeléctricas, ubicadas 
mayor-mente fuera de la región amazónica pero que abastecen las zonas 
interconectadas. En los últimos años, se ha observado un creciente protagonismo de 
los sistemas solares fotovoltaicos, especialmente en comunidades rurales y aisladas, 
como una fuente de 
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energía secundaria descentralizada (Soto, 2022; Fondo Verde, 2024). Asimismo, existe 
un potencial significativo para la generación de electricidad a pequeña escala, en 
sistemas aislados de distribución, a partir de fuentes renovables como la 
hidroelectricidad y la biomasa dentro de la propia Amazonía (Greene y Mendoza, 
2020). 

Los combustibles derivados, como el diésel, desempeñan un papel crucial como fuente 
de energía secundaria para el transporte y la generación de electricidad en las áreas de 
la Amazonía peruana que no están conectadas a la red eléctrica nacional (Greene y Men-
doza, 2020). Otros combustibles derivados, como la gasolina y el gas licuado de petróleo 
(GLP), tienen un uso más limitado en la región. La dependencia del diésel en las comu-
nidades aisladas subraya la necesidad de explorar y promover alternativas energéticas 
secundarias más sostenibles y económicas para la Amazonía peruana. 

En la actualidad, la matriz energética de la Amazonía peruana se caracteriza por una de-
pendencia significativa de los combustibles fósiles primarios, complementada por una 
creciente, aunque aún limitada, contribución de fuentes secundarias renovables como la 
energía solar fotovoltaica. La ausencia de una infraestructura de red eléctrica extensa en 
gran parte de la región conlleva una mayor dependencia de la generación de energía se-
cundaria descentralizada, a menudo basada en combustibles fósiles. Esta configuración 
energética plantea desafíos importantes en el contexto de la transición hacia sistemas 
más sostenibles y con menores emisiones de carbono. 

2. Generación de energía en la Amazonía peruana

En 2023, la producción de energía eléctrica en Perú alcanzó los 62 TWh (Ministerio de 
Energía y Minas, 2025), un aumento considerable frente a los 43.3 TWh generados en 
2013 (Ministerio de Energía y Minas, 2023). En 2023, el 48% de la producción de energía 
eléctrica a nivel nacional fue de origen térmico y el 47% de origen hidráulico, mientras 
que las energías renovables representaron el 6% de la matriz energética nacional (4% 
eólica y 2% solar) (Ministerio de Energía y Minas, 2025). A pesar de su aún reducida 
importancia relativa, esta cifra refleja un aumento considerable frente al 2013, donde la 
energía solar representó solamente el 0.5% de la producción nacional y no había energía 
eólica (ver tabla 4). El Ministerio de Energía y Minas ha manifestado su intención de que 
las energías renovables no convencionales alcancen el 15% de la matriz energética na-
cional para el año 2030 (Ninahuanca, 2019). 
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LA AMAZONÍA PERUANA. 
CONTEXTO, MATRIZ ENERGÉTICA Y MARCOS NORMATIVOS DE LA TRANSICIÓN ECOLÓGICA. 

Gráfico 1: Producción de energía eléctrica a nivel nacional según origen (2023 y 2013) 

Fuente: Ministerio de Energía y Minas, 2025; Ministerio de Energía y Minas, 2023. 
Elaboración propia. 

A nivel regional, los departamentos amazónicos que más energía eléctrica producen son 
Loreto y Ucayali, muy por encima del resto de departamentos amazónicos (ver tabla 4). 

Tabla 5: Producción de energía eléctrica en la Amazonía peruana (2023) 

Fuente: Ministerio de Energía y Minas, 2025. Elaboración propia. 
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En cuanto al origen de la energía eléctrica, Loreto, Ucayali y Madre de Dios producen 
electricidad de origen térmico, mientras que en Amazonas y San Martín la energía es 
mayoritariamente de origen hidráulico (ver gráfico 2). Destaca que, en todos los depar-
tamentos amazónicos, la energía solar y eólica representan el 0% (Ministerio de 
Energía y Minas, 2025). 

Gráfico 2: Producción de energía eléctrica en la Amazonía peruana según origen (2023) 

Fuente: Ministerio de Energía y Minas, 2025. Elaboración propia. 

3. Acceso a la electricidad e infraestructura de distribución en la Ama-
zonía peruana
3.1. Acceso a electricidad mediante Red Pública

A nivel nacional, el Perú ha logrado avances significativos en el acceso a la electricidad 
a través de la red pública, alcanzando una cobertura del 94% de los hogares en el 2023, 
frente al 86.3% de cobertura en el 2013 (INEI, 2024). Sin embargo, persisten marcadas 
disparidades entre las áreas urbanas y rurales, siendo el acceso en las zonas rurales con-
siderablemente menor (96.3% urbana frente a 85.1% rural). En la región de la Selva, 
que coincide en gran medida con la Amazonía peruana, el acceso a la electricidad me-
diante red pública se situó en 90.2% en el año 2023, cifra inferior a la registrada en la 
Costa (95.9%) y la Sierra (92.1%); no obstante, el avance en los últimos diez años ha sido 
sostenido, siendo que en el 2013 la cobertura en la Selva alcanzaba el 74.5% (INEI, 2024). 

Dentro de la Amazonía, departamentos como San Martín (93.6%), Loreto (90.4%), Am-
azonas (89.2) y Ucayali (85.3%) presentaron tasas de acceso por debajo del promedio 
nacional en 2023 (INEI, 2024). La situación es aún más crítica en áreas rurales, siendo 
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que los departamentos con las cifras más bajas de acceso a electricidad en todo el país 
son amazónicos: Ucayali (71%), Loreto (72.8%), Madre de Dios (74.8%) y Amazonas 
(79.5%), todos por debajo del promedio nacional en áreas rurales (para mayor detalle, 
ver tabla 5). Estas cifras evidencian una clara brecha en el acceso a la energía eléctrica en 
la Amazonía peruana, lo que subraya la existencia de pobreza energética y 
desigualdades en la región. 

Tabla 6: Hogares con acceso a energía eléctrica en la Amazonía peruana (2023) 

Fuente: INEI, 2024. Elaboración propia. 

3.2. Características de la infraestructura de distribución eléctrica 

La infraestructura de distribución eléctrica en la Amazonía peruana se caracteriza por la 
coexistencia del Sistema Eléctrico Interconectado Nacional (SEIN) y los Sistemas Aisla-
dos1 (SA). Loreto, el departamento más extenso del territorio nacional (28.7%), no está 
integrado al SEIN, lo que ocasiona cortes de energía frecuentes e inesperados; asimis-
mo, el SA de Iquitos (capital de Loreto y la ciudad más grande de la Amazonía peruana) 
es el más grande y contaminante del país (Montaño, 2025). Los SA a menudo dependen 
de generadores diésel para la producción de electricidad, especialmente en las comuni-
dades más remotas. No obstante, se observa una tendencia creciente hacia la integración 
de sistemas solares fotovoltaicos (PV) y sistemas de almacenamiento de energía en bat-
erías (BESS) en estos sistemas aislados, buscando alternativas más sostenibles 

1 Los sistemas aislados son sistemas locales de generación, transmisión y distribución de electricidad 
que abastecen la demanda energética de las áreas geográficas del territorio nacional que no están inter-
conectadas al Sistema Eléctrico Interconectado Nacional (SEIN). 
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(Singh, 2025). Iniciativas como “Luz en Casa Amazonía” de la Fundación ACCIONA 
han logrado llevar electricidad a hogares aislados en la región amazónica mediante la 
insta-lación de sistemas solares domiciliarios (Acciona, 2021; Bernal, s/f). 

El gobierno peruano viene implementando diversos programas y proyectos con el 
obje-tivo de expandir el acceso a la electricidad en la Amazonía, tanto a través de la 
extensión de redes como mediante soluciones renovables fuera de la red (Cruz, 2025; 
BID, s/f). A pesar de estos esfuerzos, la infraestructura eléctrica en la Amazonía 
sigue presentan-do desafíos significativos, con una importante presencia de sistemas 
aislados que refle-jan las dificultades para la extensión de la red y la necesidad de 
soluciones energéticas descentralizadas. La vasta extensión del territorio, la 
complejidad geográfica y la baja densidad poblacional en muchas áreas de la 
Amazonía hacen que la conexión a la red nacional sea económicamente inviable en 
muchos casos, lo que impulsa la búsqueda de alternativas energéticas locales y 
sostenibles. 

4. La importancia de los combustibles fósiles en la generación
eléctrica aislada: el caso del diésel

En las comunidades aisladas de la Amazonía peruana que no están conectadas al Sistema 
Eléctrico Interconectado Nacional (SEIN), el diésel desempeña un papel fundamental 
como fuente de energía para la generación de electricidad (Greene y Mendoza, 2020). 
Esta dependencia se debe a su relativamente alta densidad energética y a la facilidad de 
transporte y almacenamiento en áreas remotas, en comparación con otras fuentes de 
energía. Se han reportado casos de comunidades que dependen de generadores diésel, a 
menudo proporcionados por las municipalidades o instituciones educativas, para cubrir 
sus necesidades básicas de electricidad (Berríos, 2024; Tuesta, 2024). 

Sin embargo, esta dependencia del diésel conlleva importantes implicaciones económi-
cas, sociales y ambientales. Los costos asociados a la adquisición, transporte y man-
tenimiento de los generadores diésel en ubicaciones remotas son elevados. Si bien en 
algunos casos existen subsidios a los combustibles fósiles, estos pueden ocultar los ver-
daderos costos económicos y ambientales de esta fuente de energía. Desde una perspec-
tiva social, el suministro de electricidad a través de generadores diésel suele ser limitado 
e inestable, lo que dificulta el desarrollo de actividades productivas, la educación y la 
prestación de servicios de salud en las comunidades (Berríos, 2024). Además, el ruido y la 
contaminación atmosférica generada por estos equipos pueden tener efectos negativos 
en la salud y el bienestar de los habitantes. 
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En cuanto a las implicaciones ambientales, la combustión de diésel genera emisiones 
significativas de gases de efecto invernadero, contribuyendo al cambio climático 
(Greene y Mendoza, 2020). Asimismo, existe el riesgo de derrames de combustible y 
contami-nación durante el transporte y almacenamiento en áreas ecológicamente 
sensibles. En este contexto, la necesidad de transitar hacia alternativas energéticas 
más sostenibles en la Amazonía peruana, que permitan reducir la dependencia del 
diésel y mitigar sus impactos negativos, se vuelve cada vez más apremiante. Proyectos 
como la Central Solar Requena y Tamshiyacu representan esfuerzos concretos para 
reemplazar la generación térmica basada en diésel con fuentes de energía renovable 
(Novum Solar, 2025). 

5. El potencial de las energías renovables en la Amazonía peruana

La Amazonía peruana posee un considerable potencial para el desarrollo de diversas 
fuentes de energías renovables, que podrían contribuir significativamente a su tran-
sición energética y mejorar el acceso a la energía de manera sostenible. 

5.1. Hidroelectricidad a pequeña escala (Micro-Hidroeléctricas) 

La región amazónica se caracteriza por elevadas precipitaciones y una vasta red de ríos, 
lo que representa un potencial significativo para la generación de hidroelectricidad a 
pequeña escala (Leib, 2019). El desarrollo de microcentrales hidroeléctricas comuni-
tarias no requiere grandes embalses, siendo adecuadas para áreas cercanas a ciudades 
amazónicas y las estribaciones de la cordillera (Greene y Mendoza, 2020). Si bien la may-
oría de las centrales microhidráulicas existentes en Perú se concentran en regiones fuera 
de la Amazonía (Lima, Junín, Cajamarca), esto sugiere un espacio para la expansión de 
esta tecnología en la región amazónica. No obstante, su implementación enfrentaría de-
safíos importantes. Por un lado, cuando se insertan en el SEIN, este tipo de proyectos 
puede complejizar la gestión de la demanda, debido a la necesidad de coordinación con 
otros nodos del sistema. Por otro lado, cuando operan como parte de sistemas aislados, 
su alcance y la seguridad en el abastecimiento tienden a ser limitados. A ello se suma 
que, incluso en proyectos de pequeña escala, se deben evaluar y mitigar los potenciales 
impactos ambientales sobre los ecosistemas fluviales y las comunidades locales. 
5.2. Energía solar fotovoltaica 

La ubicación geográfica privilegiada del Perú, cerca de la línea ecuatorial, le otorga una 
excelente disponibilidad de energía solar en todo su territorio, incluyendo la Amazonía. 
Se observa un uso creciente de sistemas solares fotovoltaicos en hogares aislados, 
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escuelas y puestos de salud en la región amazónica (Soto, 2022; Fondo Verde, 2024; Ber-
ríos, 2024). Además, existen iniciativas para la implementación de generadores solares 
en departamentos como Loreto y Ucayali (Soto, 2022). Casos exitosos de 
comunidades amazónicas que han reemplazado la generación con diésel por energía 
solar demuestran la viabilidad de esta tecnología en la región (Acciona, 2017). La 
energía solar fotovoltaica se presenta como una solución con un inmenso potencial 
para la Amazonía, gracias a la alta irradiación solar y a la disminución de los costos de 
la tecnología fotovoltaica, lo que la convierte en una alternativa viable tanto para 
hogares individuales como para comu-nidades más grandes. 

5.3. Biomasa 

La rica biodiversidad de la Amazonía ofrece diversas fuentes de biomasa que pueden 
contribuir a la matriz energética. Entre ellas se encuentran los residuos forestales, los 
desechos agrícolas (como la palma aceitera, el arroz y la caña de azúcar), y cultivos en-
ergéticos dedicados como el piñón blanco y la higuerilla (García Bustamante, 2013). Asi-
mismo, existe el potencial para la producción de biogás a partir de residuos orgánicos 
(estiércol animal, residuos agrícolas) para su uso en la cocina y la generación de electri-
cidad (Lieb, 2019). Es fundamental implementar prácticas de aprovechamiento y gestión 
sostenibles para garantizar los beneficios ambientales de la biomasa y evitar la defor-
estación. La utilización de materiales orgánicos disponibles localmente para la produc-
ción de energía puede reducir la dependencia de fuentes externas y promover 
principios de economía circular, siempre y cuando se realice de manera responsable. 

5.4. Energía eólica 

Si bien el Perú cuenta con un potencial eólico significativo en su costa (García 
Bustaman-te, 2013), el potencial de esta fuente de energía dentro de la región 
amazónica es limita-do, aunque es posible la implementación de pequeños molinos de 
viento en sistemas de energía híbridos y mixtos (Greene y Mendoza, 2020). Se han 
reportado casos aislados de uso de energía eólica en contextos muy específicos 
(Berríos, 2024). Se requerirían estu-dios adicionales para evaluar la viabilidad de la 
energía eólica en diferentes zonas de la Amazonía peruana. 

6. Desafíos para la transición energética en la Amazonía peruana

La transición energética en la Amazonía peruana es un proceso complejo que 
enfrenta desafíos particulares derivados de sus características geográficas, 
ambientales, sociales y económicas. 
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6.1. Desafíos geográficos 

La vasta extensión del territorio amazónico y la lejanía de muchas comunidades difi-
cultan y encarecen el desarrollo y mantenimiento de la infraestructura energética. La 
dispersión de los asentamientos poblacionales incrementa el costo per cápita de la in-
fraestructura energética. Además, la difícil geografía y la falta de acceso por carretera en 
muchas áreas plantean retos logísticos para el transporte de equipos y personal necesa-
rios para la instalación y operación de sistemas energéticos. 

6.2. Consideraciones ambientales 

Es primordial proteger la alta biodiversidad de la región y evitar la deforestación al de-
sarrollar proyectos de energías renovables. Se deben evaluar los potenciales impactos 
ambientales de los proyectos hidroeléctricos, incluso los de pequeña escala, sobre los 
ecosistemas fluviales y las comunidades locales. El aprovechamiento de la biomasa debe 
realizarse de manera sostenible para prevenir la degradación forestal y asegurar el equi-
librio ecológico. 

6.3. Factores sociales y culturales 

El respeto a los derechos y las formas de vida tradicionales de las comunidades 
indígenas es fundamental. Se debe asegurar la participación de las comunidades y 
obtener su con-sentimiento libre, previo e informado para la implementación de 
proyectos energéticos. Es necesario fortalecer la capacidad local para la instalación, 
operación y mantenimien-to de sistemas de energías renovables, incluyendo la 
capacitación de técnicos indígenas (Greene y Mendoza, 2020). 

6.4. Obstáculos económicos 

Los altos costos iniciales de inversión en tecnologías de energías renovables, a pesar de 
su tendencia a la baja, representan un obstáculo. Existen desafíos para asegurar el finan-
ciamiento de proyectos de electrificación rural en la Amazonía. La viabilidad económica 
de los proyectos en áreas con baja densidad poblacional y menor demanda energéti-
ca puede ser limitada. Asimismo, la dependencia de combustibles fósiles 
subsidiados puede generar un desincentivo para la inversión en energías renovables. 
Además, se han reportado bajos índices de ejecución de los presupuestos asignados a 
proyectos de en-ergía limpia en comunidades indígenas (Tuesta, 2024). 
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Estos desafíos interconectados requieren un enfoque holístico e integrado para la plan-
ificación energética en la Amazonía, que vaya más allá de consideraciones puramente 
técnicas o económicas. La transición energética en esta región demanda una cuidadosa 
evaluación de los factores geográficos, ambientales, sociales y económicos para asegu-
rar resultados sostenibles y equitativos. 

7. Situación del empleo en el sector de hidrocarburos: el caso de
Loreto

Los datos sobre el empleo en el sector de hidrocarburos en Loreto revelan cambios sig-
nificativos en el periodo 2015-2024. La elección de Loreto como caso de estudio se basa 
en su condición de departamento más extenso y poblado de la Amazonía peruana, así 
como en su relevancia económica dentro de la región, lo que lo convierte en un contexto 
particularmente interesante para examinar las dinámicas del empleo en este sector. Este 
apartado analiza las transformaciones del empleo petrolero en los últimos diez años, 
prestando especial atención a la marcada reducción del empleo total, los cambios en el 
tamaño de las empresas empleadoras, la persistente segregación de género, la evolución 
de los tipos de contrato y la disminución de la sindicalización.1

Gráfico 3: Loreto: cantidad de trabajadores del sector hidrocarburos (2015 – 2024) 

Fuente: MTPE - Planilla Electrónica (Plame y T-registro). Elaboración propia. 

1 Es importante señalar que los datos presentados, provenientes de la Planilla Electrónica (PLAME y 
T-Registro) del MTPE, constituyen la fuente de información más completa y sistemática disponible. Sin
embargo, se deben considerar algunas limitaciones inherentes a estos registros. Principalmente, la infor-
mación no captura el empleo informal, el cual tiende a ser significativo en la región amazónica. Además,
existe la posibilidad de que algunas empresas registren a sus trabajadores en la planilla electrónica en
la sede principal de la empresa, que podría estar ubicada en un departamento distinto al de sus opera-
ciones, lo que podría no reflejar con precisión la distribución geográfica real del empleo. Finalmente,
los datos reflejan el empleo formal dependiente, excluyendo otras formas de vinculación laboral, como
contratistas independientes, que también pueden ser relevantes en el sector. JUSTIFICAR 
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En 2015, el sector hidrocarburos en Loreto empleaba a 2,123 trabajadores. La mayor 
cantidad de estos trabajadores1 (1,090) se encontraba en empresas de 1001 a más tra-
bajadores. Para 2024, el empleo total en el sector se redujo drásticamente a 204 traba-
jadores (ver gráfico 3). En este año, la mayor cantidad de trabajadores (109) se 
encon-traba en empresas de 1 a 500 trabajadores, y no se registraron trabajadores en 
empresas de 501 a 1000 trabajadores (ver tabla 6). Esto indica una significativa 
disminución en el empleo en el sector hidrocarburos en Loreto entre 2015 y 2024, así 
como un cambio en la distribución del empleo por tamaño de empresa, con una 
concentración en las empresas más pequeñas en 2024. 

Tabla 7: Loreto: trabajadores del sector hidrocarburos por tamaño de empresa (2015 y 2024) 

Fuente: MTPE - Planilla Electrónica (Plame y T-registro). Elaboración propia. 

En ambos años, la gran mayoría de los trabajadores del sector hidrocarburos eran hom-
bres. En 2015, 2,019 trabajadores eran hombres, en comparación con solo 82 mujeres 
(ver tabla 7). En 2024, esta tendencia se mantuvo, con 180 hombres y solo 15 mujeres 
empleadas en el sector. Esto refleja una fuerte segregación de género en el sector, con 
una predominancia masculina. La participación femenina es muy baja y apenas varió 
entre 2015 y 2024. 

1 Los datos de empleo en el sector de hidrocarburos corresponden a la sumatoria de los trabajadores 
registrados en la planilla electrónica del Ministerio de Trabajo (MTPE) para las siguientes actividades 
económicas (CIIU Rev. 3): Extracción de petróleo crudo y gas natural, Fabricación de productos de la 
refinación del petróleo y Fabricación de gas; distribución de combustibles gaseosos por tuberías. 
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Tabla 8: Loreto: trabajadores del sector hidrocarburos según sexo (2015 y 2024) 

Fuente: MTPE - Planilla Electrónica (Plame y T-registro). Elaboración propia. 

En 2015, la mayoría de los trabajadores tenía contratos a plazo indeterminado (30%) o por 
obra determinada o servicio específico (35%). Los contratos intermitentes también rep-
resentaban una proporción importante (22%). Para 2024, la proporción de trabajadores 
con contratos a plazo indeterminado disminuyó significativamente (18%), mientras que 
los contratos por obra determinada o servicio específico aumentó drásticamente (72%; 
ver tabla 8). Esto sugiere un cambio en la naturaleza de la contratación en el sector, con 
una posible tendencia hacia contratos más precarios y una reducción en la estabilidad 
laboral. 

Tabla 9: Loreto: trabajadores del sector hidrocarburos según tipo de contrato (2015 y 2024) 

Fuente: MTPE - Planilla Electrónica (Plame y T-registro). Elaboración propia. 
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Por último, en 2015, el 25% de trabajadores estaban sindicalizados, mientras que 75% no 
lo estaban; en cambio, en 2024 no se registraron trabajadores sindicalizados1. Esto indica 
una disminución en la sindicalización en el sector, lo que tendría implicaciones para los 
derechos laborales y la negociación colectiva. 

Tabla 10: Loreto: trabajadores del sector hidrocarburos según sindicalización (2015 y 2024) 

Fuente: MTPE - Planilla Electrónica (Plame y T-registro). Elaboración propia. 

8. Impacto del sector energético en el empleo dentro de la Amazonía
peruana
El sector de hidrocarburos (petróleo y gas) tiene una presencia económica significati-
va en la Amazonía peruana, especialmente en regiones como Loreto, contribuyendo al 
Producto Bruto Interno (PBI) regional y generando oportunidades de empleo. A nivel na-
cional, este sector representó el 1.6% del PBI en 2023, generando 9 092 millones de soles 
(Ministerio de Energía y Minas, 2024). Además de los empleos directos en la extracción 
y procesamiento de hidrocarburos, el sector genera empleo indirecto a través de las ca-
denas productivas vinculadas. También existen empleos relacionados con la operación y 
mantenimiento de las instalaciones de generación de energía existentes, incluyendo los 
generadores diésel. 

La transición hacia fuentes de energías renovables en la Amazonía peruana presenta un 
potencial significativo para la creación de nuevos empleos sostenibles, especialmente en 
áreas rurales. La instalación, operación y mantenimiento de sistemas de energía solar 
fotovoltaica, microhidroeléctricas y plantas de biomasa pueden generar oportunidades 
de empleo a nivel local. Los programas de capacitación y desarrollo de capacidades para 
las comunidades locales en la gestión y mantenimiento de la infraestructura de energías 
renovables son fundamentales para asegurar la sostenibilidad de estos empleos. 
1 Aquí se evidencian las limitaciones de la Planilla Electrónica como fuente de información, ya que sabe-
mos que en Loreto sí hay trabajadores sindicalizados en el sector hidrocarburos. De todos modos, el in-
dicador revela indudablemente una marcada disminución en la sindicalización durante los últimos diez 
años. 
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Asimismo, el desarrollo de industrias locales en torno a la producción y procesamiento 
de biomasa para fines energéticos podría generar nuevas fuentes de empleo. La tran-
sición energética tiene el potencial de impulsar la creación de “empleos verdes” y for-
talecer la resiliencia ante los impactos del cambio climático, lo que a su vez podría ben-
eficiar a otros sectores como la agricultura y el ecoturismo. 

Es importante considerar que la transición energética debe ser justa, abordando la 
posible pérdida de empleos en el sector de combustibles fósiles y ofreciendo 
oportunidades de reconversión y desarrollo de nuevas habilidades para los 
trabajadores afectados. Las ha-bilidades requeridas para el sector de energías 
renovables pueden diferir de las del sec-tor tradicional de combustibles fósiles, por lo 
que es necesario invertir en programas de educación y capacitación. Además, es crucial 
asegurar que las oportunidades de empleo beneficien a las comunidades locales y no 
sean acaparadas por empresas o trabajadores externos. La magnitud de la generación 
de empleo en el sector de energías renovables debe ser evaluada cuidadosamente y 
comparada con el mercado laboral existente en el sector de combustibles fósiles para 
planificar una transición efectiva. 

9. Conclusiones del capítulo 2

La matriz energética actual de la Amazonía peruana se caracteriza por una dependencia 
significativa de los combustibles fósiles, especialmente el petróleo y el gas, en el sum-
inistro de energía primaria. En las áreas aisladas, el diésel juega un papel crucial en la 
generación de electricidad. El acceso a la electricidad en la región amazónica es inferior 
al promedio nacional, con una combinación de sistemas interconectados y aislados. Si 
bien la penetración de fuentes de energía renovable como la solar fotovoltaica y la bio-
masa está creciendo, su contribución aún es limitada. 

La transición energética en la Amazonía peruana enfrenta desafíos específicos rela-
cionados con la geografía, el medio ambiente, los aspectos sociales y culturales, y la 
economía. Estos desafíos incluyen la vasta extensión del territorio, la necesidad de pro-
teger la biodiversidad, el respeto a los derechos de las comunidades indígenas, y los cos-
tos de inversión y financiamiento. Además, los marcos regulatorios y políticos pueden no 
estar totalmente alineados con el impulso de la transición. En Loreto, el sector de hidro-
carburos ha mostrado una marcada reducción del empleo total, cambios en el tamaño 
de las empresas empleadoras, segregación de género, evolución en los tipos de contrato 
y disminución de la sindicalización. 

La transición energética en la Amazonía peruana presenta un potencial significativo 

165 



para la creación de empleo en sectores relacionados con las energías renovables. Esto 
incluye la instalación, operación, mantenimiento y potencialmente la fabricación de 
tecnologías renovables. Es fundamental invertir en programas de desarrollo de habili-
dades y capacitación para preparar a la fuerza laboral local para estas nuevas oportuni-
dades. Asimismo, se deben implementar estrategias para abordar la posible pérdida de 
empleos en el sector de combustibles fósiles, garantizando una transición justa para los 
trabajadores afectados. Es crucial asegurar que los beneficios de la transición energéti-
ca, incluyendo las oportunidades de empleo, se distribuyan equitativamente entre las 
comunidades locales. 

Para maximizar los beneficios y mitigar los impactos negativos de la transición energéti-
ca en la Amazonía peruana, sería recomendable: 

• Implementar políticas que promuevan el desarrollo de energías renovables adapta-
das a las condiciones específicas de la región.

• Desarrollar estrategias para mejorar el acceso a la electricidad en comunidades re-
motas utilizando soluciones sostenibles y descentralizadas.

• Invertir en programas de educación y capacitación enfocados en tecnologías de en-
ergías renovables para la población local.

• Establecer mecanismos para garantizar la participación comunitaria y el respeto a
los derechos de los pueblos indígenas en los proyectos energéticos.

• Implementar incentivos financieros y apoyo para la adopción de energías renovables
por hogares y empresas en la Amazonía.

La transición energética en la Amazonía peruana representa una oportunidad para pro-
mover un desarrollo más sostenible, mejorar el acceso a la energía y generar nuevas 
oportunidades de empleo, siempre y cuando se aborden los desafíos específicos de la 
región de manera integral y participativa. 

CAPÍTULO 3: MARCO JURÍDICO Y POLÍTICAS PÚBLICAS SOBRE CAMBIO 
CLIMÁTICO Y TRANSICIÓN ENERGÉTICA EN PERÚ 
La Constitución del Perú señala que el Perú es un país unitario y descentralizado. Es 
decir que, si bien reconoce ciertas autonomías regionales, existe una sola autoridad cen-
tral. Las normas jurídicas son de alcance nacional, así como las políticas públicas. A dif-
erencia de otros países federalistas, en Perú las regiones no son territorios autónomos y 
se rigen por un único marco jurídico nacional. En ese sentido, las regiones amazónicas 
se desenvuelven bajo las leyes y políticas públicas nacionales. 
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La incorporación de las preocupaciones sobre el cambio climático o la transición en-
ergética en las políticas públicas nacionales pasa por modificaciones en los marcos 
jurídicos existentes. Dado que el cambio climático es una problemática de orden global 
en la actualidad, muchos países se enfrentan a los mismos desafíos que el Perú. Este 
hecho ha generado que se hayan desarrollado algunos instrumentos internacionales 
so-bre la materia a los cuales el Perú se ha adherido. Esta decisión ha generado, en 
muchos casos, la necesaria adecuación normativa interna posterior, generándose 
nuevas leyes, nuevas instituciones, nuevos instrumentos y nuevas obligaciones. 
Revisaremos las obli-gaciones internacionales más relevantes, así como el desarrollo de 
la normativa interna relacionada en los últimos años. 

1. Obligaciones internacionales vinculantes en materia de cambio
climático de Perú
No hay que olvidar que, en la mayoría de los casos, las políticas más avanzadas sobre 
este tema se han implementado primero en países del norte desarrollado. Estas políticas 
han impactado en fomentar procesos globales, a los que luego se integran luego países 
como el Perú. Es claro que es el avance en el entorno internacional el que termina 
perfilando las normas legales y políticas públicas de países como el Perú. 

Es relevante resaltar el impacto que tuvo la Cumbre mundial de la Tierra en Brasil en 
1992, cumbre llamada Río-92, que reunió a alrededor de 180 jefes de estado, entre 
ellos el estadounidense George H. W. Bush (1924-2018), el francés François Mitterrand 
(1916-1996), el británico John Major y el cubano Fidel Castro (1926-2016). Esta fue la 
primera gran conferencia de la década de 1990 sobre temas globales ambientales. En su 
apertura se suscribieron tres acuerdos internacionales muy importantes. El primero 
fue la Con-vención Marco de las Naciones Unidas sobre el Cambio Climático 
(CMNUCC). Esta esta-blecía estrategias dirigidas a combatir el calentamiento global y 
condujo luego al Proto-colo de Kioto, firmado en 1997 por 154 países, con el propósito 
de reducir la emisión de gases contaminantes. El segundo acuerdo internacional 
suscrito fue el Convenio sobre la Diversidad Biológica, que incluía metas para la 
conservación de la biodiversidad. El tercer documento surgido de esta reunión fue la 
Agenda 21, con recomendaciones para implementar la sostenibilidad y la preservación 
de los recursos naturales en el siglo XXI. 

Para el Estado peruano, tres son los instrumentos internacionales más importantes, que 
generan obligaciones jurídicas vinculantes y que guían las políticas públicas y normas en 
materia de cambio climático: 
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1. La Convención Marco de las Naciones Unidas sobre el Cambio Climático (CMNUCC),
es un acuerdo internacional vinculante que tiene como objetivo último la estabili-
zación de las concentraciones de Gases de Efecto Invernadero (GEI) en la atmósfera
a un nivel que impida interferencias humanas peligrosas en el sistema climático. El
Perú, con la ratificación de la CMNUCC en 1993, inició la construcción del marco nor-
mativo e institucional que ha permitido fortalecer la gobernanza y definir una hoja
de ruta con la formulación de las políticas, normas y medidas enfocadas a la gestión
integral del cambio climático.

2. El Protocolo de Kyoto sobre el cambio climático es un acuerdo internacional - instru-
mento jurídico vinculante que tenía por objetivo reducir las emisiones de seis gases
provocadores del calentamiento global: dióxido de carbono (CO2), gas metano (CH4)
y óxido nitroso (NO), además de tres gases industriales fluorados: Hidrofluorocarbo-
nos (HFC), Perfluorocarbonos (PFC) y Hexafluoruro de azufre (SF6),.Perú ratificó el
Protocolo de Kyoto el 2002 y su enmienda el 2014.

3. El Acuerdo de París, firmado el 2015 en la COP 15, es un instrumento jurídico vincu-
lante que tiene como objetivo mantener el aumento de la temperatura media mundi-
al menor a 2°C con respecto a niveles preindustriales, y continuar con los esfuerzos
para limitar el aumento de la temperatura a 1.5°C con respecto a niveles preindus-
triales. Asimismo, aumentar la capacidad de adaptación de los países a los efectos
adversos del cambio climático y promover la resiliencia al clima y un desarrollo con
bajas emisiones de gases de efecto invernadero; y, situar los flujos financieros en un
nivel compatible con una trayectoria a un desarrollo resiliente al clima y con bajas
emisiones de gases de efecto invernadero. Perú ratifico el Acuerdo de París el 22 de
julio del 2016.

Diagrama 1: Instrumentos internacionales más importantes en cambio climático 

Elaboración propia (PLADES). 
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2. Normas nacionales y políticas públicas referidas a la gestión del
cambio climático en Perú
Avanzar en la gestión el cambio climático significa desarrollar una institucionalidad que 
antes no existía. El Acuerdo de París, ha impulsado a nivel mundial el desarrollo de 
mar-cos institucionales sobre la materia. 

En el caso de Perú, podemos organizar las principales leyes y normas generadas en la 
ma-teria de la siguiente forma. En primer lugar, están los marcos generales para las 
políticas públicas: la Estrategia Nacional de Cambio Climático (ENCC), La Política 
Nacional del Ambiente (PNA), la Estrategia Nacional de Bosques y Cambio Climático 
(ENBCC) y el Plan de Acción de Género y Cambio Climático (PNAGCC). En segundo 
lugar, el desarrollo de instituciones o espacios de gobernanza y participación, como la 
Comisión de Alto Nivel de Cambio Climático (CANCC), la Comisión Nacional sobre el 
Cambio Climático (CNCC) y la Plataforma de Pueblos Indígenas para enfrentar el 
Cambio Climático (PPICC). En tercer lugar, leyes importantes como la Ley General 
del Ambiente, la Ley Forestal y de Fauna Silvestre, la ley orgánica N° 26821 para el 
aprovechamiento sostenible de los recur-sos naturales, la Ley N° 30754 Ley Marco sobre 
Cambio Climático (LMCC) y su reglamen-to. Asimismo, existen otras normas más 
específicas como el D. L. N° 1002 Promoción de la inversión para la generación de 
electricidad con el uso de energías renovables, INFO-CARBONO, el D.S. N ° 0132014-
MINAM y el Decreto Supremo N° 003-2022-MINAM. Una explicación detallada de cada 
norma se puede consultar en el anexo 1 del documento. 

Diagrama 2: Normas y políticas nacionales en cambio climático 

Elaboración propia (PLADES). 
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3. Transición energética justa en la normativa peruana

3.1. Política Nacional: Estrategia Nacional ante el Cambio Climático al 2050 (PN 
ENCC 2050) 
Si bien no existe una Ley o una política nacional sobre Transición Energética Justa en 
Perú, como hemos visto antes, el concepto se va desplegando por distintos espacios. 

En la recientemente aprobada Política Nacional: Estrategia Nacional ante el Cambio 
Climático al 2050 (PN ENCC 2050) se aborda la transición energética principalmente en 
relación con la mitigación de las emisiones de Gases de Efecto Invernadero (GEI) del 
sector energético. 

En la sección de alternativas de solución para la causa del “Incremento de emisiones de 
gases de efecto invernadero” (CD 2), la estrategia propone “Minimizar las emisiones de 
GEI del sector energía a través del uso de energías renovables, entre otras fuentes”. 
Esto indica un reconocimiento explícito de la necesidad de una transición hacia 
fuentes de energía más limpias. 

Dentro de los objetivos prioritarios, el Objetivo Prioritario 2 es “Mitigar las emisiones de 
GEI de los procesos energéticos”. Si bien no se desarrolla una sección específica titulada 
“Transición Energética”, la estrategia establece claramente la necesidad de reducir las 
emisiones del sector energético mediante el fomento de las energías renovables 
como una de las principales vías para alcanzar sus objetivos de mitigación del cambio 
climáti-co al 2050. En otra parte, se aborda directamente la temática de empleos verdes 
y tran-sición justa. Dentro de los lineamientos del Objetivo Prioritario 7: “Mejorar la 
gobernan-za en materia de cambio climático en los actores estatales y no estatales”, 
se establece el Lineamiento L18: “Contribuir a una promoción de la transición justa e 
incremento de empleos verdes”. 

Esta es la primera vez que vemos una mención explícita al término transición justa. 
Este lineamiento reconoce la importancia de que las acciones para enfrentar el cambio 
climático no solo se enfoquen en la reducción de riesgos y emisiones, sino que también 
consideren los impactos sociales y económicos, promoviendo una transición 
equitativa y la creación de nuevas oportunidades de empleo en sectores sostenibles. Es 
clara su rel-ación al tema del empleo, y la promoción de empleos verdes. Veamos a 
continuación lo que dice este lineamiento 18: 
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Cuadro 1: Redacción del Lineamiento 18 de la PN ENCC 2050 

Fuente: Ministerio del Ambiente, 2024. 

El lineamiento 18 de la Estrategia Nacional ante el Cambio Climático brinda una inte-
resante oportunidad para los trabajadores y sus organizaciones para participar en su 
implementación. Es interesante observar que el enfoque de la Estrategia es lograr tener 
impactos a nivel regional o local, para cual se debe coordinar con las Direcciones o Ge-
rencias regionales de Trabajo o con los Programas Nacionales de empleabilidad relacio-
nados al Ministerio de Trabajo, donde las organizaciones de trabajadores tienen capaci-
dad de incidencia. Para el caso de las regiones amazónicas, los sindicatos pueden utilizar 
la Estrategia para exigir que las acciones previstas en este lineamiento se desarrollen con 
la participación de los trabajadores. 

En relación con la debilidad de los actores regionales para ejecutar políticas de cambio 
climático, mencionada antes, la promoción de la transición justa y los empleos verdes 
también requerirá un fortalecimiento de capacidades a nivel regional. Los gobiernos re-
gionales y los actores no estatales necesitarán apoyo técnico y recursos para identificar 
oportunidades de empleo verde en sus territorios y para asegurar que la transición hacia 
una economía baja en carbono se realice de manera justa, considerando las necesidades 
de las comunidades indígenas y los trabajadores que puedan verse afectados por los cam-
bios económicos. La PN ENCC 2050 busca abordar esta necesidad a través de diversos 
servicios de fortalecimiento de capacidades y asistencia técnica a nivel regional, lo que 
indirectamente podría facilitar la promoción de empleos verdes y una transición justa. 
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3.2. Política Energética Nacional 2010-2040 

Otro documento importante como referencia es la Política Energética Nacional del 
Perú 2010-20401 donde algunos de sus objetivos están relacionados a los procesos de 
Tran-sición Energética Justa. Por ejemplo: 

Cuadro 2: Objetivos específicos de la Política Energética Nacional 2010-2040 relacionados a la 
transición energética justa 

Fuente: Ministerio de Energía y Minas, 2010. 

Aunque el último Reporte de Cumplimiento de la Política Energética Nacional del Perú 
2010-20402 no menciona explícitamente los términos “empleos verdes” o “transición jus-
ta”, sí detalla avances en áreas que son fundamentales para su desarrollo, como el impul-
so a las energías renovables, la promoción de la eficiencia energética, y el desarrollo de 
la electromovilidad. Estas iniciativas son pilares para la creación de empleos en sectores 
bajos en carbono y para una transición hacia una economía más sostenible. 

El Reporte sí menciona que se ha iniciado el desarrollo de una “Hoja de ruta para la 
transición energética en Iquitos: primera ciudad de la Amazonía en ser carbono neutral 
en 2050” con el apoyo del Banco Interamericano de Desarrollo (BID).3 Este estudio busca 
formular una hoja de ruta para asegurar el acceso, la confiabilidad, la asequibilidad y la 
neutralidad de carbono del consumo energético en Iquitos y su área de influencia directa 
para el año 2050, con metas intermedias en 2030 y 2040. Esto se logrará mediante el uso 
de fuentes renovables, el almacenamiento de energía, la digitalización, la participación 
pública y el fortalecimiento institucional, considerando también aspectos de género. 
Esta iniciativa se centra específicamente en la transición energética en la Amazonía pe-
ruana, por lo que es importante darle seguimiento. 

1 D.S 064-2010-EM 
2 https://cdn.www.gob.pe/uploads/document/file/6482350/5660350-reporte-de-cumplimiento-de-la-politi-
ca-energetica-nacional-2023.pdf. 
3 https://www.iadb.org/es/proyecto/PE-T1550. 
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Hay que tomar en cuenta que esta Política Energética fue diseñada el 2010, antes del Ac-
uerdo de París del 2015 y de los avances en materia de cambio climático. La política en-
ergética nacional está en revisión en este momento y será actualizada para que tenga 
una perspectiva hasta el 2050. Es muy probable que temas como el de transición 
energética serán más claramente desarrollados en el nuevo documento. 
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ANEXOS 

Anexo 1. Relación y descripción de las normativas en materia de cam-
bio climático y transición energética en el Perú 

En el año 2003 se aprobó la Estrategia Nacional de Cambio Climático (ENCC),1 que es 
el principal instrumento de gestión integral a nivel nacional en el Perú. Esta estrategia 
se actualizó en el año 2015 y planteó una visión con horizonte temporal al año 2021, que 
consiste en “adaptar el Perú a los efectos adversos y aprovechar las oportunidades que 
impone el cambio climático, sentando las bases para un desarrollo sostenible bajo en 
carbono”. A partir de esta visión se establecen los objetivos estratégicos nacionales, indi-
cadores y líneas de acción, que permiten elaborar los planes subnacionales y sectoriales 
de cambio climático. 

El 13 de octubre del 2005 el Congreso de la República promulgó la Ley N° 28611, Ley 
Gen-eral del Ambiente, uno de los primeros instrumentos ordenadores del marco 
normativo legal para la gestión ambiental en el Perú. Esta Ley establece los 
principios y normas básicas para asegurar el efectivo ejercicio del derecho a un 
ambiente saludable, equilib-rado y adecuado para el pleno desarrollo de la vida, así 
como el cumplimiento del deber de contribuir a una efectiva gestión ambiental de 
protección del ambiente, así como sus componentes, con el objetivo de mejorar la 
calidad de vida de la población y lograr el desarrollo sostenible del país. 

En el 2008 se aprobó el Decreto Legislativo N° 1002 mediante el cual se declara de 
interés nacional y necesidad pública el crecimiento del nuevo tipo de fuentes de 
energía ren-ovables. Esta norma también precisaba que el Ministerio de Energía y 
Minas (MINEM) establecería cada cinco años, hasta el 2023, una meta porcentual de 
la participación de energías renovables, referida a la generación de electricidad, de 
hasta 5 %. A su vez está norma representa un hito en el avance de la transición 
energética buscando una matriz diversificada con energías renovables no 
convencionales (solar, eólica, biomasa, geoter-mia). 

La Política Nacional del Ambiente fue aprobada el 2009 mediante DS Nº 012-2009-MI-
NAM2, dicha norma define los lineamientos y promueve la adopción de medidas 
preven-tivas de adaptación y mitigación al cambio climático, estableciendo que el 
enfoque 

1 https://sinia.minam.gob.pe/normas/estrategia-nacional-cambio-climatico 
2 https://www.minam.gob.pe/disposiciones/decreto-supremo-n-012-2009-minam/ 
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preventivo debe incluir la diversidad de las regiones del país, con énfasis en la situación 
y accionar de adaptación de las comunidades campesinas y pueblos indígenas. 

El 2011 se aprueba la Ley N° 297631, Ley Forestal y de Fauna Silvestre, y la ley orgánica 
N° 268212 para el aprovechamiento sostenible de los recursos naturales. Estas leyes esta-
blecen las normas que fomentan y establecen el acceso al uso y disfrute del patrimonio 
forestal y de fauna silvestre; así como promueve y regula el aprovechamiento sostenible 
de los recursos naturales, renovables y no renovables, del país de acuerdo con los pro-
cedimientos establecidos por la autoridad nacional y regional. Asimismo, son el marco 
de los instrumentos de planificación y gestión del territorio. Estas normas son de 
gran importancia para las regiones amazónicas. 

El 2014 se aprueba el INFOCARBONO mediante Decreto Supremo N ° 0132014-MINAM, 
para la elaboración periódica del Inventario Nacional de Gases de Efecto Invernadero 
(INGEI), asignando responsabilidades al Ministerio del Ambiente y otras entidades públi-
cas para la recopilación, evaluación y sistematización de información sobre emisiones y 
remociones de GEI, permitiendo así el cumplimiento de los compromisos internaciona-
les asumidos por el Perú ante la CMNUCC. 

El 2016 se aprueba la Estrategia Nacional de Bosques y Cambio Climático (ENBCC)3 

que tiene como objetivo general reducir la pérdida y degradación de los bosques en el 
Perú, y por ende las emisiones de gases de efecto invernadero vinculadas al sector Uso 
de Suelo, Cambio de Uso de Suelo y Silvicultura, y mejorar la resiliencia del paisaje 
forestal y de la población que depende de estos ecosistemas, con especial énfasis en los 
pueblos indíge-nas y campesinos, para reducir su vulnerabilidad frente al cambio 
climático. Esta norma es de gran importancia para las regiones amazónicas.  

El 2016 se aprueba el Plan de Acción de Genero y Cambio Climático,4 un instrumento 
que busca orientar la acción de distintas entidades del Estado peruano para que, en el 
marco de sus competencias vinculadas con la mitigación y adaptación al cambio climáti-
co, contribuya a la igualdad entre los hombres y las mujeres en las siguientes áreas 
prior-izadas: Bosques, Recursos Hídricos, Energía, Seguridad Alimentaria, Residuos 
Sólidos, Salud, Educación y Gestión del Riesgo. 

1 https://www.minam.gob.pe/wp-content/uploads/2017/04/Ley-N%C2%B0-29763.pdf 
2 https://www.minam.gob.pe/wp-content/uploads/2017/04/Ley-N%C2%B0-26821.pdf 
3 Decreto Supremo No 0072016-MINAM 
4 Decreto Supremo No 0122016-MINAM 
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En el 2018, se aprueba la Ley Marco sobre Cambio Climático (LMCC) N° 30754 y 
su reglamento,1 los cuales establecen los principios, enfoques y disposiciones 
generales para coordinar, articular, diseñar, ejecutar, reportar, monitorear, evaluar y 
difundir las políticas públicas para la gestión integral, participativa y transparente de 
las medidas de adaptación y mitigación al cambio climático, a fin de reducir la 
vulnerabilidad del país al cambio climático y aprovechar las oportunidades del 
crecimiento bajo en carbono. 

El Reglamento de la LMCC establece las funciones, roles y mandatos para la autoridad 
nacional en materia de cambio climático que recae en el Ministerio del Ambiente. Asi-
mismo, dispone la articulación entre los tres niveles del gobierno, las autoridades secto-
riales, los gobiernos regionales y locales, que permitirán mejorar la gestión institucional 
ante el cambio climático y lograr un accionar coherente, eficiente e integrado de las 
entidades del sector público, orientados a resultados en beneficio del ciudadano, y en el 
cumplimiento de los compromisos internacionales asumidos por el Estado ante la CM-
NUCC. 

En el capítulo I del Título III del Reglamento de la LMCC se desarrollan los instrumentos 
de planificación para la gestión integral frente al cambio climático, que son los sigui-
entes: i) Instrumentos de planificación que incorporan medidas de adaptación y miti-
gación, de acuerdo a lo establecido en el artículo 7.2 y 8.2 de la LMCC; ii) Contribuciones 
Determinadas a Nivel Nacional; iii) Estrategia Nacional ante el Cambio Climático; iv) 
Estrategias Regionales de Cambio Climático; v) Planes locales ante el cambio climático; 
y, vi) otros instrumentos que contribuyen a la gestión integral frente al cambio climático 
que pudieran ser elaborados por las autoridades competentes, en conformidad con lo 
dispuesto en los artículos 12°, 13° y 14° de la Ley N ° 30754. Esta norma es de gran impor-
tancia para las regiones amazónicas. 

En 2020 se creó la Comisión de Alto Nivel de Cambio Climático (CANCC),2 liderada por 
la Presidencia del Consejo de Ministros (PCM), donde el MINAM cumple el rol de secre-
taría técnica. El objetivo de dicha Comisión es la proposición de medidas de adaptación 
y mitigación al cambio climático y Contribuciones Nacionalmente Determinadas (NDC, 
por sus siglas en inglés). Como parte de sus funciones, se encarga de realizar el informe 
técnico que se entrega a la CMNUCC como parte de lo pactado en el Acuerdo de París. Sus 
integrantes son los representantes de los ministerios, el Centro Nacional de Planeamien-
to Estratégico (CEPLAN), la Asamblea Nacional de Gobiernos Regionales y la Asociación 
de Municipalidades del Perú. 
1 Reglamento de la Ley Marco sobre Cambio Climático, aprobado por el Decreto Supremo N° 
013-2019-MINAM.
2 D.S No 006-2020-MINAM
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Asimismo, el 2020 se crea la Plataforma de Pueblos Indígenas para enfrentar el 
Cambio Climático (PPICC),1 la cual tiene el objetivo de gestionar, articular, 
intercambiar, siste-matizar, difundir y hacer seguimiento de las propuestas de medidas 
de adaptación y mit-igación de los pueblos indígenas u originarios, así como de sus 
conocimientos, prácticas y saberes tradicionales y ancestrales en cambio climático que 
contribuyen a la gestión integral del cambio climático. Dicha plataforma está 
conformada por las siete organi-zaciones nacionales representativas de los pueblos 
indígenas u originarios. Este es un espacio importante para las regiones amazónicas. 

Para el año 2022, se declaró de interés nacional la emergencia climática en Perú medi-
ante el Decreto Supremo N° 003-2022-MINAM (25.01.2022), el cual remarca en su 
artí-culo N° 3 la necesidad de promover programas y políticas sobre el uso eficiente de 
la en-ergía en los sectores público, productivo, servicios, residencial y transporte, así 
como la implementación de programas para el cambio del uso de leña, bosta, carbón, 
entre otros combustibles contaminantes, por otras fuentes energéticas limpias para el 
uso domésti-co. Esta norma es relevante para las regiones amazónicas. 

Por otro lado, se crea la Comisión Nacional sobre el Cambio Climático (CNCC),2 un es-
pacio de gobernanza para la acción climática que incluye la participación de actores 
estatales y no estatales para realizar el seguimiento del cumplimiento de las políticas 
públicas de cambio climático y generar nuevas propuestas frente al cambio climático, 
garantizando el gobierno abierto. Dicho espacio de gobernanza resulta importante 
por la participación de diversos grupos de interés como jóvenes, mujeres, academia, 
pueblos afroperuanos, colegios profesionales, pueblos indígenas u originarios, sector 
privado, entre otros, y permite garantizar una democracia participativa en los procesos 
de diseño de políticas públicas de cambio climático. 

Un hito importante, en 2021, es la aprobación de la Política Nacional del Ambiente al 
2030 (PNA),3 que tiene como objetivo mejorar la conservación de las especies y de la di-
versidad genética, reducir la contaminación de aire, agua y suelo, mejorar el desempeño 
ambiental de las cadenas productivas, aplicando la economía circular. Asimismo, con-
sidera como objetivo prioritario mejorar el comportamiento ambiental de la ciudadanía. 

Además, la PNA, de cara al año 2030, reconoce como Objetivos Prioritarios (OP): i) 
OP2 reducir los niveles de deforestación y degradación de ecosistemas; ii) OP5, 
incrementar la adaptación ante los efectos del cambio climático del país; y, iii) OP8, 
reducir las 
1 D.S 197-2020 MINAM 
2 D.S. 0122021-MINAM 
3 D.S No 023-2021-MINAM 

177 



emisiones de gases de efecto invernadero del país. 

Desde la ratificación y adhesión de Perú a la Convención de Naciones Unidas para el 
Cambio Climático, se han producido importantes cambios normativos que han 
generado nuevas obligaciones a actores estatales y no estatales, así como la creación de 
un sistema de gobernanza que contempla la participación de grupos de interés como 
son los sindi-catos. Pese a los avances normativos, existe una brecha de cumplimiento 
importante en las políticas públicas existentes. 

La reciente aprobación de la Política Nacional: Estrategia Nacional ante el Cambio 
Climático (ENCC) al 2050,1 nos brinda un diagnóstico actualizado de las políticas públi-
cas en materia de cambio climático, identificando debilidades a corregir. El problema 
público identificado incluye una “débil gobernanza para enfrentar el cambio climáti-
co” como una de sus causas. Dentro de esta causa, se menciona la debilidad de capaci-
dades de actores estatales y no estatales en los diferentes niveles de gobierno 
para enfrentar el cambio climático. Esto sugiere una falta de solidez en la forma en 
que los actores estatales a nivel regional pueden estar coordinando sus esfuerzos para 
abordar el cambio climático. 

La PN ENCC 2050 propone varias alternativas de solución que buscan fortalecer la coor-
dinación entre los niveles de gobierno. Una de estas alternativas es “Fortalecer la artic-
ulación y el diálogo en los tres niveles de gobierno con los actores, y con los actores 
no estatales para enfrentar las consecuencias adversas del cambio climático”. Este 
plant-eamiento reconoce explícitamente la necesidad de mejorar la coordinación 
para una respuesta efectiva al cambio climático. 

En la sección de lineamientos, se menciona el “Fortalecer capacidades técnicas para 
reducir el riesgo climático basados en la gestión territorial, en actores estatales de 
los sectores y de los tres niveles de gobierno”. Esto implica que existe una necesidad 
de mejorar las habilidades técnicas de los actores estatales a nivel regional (incluidos los 
de diferentes sectores) en la gestión territorial relacionada con los riesgos climáticos, lo 
que podría estar vinculado a la debilidad en la coordinación. 

Además, se ofrece “Asistencia técnica para el proceso de formulación, actualización 
y evaluación de las Estrategias Regionales de Cambio Climático (ERCC), de 
manera continua a los gobiernos regionales” como uno de los servicios de la PN 
ENCC 2050. La 

1 https://sinia.minam.gob.pe/normas/decreto-supremo-que-aprueba-politica-nacional-estrategia-nacion-
al-ante 
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provisión de esta asistencia técnica sugiere que los gobiernos regionales podrían necesi-
tar apoyo en la elaboración de sus estrategias climáticas, lo que podría ser resultado de 
desafíos en la coordinación o la falta de capacidades. 

Como se ha mencionado en el capítulo 1, las regiones amazónicas observan desventajas 
frente a otras regiones en el Perú. Su debilidad económica y su mayor precariedad social 
están acompañadas de debilidad de sus propias instituciones de gobierno, regional, mu-
nicipal, provincial o distrital. Un fortalecimiento de capacidades sobre cambio climático 
de todas las instituciones que operan en las regiones amazónicas es urgente, si 
queremos que las políticas públicas logren su objetivo en estos territorios. 
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Anexo 2. Matriz de objetivos prioritarios y lineamientos: Lineamiento 
18 (Transición justa y empleos verdes) 
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Fuente: Ministerio del Ambiente, 2024. 

183 



 

BIBLIOGRAFÍA 

Acciona. (2021). acciona.org lleva electricidad a 1.100 nuevos hogares aislados de la Am-
azonía (Perú). acciona. https://www.acciona.com/es/actualidad/noticias/acciona-org-lle-
va-electricidad-1100nuevos-hogares-aislados-amazonia-peru 

Acciona. (2017). ACCIONA Microenergía lleva la electricidad a las comunidades del 
Am-azonas. acciona. https://www.acciona.com/es/actualidad/noticias/acciona-
microener-gia-lleva-electricidad-comunidades-amazonas 

Alva Alvarado, A. (2024). Amenazas principales para comunidades no contactadas y 
en contacto inicial frente a la globalización en el Perú. Justicia Ambiental. Revista Del 
Poder Judicial Del Perú Especializada En La Protección Del Ambiente, 4(6), 17-32. 
https://doi. org/10.35292/justiciaambiental.v4i6.1031 

Berinat, P., Chemes, J. y Forero, L. F. (2020). Transición Energética. Aportes para la 
reflex-ión colectiva. https://transicion-energetica-popular.com/wp-content/
uploads/2020/10/ TransicionEnergetica-Reporte.pdf 

Bernal, J. (s/f). Iluminar la Amazonia: así se electrifican las comunidades más aisladas 
del planeta. ED Creativo. https://branded.eldiario.es/proyecto-iluminar-amazonia/ 

Berríos, M. (2024). La luz que no llega: las brechas en energía que impactan al pueblo 
awa-jún de Amazonas. OjoPúblico. https://ojo-publico.com/derechos-humanos/sin-luz-
la-am-azonia-brechas-energia-impactan-al-pueblo-awajun 

BID. (s/f). Programa de Electrificación Rural Sostenible y Productivo en la Amazonía Pe-
ruana. BID. https://www.iadb.org/es/proyecto/PE-L1298 

Cruz, E. (2025). Minem contempla llevar energía eléctrica a 44 mil habitantes de la Am-
azonía este 2025. Rumbo Minero. https://www.rumbominero.com/peru/noticias/
noti-cias-energia/minem-energia-electrica-a-44-mil-habitantes-de-la-amazonia/ 

Fondo Verde. (2024). Energía Solar para Comunidades Remotas en la Amazonía Perua-
na. Fondo Verde. https://www.fondoverde.org/proyectos/peru/electrificacion-con-
ener-gia-solar-en-escuelas-y-comunidades-remotas 

184 

https://www.acciona.com/es/actualidad/noticias/acciona-org-lle-
https://www.acciona.com/es/actualidad/noticias/acciona-org-lle-
https://www.acciona.com/es/actualidad/noticias/acciona-microener-
https://www.acciona.com/es/actualidad/noticias/acciona-microener-
https://doi/
https://transicion-energetica-popular.com/wp-content/uploads/2020/10/
https://branded.eldiario.es/proyecto-iluminar-amazonia/
https://ojo-publico.com/derechos-humanos/sin-luz-la-am-
https://ojo-publico.com/derechos-humanos/sin-luz-la-am-
https://www.iadb.org/es/proyecto/PE-L1298
https://www.rumbominero.com/peru/noticias/noti-
https://www.rumbominero.com/peru/noticias/noti-
https://www.fondoverde.org/proyectos/peru/electrificacion-con-ener-
https://www.fondoverde.org/proyectos/peru/electrificacion-con-ener-


 

García Bustamante, H. (2013). Matriz energética en el Perú y energías renovables, 
VIII. Barreras para el desarrollo de la bioenergía. https://library.fes.de/pdf-files/
bueros/ peru/10183.pdf 

Global Energy Monitor. (s/f). Perfil energético: Perú. Global Energy Monitor Wiki. https:// 
www.gem.wiki/Perfil_energ%C3%A9tico:_Per%C3%BA 

Greene, N. y Mendoza, V. (2020). Energía renovable para la Amazonía. https://cuencasa-
gradas.org/wp-content/uploads/2021/05/FR11_Oct2020_EnergiaRenovable_NGreeneV-
Mendoza_ESP.pdf 

INEI. (2024). Acceso a los servicios básicos en el Perú, 2023. https://cdn.www.gob.pe/ 
uploads/document/file/6755317/5857246-acceso-a-los-servicios-basicos-en-el-peru-2023. 
pdf?v=1723216091 

INEI. (2018a). Resultados Definitivos de los Censos Nacionales 2017, Tomo I. https://www. 
inei.gob.pe/media/MenuRecursivo/publicaciones_digitales/Est/Lib1544/ 
I 
NEI. (2018b). III Censo de Comunidades Nativas 2017. Resultados definitivos, Tomo I. 
https://www.inei.gob.pe/media/MenuRecursivo/publicaciones_digitales/Est/Lib1598/ 
TOMO_01.pdf 
I 
NEI. (2018c). La Autoidentificación Étnica: Población Indígena y Afroperuana. https:// 
centroderecursos.cultura.pe/sites/default/files/rb/pdf/autoidentificacion-etnica.pdf 

Instituto de Investigaciones de la Amazonía Peruana. (1998). Delimitación del territorio 
amazónico con criterio ecológico y criterio hidrográfico. http://www.iiap.org.pe/upload/ 
Publicacion/PUBL911.pdf 

Leib, S. (2019). El potencial de tres energías renovables en la Amazonía. Ciencia Y 
Tec-nología, 12(2), 47–54. https://doi.org/10.18779/cyt.v12i2.325 

Ministerio de Desarrollo e Inclusión Social. (2023). Indicadores emblemáticos. Obser-
vatorio Social Midis. https://app.midis.gob.pe/Sis_ObservatorioSocial/Indicadores/Em-
blematicos 

Ministerio de Energía y Minas. (2025). Anuario Estadístico de Electricidad 2023. 
https:// www.gob.pe/institucion/minem/informes-publicaciones/6411602-anuario-
estadisti-co-de-electricidad-2023 

185 

https://library.fes.de/pdf-files/bueros/
https://cuencasa/
https://cuencasa/
https://cdn.www.gob.pe/
https://www/
https://www.inei.gob.pe/media/MenuRecursivo/publicaciones_digitales/Est/Lib1598/
http://www.iiap.org.pe/upload/
https://doi.org/10.18779/cyt.v12i2.325
https://app.midis.gob.pe/Sis_ObservatorioSocial/Indicadores/Em-
https://app.midis.gob.pe/Sis_ObservatorioSocial/Indicadores/Em-
http://www.gob.pe/institucion/minem/informes-publicaciones/6411602-anuario-estadisti-
http://www.gob.pe/institucion/minem/informes-publicaciones/6411602-anuario-estadisti-


 

Ministerio de Energía y Minas. (2024). En Cifras, Revista Estadística. Reporte Men-
sual Hidrocarburos, marzo 2024. https://cdn.www.gob.pe/uploads/document/ 
file/6390620/5602087-estadistica-subsector-hidrocarburos-marzo-2024.pdf 

Ministerio de Energía y Minas. (2023). Anuario Estadístico de Electricidad 2013. 
https:// www.gob.pe/institucion/minem/informes-publicaciones/4742233-anuario-
estadisti-co-de-electricidad-2013 

Ministerio de Energía y Minas. (2010). Política Energética Nacional del Perú 2010-2040. 
https://cdn.www.gob.pe/uploads/document/file/898446/DS-064-2010-EM.pdf 

Ministerio del Ambiente. (2024). Política Nacional: Estrategia Nacional ante el Cambio 
Climático al 2050. https://sinia.minam.gob.pe/sites/default/files/archivos/public/docs/ 
ENCC%20al%202050.pdf 

Ministerio de Trabajo y Promoción del Empleo. (2023). Observatorio de la 
Formalización Laboral, Reportes Regionales. https://www2.trabajo.gob.pe/
estadisticas/observato-rio-de-la-formalizacion-laboral/reportes-regionales/ 

Montaño, F. (2025). Los caminos para dar energía limpia a la ciudad más poblada de 
la selva peruana. ClimateTracker.org. https://climatetrackerlatam.org/historias/los-
camin-os-para-dar-energia-limpia-a-la-ciudad-mas-poblada-de-la-selva-peruana/ 

Ninahuanca, C. (2019). Perú tiene una de las matrices energéticas más limpias de Améri-
ca Latina. Andina. https://andina.pe/agencia/noticia-peru-tiene-una-las-matrices-ener-
geticas-mas-limpias-america-latina-771852.aspx 

Novum Solar. (2025). Los 5 mejores proyectos de energía solar del Perú en el 2025. 
Novum Solar. https://novumsolar.com/los-5-mejores-proyectos-de-energia-solar-del-
peru-en-el-2025/ 

OIT. (2021). Cambio climático y financiamiento de una transición justa. https://www.ilo. 
org/es/resource/otro/cambio-climatico-y-financiamiento-de-una-transicion-justa 

Perupetro. (2025). Estadística mensual de hidrocarburos: enero 2025. https://www.pe-
rupetro.com.pe/wps/wcm/connect/corporativo/76ed427b-fbc9-4acf-8172-ecf9b5af23bd/ 
Estadistica+Mensual+-+Enero+2025.pdf?MOD=AJPERES 

186 

https://cdn.www.gob.pe/uploads/document/
http://www.gob.pe/institucion/minem/informes-publicaciones/4742233-anuario-estadisti-
http://www.gob.pe/institucion/minem/informes-publicaciones/4742233-anuario-estadisti-
https://cdn.www.gob.pe/uploads/document/file/898446/DS-064-2010-EM.pdf
https://sinia.minam.gob.pe/sites/default/files/archivos/public/docs/
https://www2.trabajo.gob.pe/estadisticas/observato-
https://www2.trabajo.gob.pe/estadisticas/observato-
https://climatetrackerlatam.org/historias/los-camin-
https://climatetrackerlatam.org/historias/los-camin-
https://andina.pe/agencia/noticia-peru-tiene-una-las-matrices-ener-
https://andina.pe/agencia/noticia-peru-tiene-una-las-matrices-ener-
https://novumsolar.com/los-5-mejores-proyectos-de-energia-solar-del-peru-en-
https://novumsolar.com/los-5-mejores-proyectos-de-energia-solar-del-peru-en-


 

Petroperú. (s/f). Los tramos del Oleoducto Norperuano. Oleoducto Norperuano. 
https:// oleoducto.petroperu.com.pe/tramo-i-tramo-ii-y-ramal-norte/ 

Singh, N. (2025). Perú apuesta por el crecimiento de PV + BESS en sistemas aislados. En-
ergía Estratégica. https://www.energiaestrategica.com/peru-apuesta-por-el-crecimien-
to-de-pv-bess-en-sistemas-aislados/# 

Soto, M. (2022). La energía solar: Un avance lento en la Amazonía peruana. DAR. https:// 
dar.org.pe/la-energia-solar-un-avance-lento-en-la-amazonia-peruana/ 

Torres, A. L. (2022). Reactivar el gasoducto del sur en Perú, clave ante posibilidad de 
abastecer al mercado europeo. Gestión. https://gestion.pe/economia/reactivar-el-gaso-
ducto-del-sur-en-peru-clave-ante-posibilidad-de-abastecer-al-mercado-europeo-noticia/ 

Tuesta, P. (2024). Amazonas: Perú ejecutó en 9 años menos del 8% del presupuesto asig-
nado para energía limpia en comunidades indígenas. ClimateTracker.org. https://clima-
tetrackerlatam.org/historias/amazonas-peru-ejecuto-en-9-anos-menos-del-8-del-presu-
puesto-asignado-para-energia-limpia-en-comunidades-indigenas/ 

UNDP. (2022). Issue Brief: Just Transition. https://climatepromise.undp.org/sites/de-
fault/files/research_report_document/Just%20Transition%20Issue%20Brief%20-%20 Final
%20v3.pdf 

Viale, C. (2024). Petróleo en la Amazonía peruana: Análisis económico del futuro de 
los hidrocarburos en un contexto de transición energética global. https://
resourcegov-ernance.org/sites/default/files/2024-01/Petro%CC%81leo%20en%20la%
20Amazoni%C-C%81a%20Peruana_NRGI_2024.pdf 

187 

https://www.energiaestrategica.com/peru-apuesta-por-el-crecimien-
https://www.energiaestrategica.com/peru-apuesta-por-el-crecimien-
https://gestion.pe/economia/reactivar-el-gaso-
https://gestion.pe/economia/reactivar-el-gaso-
https://clima/
https://clima/
https://climatepromise.undp.org/sites/de-
https://climatepromise.undp.org/sites/de-
https://resourcegov/
https://resourcegov/






189



190



191



192



193



194



195



196



197



198



199



200



201



202



203



204



205



206



207



208



209



210





212



213



214



215



216



217



218



219



220



221



222



223



224



225



226



227



228



229



230



231





233



234



235



236



237



238



239



240



241



242



243





245



246



247



248



249



250



251



252



253



254



255



256



257



258



259



260



261



262


	INTRODUCCIÓN
	En segundo lugar, la región amazónica convive con la minería. Tanto regulada como ilegal, la minería representa una realidad importante según el país a estudiar. Para el caso concreto de Ecuador, el crecimiento reciente de la minería aurífera en la región es una muestra cabal de los desafíos que este sector puede implicar para pensar la transición energética. Los desafíos se multiplican para el caso colombiano, dada la relevancia que la minería de carbón todavía tiene en el país.
	En tercer lugar, existen en la región un conjunto de desafíos en la matriz eléctrica. La región amazónica tiene una alta disponibilidad de recursos hídricos, aunque con una fuerte dependencia de los registros de lluvias. Los sistemas hidroeléctricos son considerados ‘limpios’1 pero a menudo son insostenibles. Con la excepción de Brasil, la región presenta un rezago muy importante en el desarrollo de proyectos de nuevas energías renovables (eólica, fotovoltaica y biomasa). A su vez, la región presenta unos déficits de cobertura eléctrica que son significativamente mayores. La dispersión territorial y el aislamiento de varias localidades amazónicas plantean un desafío importante: expandir la red interconectada y, eventualmente, generar procesos de generación distribuida.
	En cuarto lugar, pero no menos importante, el desarrollo del sector energético en el Amazonas convive con desafíos socioambientales de enorme cuantía. La hidroelectricidad con represas de gran porte y el desafío de la autodeterminación de las comunidades afectadas por los embalses se presenta como un desafío importante, en particular para el caso brasilero. Para el conjunto de la región, el tratamiento a los pasivos ambientales de la industria petrolera, el respeto y cuidado de las poblaciones originarias, la implementación de procesos democráticos y participativos representan desafíos a corto y mediano plazo que deben ser abordados y resueltos.
	Por otra parte, las entrevistas sugieren que la transición energética en la Amazonia se percibe como un proceso desigual y conflictivo, donde el discurso de la sostenibilidad y las realidades territoriales no siempre dialogan de forma armónica. Las tensiones pre-sentes se evidencian en distintos aspectos donde es necesario destacar el temor a la pérdida masiva de empleos en sectores fósiles sin la debida reparación a la vez que predomina el escepticismo respecto a la capacidad del Estado para conducir una transición justa y participativa.
	En ese sentido, existe una preocupación generalizada sobre la falta de información en el territorio y las comunidades sobre los cambios que se anuncian a nivel global o incluso nacional, llevando a que muchas veces la transición justa sea percibida como una agenda lejana. Es por esto que, mu-chas organizaciones reafirmaron la necesidad de una pedagogía sindical y social para divulgar y construir la idea y la potencialidad de la transición justa.
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